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Carta al Lector

Estimado/a amigo/a:

Te agradecemos el interés por el trabajo de “Movimiento contra la Intolerancia”. 

El cuaderno que ahora tienes en tus manos ha nacido de la inquietud que nos mueve 

por el incremento de actitudes y conductas racistas, xenófobas, antisemitas y discrimi-

natorias en nuestra sociedad.

Pensamos que una de las claves para evitar el desarrollo de estas actitudes es llevar 

a las aulas, a los centros culturales y a las asociaciones una discusión en profundidad 

del tema y enfocarlo positivamente, mostrando las ventajas de una cultura de la di-

versidad.

Una cultura que convierta la energía inconformista de los y las jóvenes en trans-

formación social solidaria, que apueste por la igualdad de trato, de derechos y deberes 

para todos; una transformación donde el deseo de autonomía afirme la libertad y to-

lerancia que debe presidir una democracia participativa apoyada en el noble valor de 

valentía cívica para defender cotas más elevadas de justicia social, donde nadie por su 

color, cultura, religión, sexo, creencia, nación u orientación sea excluido; una transfor-

mación que cierre el paso a la intolerancia, al viejo y nuevo racismo, a quienes creen 

que hay colectivos superiores o a quienes creen que la diferencia priva de la condición 
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de igualdad en derechos o dignidad, y que cierre camino a los fanatismos, integrismos 

o nacionalismos excluyentes, a todas aquellas expresiones que empujan al ser humano 

al momento de las peleas cainitas.

La calidad de este cuaderno que aquí te presentamos es para nosotros altamente 

satisfactoria y pensamos que puede ser muy útil para tu trabajo, estudio, asociación o 

centro cultural.

Nos damos cuenta de que los textos que publicamos son sólo un primer paso y que 

el momento realmente importante está en su utilización para el debate y la dinámica 

social que tú puedas llevar a cabo. Contamos contigo para ello.

Recibe un cordial saludo y nuevamente nuestro agradecimiento por tu interés.

Esteban Ibarra

Presidente Movimiento contra la Intolerancia

Fundamentos Básicos  
para la Convivencia Democrática

 1. Defensa de la igual Dignidad de las personas y de la universalidad de Derechos Humanos. 
 2. Erradicación social, cultural y política de la Intolerancia, en todas sus formas, sea racismo 

y xenofobia, machismo y misoginia, supremacismo, lgtbifobia, antisemitismo e islamofobia, 
disfobia, antigitanismo, edadismo y aporofobia u otras expresiones fanáticas, extremistas y sus 
manifestaciones de estigmatización, hostilidad, discriminación, discurso y delitos de odio hacia 
las distintas manifestaciones de la condición humana. 

 3. Rechazo de todo despotismo, opresión, ideología y praxis totalitaria e identitaria excluyente. 
 4. Eliminación integral de toda expresión y manifestación de violencia, terrorismo y belicismo. 
 5. Reconocimiento, memoria y defensa universal de los derechos de la Víctima del Crimen de Odio.
 6. Desarrollo de una cultura no sexista y de convivencia humanista para la concordia y la Paz. 
 7. Compromiso por una ética cívica para la Libertad, Igualdad, Solidaridad, Justicia y Tolerancia. 
 8. Desarrollo y profundización de la Democracia representativa y participativa. 
 9. Eliminación de la pobreza en la Humanidad y apuesta por la redistribución de la riqueza 
10.Defensa de una sociedad intercultural y de un desarrollo humano en armonía con la Naturaleza

Movimiento contra la Intolerancia es una organización de derechos humanos 
especializada en la lucha contra los crímenes de odio
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Declaración de Principios 
sobre la Tolerancia
16 de Noviembre de 1995

Artículo 1. Significado de la Tolerancia 

1.1 La Tolerancia consiste en el respeto, la aceptación y el aprecio de la rica diversidad de las
culturas de nuestro mundo, de nuestras formas de expresión y medios de ser humanos. La
fomentan el conocimiento, la actitud de apertura, la comunicación y la libertad de pensamiento, de conciencia
y de religión. La tolerancia consiste en la armonía en la diferencia. No sólo es un deber moral, sino además
una exigencia política y jurídica. La tolerancia, la virtud que hace posible la paz, contribuye a sustituir la cultura
de guerra por la cultura de paz. 
1.2 Tolerancia no es lo mismo que concesión, condescendencia o indulgencia. Ante todo, la tolerancia es una
actitud activa de reconocimiento de los derechos humanos universales y las libertades fundamentales de los
demás. En ningún caso puede utilizarse para justificar el quebrantamiento de estos valores fundamentales. La
tolerancia han de practicarla los individuos, los grupos y los Estados. 
1.3 La Tolerancia es la responsabilidad que sustenta los derechos humanos, el pluralismo (comprendido el plu-
ralismo cultural), la democracia y el Estado de derecho. Supone el rechazo del dogmatismo y del absolutismo y
afirma las normas establecidas por los instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos. 
1.4 Conforme al respeto de los derechos humanos, practicar la tolerancia no significa tolerar la injus-
ticia social ni renunciar a las convicciones personales o atemperarlas. Significa que toda persona es libre de
adherirse a sus propias convicciones y acepta que los demás se adhieran a las suyas. Significa aceptar el hecho
de que los seres humanos, naturalmente caracterizados por la diversidad de su aspecto, su situación, su forma
de expresarse, su comportamiento y sus valores, tienen derecho a vivir en paz y a ser como son. También signi-
fica que uno no ha de imponer sus opiniones a los demás. 

Artículo 2. La función del Estado 

2.1 En el ámbito estatal, la tolerancia exige justicia e imparcialidad en la legislación, en la aplicación de la ley
y en el ejercicio de los poderes judicial y administrativo. Exige también que toda persona pueda disfrutar de
oportunidades económicas y sociales sin ninguna discriminación. La exclusión y la marginación pueden conducir
a la frustración, la hostilidad y el fanatismo. 
2.2 A fin de instaurar una sociedad más tolerante, los Estados han de ratificar las convenciones internacionales
existentes en materia de derechos humanos y, cuando sea necesario, elaborar una nueva legislación, que garan-
tice la igualdad de trato y oportunidades a todos los grupos e individuos de la sociedad. 
2.3 Para que reine la armonía internacional, es esencial que los individuos, las comunidades y las naciones
acepten y respeten el carácter multicultural de la familia humana. Sin tolerancia no puede haber paz, y sin paz
no puede haber desarrollo ni democracia. 
2.4 La intolerancia puede revestir la forma de la marginación de grupos vulnerables y de su exclusión de la
participación social y política, así como de la violencia y la discriminación contra ellos. Como confirma el Artí-
culo 1.2 de la Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales, "todos los individuos y los grupos tienen
derecho a ser diferentes". 
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Para una víctimología  
de los Delitos de Odio

Esteban Ibarra 

Si la víctima del delito ha sido hasta ahora la gran olvidada en el proceso penal, la vic-
tima del crimen de odio además ha padecido invisibilidad, se la ha considerado “sin signi-
ficación” y ha vivido su condición de víctima en la monotonía del desprecio e indiferencia. 
Inmigrantes, negros, personas sin hogar, mujeres, gitanos, homosexuales y el conjunto de 
los LGTB, punkis y alternativos, judíos y musulmanes, por sus ideologías o creencias y un 
largo carrusel donde su diversidad se convierte en estigma para quien hace de la intoleran-
cia criminal su razón de ser. Una monotonía silenciosa solo rota por la espectacularidad 
criminal del acto de agresión, ya sea un asesinato brutal, ataques crueles de grupos o por la 
crudeza de sus resultados y daños a la integridad física y patrimonial, incluido el silencio ha-
cia la condición de crimen de odio en determinados actos terroristas en los que se produce 
esa doble circunstancia, sin olvidar su relación con los crímenes de guerra, lesa humanidad 
y genocidios..

Son millares los delitos de odio que pasan inadvertidos, mal apreciados o sin denun-
ciar, por miedo a represalias o desconfianza institucional entre otras causas, lo que ayuda a 
los agresores cuyo anonimato y no reivindicación facilita una trivialización del problema, 
construyéndose una mirada colectiva de indiferencia y aceptación de la banalidad del mal. 
Vivimos objetivamente su infradenuncia. La consecuencia es que carecemos de medidas 
y política criminal y victimológica efectiva que pueda encarar con buenos resultados este 
problema que se extiende por Europa, que pueda prevenir intervenir y neutralizar, y reparar 
el daño a la víctima, entre otros evitando procesos de victimización.. No obstante el trabajo 
de unos pocos (pocas ong, periodistas y funcionarios responsables) y el miedo consciente 
de muchos, cada vez más, ante la inquietante mundialización del odio, ante el avance de 
la intolerancia y del fanatismo, de la cultura de la violencia y del poder de dominio, parece 
que aportan impulso internacional suficiente para que la víctima del delito de odio sea 
considerada y evaluada como tal, como personas vulneradas, vulnerables o en riesgo con 
las que hay que adoptar, como afirma el Estatuto de la Víctima del Delito, medidas y reco-
nocimiento de su necesidad de protección especial.

Conviene no usar el delito de odio, ni a sus víctimas, para fines políticos o de cualquier 
otra naturaleza, salvo para reclamar el cumplimiento del principio de la dignidad humana 
y de las libertades y derechos fundamentales, inherentes a la persona. En un momento de 
grandes flujos de comunicaciones y personas, de ideas y mensajes, la mundialización de la 
intolerancia es un hecho y el riesgo de grave retroceso en derechos humanos, una realidad, 
una perspectiva antidemocratica que siempre contempló el globalismo totalitario con sus 
productos en términos de polarización, fanatismo, discursos y delitos de odio, alentando el 
“todos contra todos” y el “vale todo”. Esto es una realidad cotidiana.
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En defensa de las víctimas de delitos de odio
Siempre desde un enfoque humanista, basado en el reconocimiento perspectiva de los 

derechos humanos, una persona o grupo social tras sufrir un delito cometido “por motivos 
racistas, antisemitas u otra forma de odio o discriminación basado en la intolerancia hacia la 
víctima por razón de ideología, religión o creencias, la etnia, fenotipo, aspecto físico, genoti-
po, nación a la que pertenezca o su origen migratorio, origen territorial, su sexo, orientación o 
identidad sexual, por razones de género, de nacimiento, su condición socioeconómica, la enfer-
medad que padezca o su discapacidad, su situación de persona sin hogar, edad, opinión política, 
sindical, profesión, uso lingüístico, identidad cultural y deportiva, o cualquier otra condición 
o circunstancia personal o social, ya sea real, asociada o supuesta”, como nos gusta expresar 
para LEGE FERENDA en Movimiento contra la Intolerancia sobre el Delito de Odio, 
no está reconocida de forma inclusiva en el Estatuto de la Víctima por usar un “nume-
rus clausus”, como tampoco en el Código Penal. La formulación de estas leyes excluye 
a personas víctimas de la intolerancia criminal que necesitan esa especial protección por 
ser seleccionados por los agresores dados su condición de tener un determinado origen 
territorial, una identidad cultural, lingüística, deportiva o social, su información genética, 
diversidad familiar e incluso un aspecto físico-estético concreto, factores que el agresor 
rechaza. Lo que nos invita a seguir trabajando para que la ley incluya a todas las personas 
que son víctimas de crímenes de odio, y sobre todo para que siempre haya justicia y se 
destierre la impunidad.

La dignidad humana es universal y las libertades y derechos fundamentales emanan de 
la propia persona, y todo ello es el objeto esencial de ataque de los crímenes de odio que se 
personalizan en conjuntos de semejantes o colectivos que viven situaciones en riesgo y abu-
sos de poder, gentes a quienes además de humillar y despreciar al considerarlos “vidas sin 
valor” les hacen a través del ataque, no solo daños físicos, morales y patrimonial directo, les 
hacen entrega de un mensaje cifrado en que “no tienen sitio en la sociedad”, “ni ellos, ni sus 
gentes o colectivos de referencia” (como en el Holocausto, el Holodomor y todo genocidio), 
y que están dispuestos a provocar a toda la sociedad, rompiéndola y enfrentándola a todos 
mediante su deshumanizado “odio al diferente”. Interpretar correctamente la naturaleza y 
alcance de estos delitos debería tener como resultado inmediato no trivializar los hechos y 
adoptar siempre una actitud de escucha a la víctima. Nunca se puede equiparar agresor y 
víctima.

Las víctimas en la mayoría de las ocasiones han sufrido cacerías organizadas, ataques 
súbitos, sorpresivos, inopinados (mal denominada violencia “gratuita”) que recuerdan los 
ataques relámpagos del nazismo (Blitzkrieg), donde conscientemente no reivindican nada 
los agresores salvo cuando humillan especialmente dejando en la piel una cruz gamada 
o un 88 (Heil Hitler), u otro símbolo ultra de diferente signo, para recordar a la víctima, 
quien le hizo eso en su cuerpo. Tamaña violencia, incomprensible para la razón, de lógica 
inalcanzable para cualquier ser humano con piedad y con un mínimo respeto al principio 
de humanidad, suele ser el signo que acompaña en el brutal proceso de víctimición a una 
persona por el solo hecho de ser un diferente al que no se acepta. Personas que con toda 
probabilidad sufrirán una revictimación por el trato institucional tras la denuncia de los 
hechos, si se atreve a superar miedos por represalias y desconfianzas, o por el trato procesal 
agotador e inacabable de su desgracia.

No obstante se abre un tiempo nuevo, de esperanza para la víctima de los crímenes 
de odio, donde el desarrollo de una mayor conciencia social, la creación de instrumentos 
institucionales (fiscalías, policías, observatorios..), la aplicación del Estatuto de la Victima 
que la incorpora y las reformas del Código penal a este respecto, deberían facilitarnos una 
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mayor protección y garantía de derechos que habrá de ser completada, indefectiblemente, 
por una Ley Integral de Protección Universal de la Víctima de los Delitos de Odio. No 
obstante, nunca se ha de dejar nada al albur de los vaivenes institucionales, y una de las 
garantías esenciales de avance será la autorganización de las víctimas para luchar por sus 
derechos y lograr su aplicación efectiva, junto a organizaciones solidarias sinceras que no 
instrumentalicen esta causa. Una mirada de la víctima que ha de prevalecer y garantizar el 
Consejo de Víctimas de Delitos de Odio y Discriminación, iniciativa cívica pionera en 
Europa que impulsa la generación de pensamiento propio y libre conciencia, de autoorgani-
zación de las propias víctimas de crímenes de odio. Y en ello seguimos.

1.- Sobre la Víctimología de los Delitos de Odio

La victimología se viene a entender como un conocimiento multidisciplinar que se 
ocupa del estudio relativo a la víctima, a todo lo relacionado con esta condición y a los pro-
cesos de victimización y desvictimización. Concierne a la victimología el estudio del modo 
en que una persona o grupo deviene víctima, de las diversas dimensiones de la victimiza-
ción (primaria, secundaria y terciaria), y de las estrategias de prevención y reducción de la 
misma, así como del conjunto de respuestas sociales, jurídicas y asistenciales, tendientes a la 
reparación y reintegración social de la víctima”, y en ese conocimiento la victimología in-
cluye o puede incluir, un gran número de disciplinas o materias, tales como,: Criminología, 
Sociología, Psicología, Medicina forense, o Derecho Penal, sin olvidar la Historia, Informá-
tica e Inteligencia artificial (discurso de odio en redes sociales) y otros conocimientos, que 
puedan afectar a la crimino-victimogénesis y esto es de especial relevancia para los crímenes 
de delitos de odio. 

La víctimología va más lejos que la interpretación jurídica, incluso criminológica, aun-
que no todos piensan así, y se debe interpretar de manera hoolistica cuyo punto de partida 
es la persona (víctima) a la que se le reconoce dignidad y derechos humanos, de forma 
universal, inherentes e inalienables de la persona, irrenunciables e imprescriptibles, inter-
dependientes e indivisibles, no alterables que son para la persona y cuyos ideales se deben 
entender como progresivos. No son una ideología, son unos ideales para caminar, como 
razón práctica y ética que conlleva principios, valores y prerrogativas fundamentados en el 
principio de humanidad y alcanzado tras un devenir histórico de lucha y sufrimiento delser 
humano para conquistarlos y garantizarlos frente a escenarios de diferentes relaciones hu-
manas donde no se contemplan o su retroceso es más que evidente.

El término fue acuñado por el psiquiatra Fredric Wertham y hace referencia a la dis-
ciplina científica derivada de la criminología que estudia a las víctimas de la delincuencia en 
las diversas fases de victimización. Se trata de una disciplina relativamente joven, hallándo-
se sus inicios científicos en los años treinta. Dicha disciplina tiene numerosas variantes que 
han ido focalizando su atención en diferentes aspectos y teniendo diversas interpretaciones 
de la realidad. Sin embargo, todas las teorías y perspectivas habidas tienen en común es-
tudiar los crímenes desde el punto de vista de la víctima, como han evidenciado todos los 
Simposios mundiales celebrados, desde su primero en Jerusalén /1973), ni que decir tiene el 
enorme impacto de la víctimas del Holocausto. 

A partir de la década de los ochenta del siglo XX, como consecuencia de los Sim-
posios la naciente disciplina se emancipa del mero énfasis penal, y empieza a abogar por 
los derechos de las víctimas desde una perspectiva constitucional democrática que implica 
poner énfasis en eventos de macrovictimización, es decir eventos en los cuales se victimiza 
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a grandes colectivos. En España, encontramos en los últimos veinte años a muchos trata-
distas del derecho penal que han orientado sus estudios hacia la víctima; algunos de ellos 
son: Antonio García-Pablos de Molina, Antonio Beristain, Elena Larrauri y también en 
Latinoamerica, donde destacan, Lola Aniyar de Castro, pionera en la década de los 60 y 
Elías Neuman que lo ha abordado ampliamente, entre otros estudiosos. También se ha de-
sarrollado notoriamente en la Unión Europea y el conjunto de las sociedades occidentales 
en los últimos años.

Surgen varios estudios que de alguna manera coadyuvan al análisis de la víctima y pro-
cesos de victimización (factores victimogenicos, tipologías victimales, victimodogmática, 
etc.). En el caso de la criminología de odio y la victimología del delito de odio, su estudio 
debe ir intrínsecamente vincuado, de lo contrario se corre el riesgo de no interpretar el al-
cance de los hechos. Y sufrir la “revictimización” como consecuencia del estudio enfatizado 
solo en el sujeto activo del delito, dejando a la víctima vulnerable a sufrir nuevamente los 
características del delito que le afectó. Sin olvidar el efecto fractura de la sociedad que pue-
de amplicar las consecuencias del crimen o delito de odio, La victimología de los delitos 
de odio es un conocimiento que puede aportar científicamente la interpretación del hecho 
delictivo y su consecuencia para la víctima y la sociedad. Existe una Criminología, una Vic-
timología y un Derecho que contempla y, hay que hacerlo emerger y desarrollar que sitúa a 
la persona víctima del delito de odio en el fundamento del mismo.

El estudio victimológico puede realizarse desde la perspectiva de una víctima en par-
ticular o desde un punto de vista epistemológico analizando las causas por las que grupos 
de individuos son más o menos susceptibles de resultar afectadas. Y no se limita solo a la 
víctima, por lo que deben analizarse tres niveles: el individual, cuyo objeto de estudio es la 
víctima, su personalidad, condición y características; segundo nivel es el conductual, en el 
cual, se estudia la conducta aislada de la víctima con relación al contexto y conducta crimi-
nal; y el tercer nivel, denominado general, en el que debe estudiarse el fenómeno victimal, 
como suma de víctimas y victimizaciones.

Metodología empírica y praxiológica. Deberes éticos

Como disciplina científica, la victimología se ha situado siempre en una posición 
empirista, haciendo hipótesis inductivas a partir de los casos observados. De este modo, 
requiere de encuestas y observaciones de casos y víctimas para poder desarrollar hipótesis 
válidas que puedan contribuir a explicar los procesos de victimización. Las técnicas em-
pleadas son la observación de la realidad, el estudio y análisis de casos y estadísticas, 
entrevistas y técnicas provenientes de otras ciencias tales como la psicología, medicina, 
historia, economía o informática, entre otras. La dimensión praxiológica, en materia de 
delitos de odio es inexcusable. Buscar la lógica de la acción, no ajena a los procesos histó-
ricos (siempre se cometieron crímenes de odio, entender lo reciente), observar el contexto, 
los intervinientes, hacerlo de manera sistematizada, monitorizar, como apunta el Informe 
Raxen de Movimiento contra la Intolerancia, realizarlo como proceso dinámico, con lógi-
cas inductivo-deductivas, que permitan perspectivas con pluralidad de interpretaciónes de 
unos hechos que son fenomenológicos y que residen en la persona y la acción humana. El 
camino es largo. 

Deberes éticos

El principal mecanismo por el que la victimología puede actuar es a través de la de-
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nuncia de un crimen, junto a la testificación de los afectados. Incluso la ausencia de estos 
elementos resultan una fuente importante de información, habida cuenta de que se refleja 
la postura de los diversos grupos sociales e individuos respecto al sistema, como denota la 
infradenuncia. El contacto con las víctimas de delitos, debe observar especial precaución 
en los procedimientos empleados a la hora de ejercer su actividad. Hay que tener en cuen-
ta que la víctima de un delito, además de sufrir el delito “per se”, se ve sometida al estrés y 
tensión que produce el proceso de investigación (reviviendo asimismo el suceso), las con-
secuencias (físicas, psicológicas, sociales o laborales) producidas, cuando no con posibles 
represalias, muy evidentes en delitos de odio. 

En este sentido, la victimología ha de procurar no causar en su aplicación en la práctica 
una victimización secundaria y/o terciaria, es decir ha de procurar prevenir la realización 
de daños en la víctima por el mero hecho de relatar, repetir o revivir experiencias traumáti-
cas, tanto a nivel institucional como social.

2.-Qué se entiende por Víctima

Según la resolución 40/34 del 1985 de la Asamblea General de la ONU, se entiende 
como víctima el/los sujeto/os que hayan sufrido daños físicos, psicológicos o emocionales, 
o un ataque y disminución de sus derechos fundamentales como consecuencia de acciones u 
omisiones que violen la legislación. Del mismo modo, sus allegados o personas que hayan 
sufrido daños por asistir a la víctima también serán considerados como tales. Así pues, 
se entiende que el daño que experimentan las víctimas no es un fenómeno aislado que solo 
afecta individualmente, sino que quien la sufre está insertado en un tejido social por el que 
se transmite el malestar y el deterioro de la calidad de vida. Así lo expresa:

1. �Se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colectivamente, hayan su-
frido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida finan-
ciera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de 
acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros, 
incluida la que proscribe el abuso de poder. 

2. �Podrá considerarse “víctima” a una persona, con arreglo a la presente Declaración, 
independientemente de que se identifique, detenga, enjuicie o condene al perpetrador 
e independientemente de la relación familiar entre el perpetrador y la víctima. En la 
expresión “víctima” se incluye además, en su caso, a los familiares o personas a cargo 
que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las personas que hayan sufrido 
daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización. 

3. �Las disposiciones de la presente Declaración serán aplicables a todas las personas sin 
distinción alguna, ya sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad, 
opinión política o de otra índole, creencias o prácticas culturales, situación econó-
mica, nacimiento o situación familiar, origen étnico o social, o impedimento físico. 

Sobre la tipología de las víctimas de odio

Desde una víctimología generalista, se habla víctima determinada de aquella que 
es escogida voluntariamente por el criminal, no siendo su elección producto del azar; 
víctima indiferente, escogida al azar, pues el crimen podría realizarse con cualquier otra 
persona sin que ello produjera ningún cambio en el criminal; víctima resistente porque es 
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capaz de presentar resistencia y defenderse, o que es atacada a causa de o a sabiendas de 
que el sujeto iba a defenderse, victima sin vinculación con el hecho criminal. También se 
ha desarrollado una cultura víctimal, se habla de derecho victimal, victimario (agresor o 
persona que produce víctimas), de justicial victimal como aquella que pone en el centro a 
la víctima y la existencia, además de la pena, de otras instancias reparadoras como la me-
diación, arbitraje, dialogo víctima-agresor etc, siendo reconocida por jueces y operadores 
jurídicos y este es un camino interesante a recorrer en materia de crímenes o delitos de odio. 
¿Crímenes o delitos?, desde un punto de vista jurídico no hay diferencia en el contenido 
de la expresión: es infracción penal. En España, el término delito sea más generalista y el 
de crimen se reserva para los delitos más agravados, pero el término crimen siempre es útil 
para señalar su comisión en aquellos países donde no están penados algunos crímenes de 
odio, como el asesinato por homofobia. Sea delito o no en un país concreto, siempre será 
un crimen con arreglo al iusnaturalismo.

Pero estas caracterizaciones de poco sirven cuando la víctima es de un delito de odio 
donde lo que prevalece es la selección de la víctima por intolerancia a su condición dife-
rente que es negada por los agresores. Luego vendrán las circunstancia de caso. De ahí que 
se tienda a utilizar dos elementos de importancia como son: los Indicadores de polariza-
ción y los Indicios de delitos de odio. En cuanto a los indicadores de polarización vienen 
predeterminados por lo que señala el Código Penal, en este caso los mencionados en el 
22.4, 314, 510 y otros. Y en cuanto a los indicios de delito de odio, nos remitimos a una 
lectura más amplia en el Cuaderno de Análisis nº 69: –Para una criminología de los delitos 
de Odio–, descargable, junto a otros materiales relacionados, en la dirección electrónica, 
https://www.educatolerancia.com/cuadernos-de-analisis/

Avanzamos que para identificar los incidentes y delitos de odio es necesario disponer 
de indicadores que apunten en este sentido. El proceso de análisis de los indicadores de de-
litos de odio ha sido desarrollado para dar a la policía y personal de ONG una metodología 
para identificar posibles delitos de odio. También son útiles para articular una respuesta 
social o realizar un cuestionario a una víctima. La metodología es clara: la investigación 
debe buscar indicadores que apunten a un posible crimen de odio. En este sentido se pueden 
definir esos indicadores com:

“Hechos objetivos, circunstancias o patrones que concurren en el acto criminal, que por sí solos o 
con otros factores o circunstancias, sugieren que la acción del presunto culpable estaba motivada, 
en todo o en parte, por cualquier forma de prejuicio o animadversión de intolerancia. Si existieran 
indicadores significativos de la existencia de odio, el incidente debería constar como un posible 
delito de odio”.

El hallazgo de indicadores de delitos de odio no prueba que el incidente tenga tal 
motivación. La prueba de la motivación por odio podrá determinarse tras una investigación 
exhaustiva. Sin embargo, la existencia de esos indicadores deberá llevarnos a realizar una 
mayor y mejor investigación. Esta lista ha sido desarrollada por expertos que han recopilado 
los indicadores esenciales que concurren en la mayoría de los casos:

-Motivación del presunto culpable.
-Diferencias de identidad entre el presunto culpable y la víctima. 
-Pertenencia a un colectivo “objetivo” de los grupos de odio.



11

-Comentarios, Comunicados por escrito, Gestos
-Dibujos, Marcajes, Simbología, Grafitis
-Grupos de odio organizados.
-Antecedentes de delitos y ofensas
-Percepción de la Víctima y Testigos
-Localización del incidente
-Falta de otros motivos
-La importancia del mensaje del odio.

No obstante y en general, al margen de estudiar a la víctima y el proceso a través de 
la cual se ha convertido en tal, la victimología también tiene un papel muy destacado en la 
actuación posterior a los crímenes, y más en delitos de odio, donde la victimización con-
tinua y la posibilidad de reiterar el delito siempre es posible, lo que debería generar desde 
estudios prospectivos, hasta la creación de servicios a las víctimas, contribuyendo junto 
a otros profesionales a preparar programas de asistencia, como la creación de centros de 
apoyo, pisos de protección oficial, programas de protección de testigos y otros, como el 
apoyo y protección a las entidades que atienden a las víctimas. Situarnos en la perspectiva 
de la víctima y sus necesidades cambia todo, como se puede ir observando con las víctimas 
de la violencia de género y del terrorismo.

3.-Procesos de victimización. Análisis.

Cuando hablamos del proceso de victimización nos referimos al proceso mediante el 
cual una persona se transforma en víctima. Hay diferentes tipos de victimización, que son:

Victimización primaria, referido al agravio que sufre la persona que recibe la acción 
delictiva, manifiesta la experiencia personal de la víctima y los resultados dañinos provo-
cados por el hecho delictivo, los cuales son de naturaleza psicológica, física, económica 
o social. Victimización secundaria, refiere a la inclusión de la víctima en el entorno 
jurídico-penal del Estado y junto a ello, al incorrecto funcionamiento y organización de 
los servicios sociales que atienden a las víctimas. Se les pide a las víctimas que participen 
en diligencias como testigos y, también, en los procedimientos penales, que es origen de 
un estrés muy fuerte, como los careos, las ruedas de identificación, describir el hecho 
sucedido a diferentes figuras jurídicas durante todo el proceso, desde la interposición de 
denuncia hasta el juicio oral, etc. Todo esto se lleva a cabo sin tener en cuenta las conse-
cuencias que, en la gran mayoría de casos, conllevan. Victimización terciaria, refiere al 
procedimiento en el que la sociedad tiende a ver a la víctima. La víctima en su entorno, fa-
miliar y amigos, incluidos autores si llega el caso, puede tener controversias importantes. 
En delitos de odio, el proceso de intolerancia viene a ser sustancial y parte del proceso 
de victimación, 

Proceso de desvictimizacción

Con este proceso se trata de restituir, resarcir y reparar el impacto provocado por el 
hecho criminal. Estudia las características o factores sociales, psicológicos y biológicos que 
influyen en el proceso de victimización para actuar sobre las consecuencias del rol de vícti-
ma, disminuyendo las secuelas del hecho traumático, así como reduciendo el impacto men-
cionado anteriormente. El objetivo principal de este proceso es centrarse en la reparación 
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del daño y restablecer el estilo de vida mediante políticas preventivas, la protección de la 
víctima y su rehabilitación, trata de evitar el riesgo de revictimización.

El proceso de desvictimización interviene de forma integral y personalizada. Antes de 
comenzar debe de existir una necesidad de reparación, una identificación de la víctima y 
del proceso de victimización sufrido y una identificación de los elementos de superación de 
la crisis y del crecimiento personal del mismo.Hay que prestar atención a aspectos como 
la autoestima de la víctima, la autodesvictimización, el autocontrol, aspectos susceptibles 
de entrenamiento y desarrollo, y su capacidad de resiliencia. Para emprender procesos de 
desvictimización, se debe adaptar a los ritmos personales en cada proceso individual, enten-
diendo que cada persona necesita su tiempo para su propio cambio en función de sus nece-
sidades, así como normalizar sus sentimientos, pensamiento y conductas, e involucrarse y 
llamar a la participación activa de la víctima..

Encuestas de victimización.

Uno de los métodos para conocer información sobre las victimizaciones. Principal-
mente ayudan a conocer datos reales, pues las encuestas generales no nos lo aportan. De 
ahí la cifra sumergida que es la diferencia entre los delitos que verdaderamente ocurren y 
los que figuran en las estadísticas. En delitos de odio la INFRADENUNCIA puede alcan-
zar a 3 de cada cuatro hechos acaecidos, por diversos motivos.

Estas encuestas son utilizadas para analizar el tipo de delito sufrido por los sujetos de 
una población en un determinado periodo de tiempo. Más concretamente podrían, a su vez, 
por ejemplo, ofrecer información valiosa sobre el perfil de la víctima, las características per-
sonales, el modo de actuar del agresor, la actitud de la víctima, las relaciones con el agresor 
y los daños y el tiempo y lugar del delito. Ya que es la propia víctima quien relata. Un incon-
veniente es que no puede abarcar toda la tipología delictiva, la subjetividad del concepto de 
víctima ya que hay víctimas que no se reconocen como tal por ejemplo

Análisis de las motivaciones y procesos

Huyendo de la taxonomía y clasificación de las víctimas, pero no de los motivos del 
proceso de victimización, estos son los que podrían definir la naturaleza de la agresión y el 
tipo de víctima. De entrada estas simples seis preguntas sobre Crímenes de Odio y Víctimas, 
formuladas por el hecho informativo del periodismo, deberían tener necesaria respuesta, y 
no generar incertidumbre por falta de conocimiento científico. Lo que se denomina las 6 W 
de la información: Qué (What) ha sucedido; Quiénes (Who) son sus protagonistas; Dónde 
(Where) ha sucedido; Cuándo (When) ha sucedido; y por qué ha sucedido (Why), requiere 
un rigor que hoy día no está planteado en las escuelas de criminología y victimología en 
materia de delitos de odio. 

En verdad, nos podremos encontrar ante infinitas preguntas que surgen de una nueva 
perspectiva, de otra mirada que radica en el principio de la relación humana, y es un princi-
pio porque el ser humano, con independencia de las creencias de cada cual, es un ser social, 
un ser que se relaciona con sus semejantes y construye sociedad, se dota de cultura y normas 
de convivencia aunque en su devenir ha practicado la intolerancia hacia el prójimo, hacia el 
“otro” por “diferente” y sobre el que construye o emergen conflictos de intereses, insolida-
ridad, opresión y desigualdad, pero que a su vez, siempre emergen otros comportamientos 
de tolerancia, apoyo mutuo solidario, de libertad e igualdad en dignidad y derechos de todas 
las personas. La contradicción existencial es más que evidente.
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4.-Sobre el marco legal y su necesaria modificación

Basado en un análisis empírico, desde la experiencia y la observación de los hechos, 
siempre con un enfoque fundado en la universalidad de los derechos humanos, asumidos 
constitucionalmente por España, la reivindicación del Consejo de Víctimas de Delitos de 
Odio y sobre todo, de Movimiento contra la Intolerancia que desde 1995 viene reclaman-
do que se amplíe el reproche penal a los motivos de odio y discriminación referidos en el 
art.22.4 del Código Penal y en otros delitos que atentan a las libertades y derechos funda-
mentales de las víctimas y de la sociedad,, adquiriendo progresivamente más insistencia tras 
experiencias criminales que llegaron a la comisión de asesinatos, así como por el discurso 
de odio con la aparición y globalización absoluta de las redes sociales, en especial desde 
comienzos de la década inicial del siglo actual. 

Desde el Código Penal de 1995 que señalaba este tipo de actos ilícitos por “motivos racis-
tas, antisemitas u otra clase de discriminación referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, 
situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación a la que pertenezca, su 
sexo u orientación sexual, o la enfermedad o minusvalía que padezca”, hasta la redacción actual 
definida en la Disposición Adicional Sexta de la Ley de infancia y adolescencia frente a la 
Violencia, que incide en los delitos de odio, señalados en los artículos 22.4, 314, 510, 511, 
512 y 515.4 del CP, se ha transitado casi 30 años incorporando, a “cuenta gotas”, nuevas 
características a proteger, tras una incesante reivindicación frente al odio, hostilidad, discri-
minación y violencia radicadas en la intolerancia al diferente. Y tampoco debemos dejar de 
señalar las enormes deficiencias al respecto de la Ley de Responsabilidad Penal del Menor, 
para abordar delitos cometidos hacia menores, en algunos casos con daños irreparables.

El plus que sanciona el 22.4 del CP y a lo que refieren el resto de artículos citados, es 
un plus por el reproche que conlleva ese acto de daño, siempre motivado para el agresor, un 
hecho que avisa de tener continuidad en el tiempo para una víctima con unas características 
por las cuales sufre ese acto de discriminación por características que no van a cambiar, 
ni tiene porque, y también el mensaje que se da a todos sus semejantes por su relación, 
real o supuesta, con ese grupo o sector social de característica compartida, hacia el que se 
proyecta la motivación discriminatoria o de intolerancia, y que ataca directamente a la dig-
nidad intrínseca de la víctima, a su igualdad en libertades y derechos que son suspendidos, 
quebrados por la acción de intolerancia, odio o discriminación, pero el problema es que la 
protección de la víctima no es “universal”, solo se referencian determinados factores, ahora 
tres más, o sea un “numerus clausus”, que es incorporado a los tipos penales del 511, 512 
y otros interpretables como delitos de odio.

La Sentencia de la Audiencia Nacional del caso Alsasua, lo resume así en este párra-
fo: De otra parte, junto con la agravante se introducen numerosos tipos penales antidiscriminatorios, 
que se encuentran diseminados por el CP, que en caso de concurrir, no permiten que la agravante sea 
aplicada, en virtud de principio de non bis in idem, (el delito de amenazas dirigidas “a atemorizar 
a los habitantes de una población, grupo étnico, cultural o religioso, o colectivo social o profesional, o 
a cualquier otro grupo de personas” del Art. 170.1 del CP . el delito de discriminación en el ámbito 
laboral del Art. 314 CP, el delito de incitación al odio, la violencia o la discriminación y el delito de 
difusión de informaciones injuriosas del Art. 510 CP ., el delito de denegación de una prestación por el 
encargado de un servicio público o por el funcionario público, del art. 511 CP , el delito de denegación 
de prestaciones en el ejercicio de actividades empresariales o profesionales del art. 512 CP , el delito de 
asociación ilícita para promover el odio, la violencia o la discriminación del art. 515.5 CP , los delitos 
contra la libertad de conciencia y los sentimientos religiosos de los art. 522 a 525 CP . los delitos de 
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genocidio y lesa humanidad de los art. 607 y 607 bis CP ., el delito de clonación para la selección de 
raza del art. 160.3 CP ., el de descubrimiento y revelación de secretos del art. 197.5 CP ., o el delito de 
prácticas de segregación racial con ocasión de conflicto armado del art. 611.6 CP .

En la última reforma vinculada a la Ley de Protección de la Infancia se rectifica par-
cialmente la redacción de los tipos citados, llama la atención el art. 314, con mas factores 
que todos los demás desde 1995: «Quienes produzcan una grave discriminación en el empleo, 
público o privado, contra alguna persona por razón de su ideología, religión o creencias, su situación 
familiar, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, edad, orientación o 
identidad sexual o de género, razones de género, de aporofobia o de exclusión social, la enfermedad 
que padezca o su discapacidad, por ostentar la representación legal o sindical de los trabajadores, por 
el parentesco con otros trabajadores de la empresa o por el uso de alguna de las lenguas oficiales dentro 
del Estado español, y no restablezcan la situación de igualdad ante la ley tras requerimiento o sanción 
administrativa, reparando los daños económicos que se hayan derivado, serán castigados con la pena de 
prisión de seis meses a dos años o multa de doce a veinticuatro meses.».En cambio, no se incorporó 
al 510 del C.P.

En modo alguno se atiende a las reclamaciones de incorporar otras características a 
proteger como la discriminación por origen territorial, social, por idioma o lengua, opinión, 
color, aspecto físico, profesión, significación esencial, identidad cultural o deportiva, por 
diversidad genética, lateralidad, personalidad, por estilo de vida o por las infinitas mani-
festaciones de la condición humana, que aconsejan aportar universalidad de protección a 
las víctimas y que ya en una redacción anterior del gobierno, tenía incorporada la clausula 
general antidiscriminatoria. La alegación que trasladan para negar esta universalidad, es 
que una formula abierta genera inseguridad jurídica y supone hacer extensiva la casuística 
de características a contemplar, un argumento que entra en contradicción con todos los 
preceptos de universalidad de protección de la víctima aceptados en legislación internacio-
nal, en franca contradicción con nuestro Código de Justicia Militar que si lo incorpora el 
“numerus apertus”, con otros países que están en esta posición, además de la Constitución 
Española, cuyo art. 10 y art. 14 afirma la no discriminación “por razón de nacimiento, raza, 
sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”. Es obvio que 
el bien jurídico a proteger universalmente es la dignidad humana y las libertades y derechos 
fundamentales. 

5.- CONCEPTOS ESENCIALES

INTOLERANCIA. Definida, en cuanto conducta personal, como toda actitud, for-
ma de expresión ó comportamiento desde donde se desarrollan prácticas o conductas que 
denigran, violan ó vulneran la dignidad y derechos de la persona considerada “diferente” 
o incluso, simplemente, cuando se invita a a las mismas. Implica una disposición mental 
de donde brotan actitudes políticas, económicas, culturales, religiosas y sociales, conductas 
que perjudican a personas o colectivos sociales distintos del grupo social prevalente, dificul-
tando ó impidiendo las relaciones humanas. La facilita el miedo, la inseguridad y contextos 
muy concretos pero de todos ellos sobresalen aquellos donde no existe el dialogo; podemos 
afirmar que donde no hay comunicación anida la Intolerancia. No es algo genético, es 
una realidad aprendida por las personas en su proceso de socialización, por lo que se puede 
revertir deconstruyendo ese proceso. Cuando la Intolerancia se transforma en un hecho 
colectivo, político o institucionalizado, socava la convivencia, los principios democráticos 
y supone una amenaza sobre la Paz mundial. La Convención Interamericana contra toda 
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Forma de Discriminación e Intolerancia (2013) la define como acto de intolerancia, aquel 
acto o conjunto de actos o manifestaciones que expresan el irrespeto, rechazo o desprecio de la dignidad, 
características, convicciones u opiniones de los seres humanos por ser diferentes o contrarias. Puede 
manifestarse como marginación y exclusión de la participación en cualquier ámbito de la vida pública 
o privada de grupos en condiciones de vulnerabilidad o como violencia contra ellos.

DELITO DE ODIO (HATE CRIME): Concepto fenomenológico que hace referencia 
al delito motivado por intolerancia, es decir a cualquier infracción penal radicada en pre-
juicios o animadversión en atención a la condición de la víctima. La OSCE (2003) lo define 
como: “toda infracción penal, incluidas las infracciones contra las personas y la propiedad, cuando 
la víctima, el lugar o el objeto de la infracción son seleccionados a causa de su conexión, relación, afi-
liación, apoyo o pertenencia real o supuesta a un grupo que pueda estar basado en la “raza”, origen 
nacional o étnico, el idioma, el color, la religión, la edad, la minusvalía física o mental, la orientación 
sexual u otros factores similares, ya sean reales o supuestos”. Un incidente de odio es aquel perci-
bido como tal por la víctima (sea delito o no).

DISCURSO DE INTOLERANCIA: aquellos discursos, palabras, gestos o conductas 
que niegan dignidad o derechos a una persona, asociación o colectivo social por motivo de 
su diversidad. El discurso de intolerancia engloba otros tipos de discurso como el discur-
so prejuicioso y estigmatizador (no necesariamente punible), el discurso discriminatorio 
(sancionado en algunos casos), el discurso de odio (punible la incitación, se trata más abajo) 
y el discurso genocida (punible el discurso y la apología del genocidio). La conexión entre 
el discurso de intolerancia y los crímenes de odio es evidente al crear el clima que normaliza 
la violencia. 

DISCURSO DE ODIO (HATE SPEECH): Concepto fenomenológico que hace re-
ferencia al conjunto de expresiones radicadas en la intolerancia al diferente. El Comité de 
Ministros del Consejo de Europa (1997) lo define como aquel que “abarca todas las formas 
de expresión que propaguen, inciten, promuevan o justifiquen el odio racial, la xenofobia, el antise-
mitismo u otras las formas de odio basadas en la intolerancia, incluida la intolerancia expresada por 
agresivo nacionalismo y el etnocentrismo, la discriminación y la hostilidad contra las minorías, los 
inmigrantes y las personas de origen inmigrante”. (En internet, CiberOdio). 

La Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI), organismo es-
pecializado del Consejo de Europa, en su recomendación general nº15, expresa que el 
discurso de odio debe entenderse como fomento, promoción o instigación, en cualquiera de 
sus formas, del odio, la difamación, la humillación o el menosprecio de una persona o grupo 
de personas, así como el acoso, los insultos, descrédito, difusión de estereotipos negativos, 
estigmatización o amenaza con respecto a dicha persona o grupo de personas y la justifica-
ción de esas manifestaciones por razones de “raza”(1), color, ascendencia, origen nacional 
o étnico, edad, discapacidad, lengua, religión o creencias, sexo, género, orientación sexual 
y otras características o condición personales; Reconoce que el discurso de odio puede 
adoptar la forma de negación, trivialización, justificación o condonación pública de los 
delitos de genocidio, los delitos de lesa humanidad o delitos en caso de conflicto armado 
cuya comisión haya sido comprobada tras recaer sentencia los tribunales o el enaltecimiento 
de las personas condenadas por haberlos cometido; Reconoce asimismo que hay formas 
de expresión que ofenden, perturban o trastornan pero que, por sí mismas, no constituyen 
discurso de odio y que la lucha contra el uso del discurso de odio debe servir para proteger 
a las personas y grupos de personas más que a credos, ideologías y religiones en concreto; 

INCITACION AL ODIO: Refiere a alentar, promover o difundir por cualquier medio 
el odio, sentimiento “humano” de antipatía y aversión, hacia alguna persona o grupo social 
cuyo mal se desea. La incitación al odio, motivado en cualquier forma de intolerancia, no 
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necesita provocar un hecho. La propaganda precede a la acción difundida por internet, mú-
sica y otros medios ataca la dignidad y derechos de las personas. Al respecto, la incitación 
por motivos de racismo, xenofobia y otras formas de intolerancia, está considerado delito. 

DISCRIMINACIÓN: Según las Directivas de la UE, refiere a aquella conducta, ac-
ción u omisión, por la que una persona es tratada de manera menos favorable de lo que 
sea, haya sido o vaya a ser tratada otra en situación comparable y cuando una disposición, 
criterio o práctica aparentemente neutra sitúe a personas en desventaja particular con res-
pecto a otras personas, salvo que dicha disposición, criterio o práctica pueda justificarse 
objetivamente con una finalidad legítima y salvo que los medios para la consecución de esta 
finalidad sean adecuados y necesarios. Conducta basada en el trato diferencial a partir de 
una injusta categorización y que conlleva privación de derechos. Las Directivas Europeas 
establecen distintas clases de infracción discriminatoria: directa, indirecta, acoso y orden 
de discriminar. La discriminación niega la igualdad de trato, Es una conducta basada en el 
trato diferencial a partir de una injusta categorización y que conlleva privación de derechos. 
Convenciones internacionales la refieren como toda distinción, exclusión, restricción o 
preferencia que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, 
goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades funda-
mentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra de la vida 
pública.

HOSTILIDAD: se entiende como conducta deliberada, abusiva y agresiva, contra una 
persona o grupo que puede reflejarse mediante acciones injuriosas o calumniosas, expre-
siones verbales (sutiles o groseras) o acoso directo que busca, degradar, dañar la dignidad, 
intimidar o amenazar a la persona hasta causarle un daño físico o psicológico, frecuente-
mente con intención de excluirlos de la comunidad, organización o grupo. La hostilidad 
ideológica impide el pluralismo político y la libertad de opinión y de conciencia. 

VIOLENCIA: Supone el uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado 
de amenaza o efectivo contra otra persona, un grupo o comunidad, incluso contra uno mis-
mo, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológi-
cos, trastornos del desarrollo o privaciones. La violencia implica no solo el uso de la fuerza, 
conlleva además la violación de derechos fundamentales; es un modo de proceder fuera de 
la razón y de la justicia. La Organización Mundial de la Salud(OMS) lo define como: “El 
uso intencional de la fuerza o el poder físico, de hecho o como amenaza, contra uno mismo, otra persona 
o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños 
psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones. La definición usada por la Organización Mundial 
de la Salud vincula la intención con la comisión del acto mismo, independientemente de las consecuen-
cias que se producen. Se excluyen de la definición los incidentes no intencionales, como son la mayor 
parte de los accidentes de tráfico y las quemaduras”.

TERRORISMO: es una forma de violencia basada en el uso sistemático del terror 
para coaccionar a sociedades o gobiernos, utilizado por una amplia gama de organizaciones 
extremistas de todo signo político, ideológico o religiosos, también por grupos paraguberna-
mentales e incluso por estados en la consecución de sus objetivos. 

CRIMEN DE GUERRA: crímenes cometidos con ocasión de un conflicto armado, 
maltrate de obra o ponga en grave peligro la vida, la salud o la integridad de cualquier per-
sona protegida, y quien emplee u ordene emplear métodos o medios de combate prohibidos 
o destinados a causar sufrimientos o males innecesarios.

CRIMEN DE LESA HUMANIDAD: Son crímenes cometidos como parte de una ac-
ción o ataque generalizado o sistemático contra la población civil o contra una parte de ella, 
por razón de pertenencia de la víctima a un grupo o colectivo perseguido por motivos políti-
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cos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género, discapacidad u otros mo-
tivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional. 

GENOCIDIO: comprende «cualquiera de los actos perpetrados con la intención de 
destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal» estos 
actos comprenden la «matanza y lesión grave a la integridad física o mental de los miem-
bros del grupo, sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan 
de acarrear su destrucción física, total o parcial, medidas destinadas a impedir nacimientos 
en el seno del grupo, traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo». (Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional).

(1)Dado que todos los seres humanos pertenecen a la misma especie, la ECRI rechaza las teorías 
que sostienen la existencia de distintas razas. Sin embargo, en esta Recomendación, la ECRI 
emplea el término “raza” a fin de garantizar que las personas que suelen percibirse de forma 
general y errónea como pertenecientes a otra raza quedan sujetas a la protección que confiere 
dicho texto. 

¿QUE HACER?
Seguimos reivindicando, seguimos en espera, desde 2004, de una Ley de Igualdad 

de Trato y No discriminación, con medidas administrativas y preventivas frente a esta 
lacra que armonice las diferentes legislaciones y concrete lo más avanzado a nivel europeo. 
También está pendiente la reivindicación de una Ley Integral de protección universal de 
la victima de delitos de odio. La evolución de la sociedad es incompatible con un númerus 
clausus discriminatorio o de delitos de odio y la legislación actual no nos garantiza suficien-
te protección. Esto es grave, solo hay que ver como la historia está plagada de discrimina-
ciones y crímenes de odio por el hecho de ser diferente e inaceptable en la mentalidad del 
intolerante hacia el otro, al que no respeta, ni acepta, desprecia, discrimina, odia y a veces le 
asesina, incluso extermina. Esta Ley nos espera, pese al nulo compromiso que nos mostro 
una dirigente separatita negándo su apoyo a la misma para no mejorar al Estado, en España.
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Protección universal de las víctimas 
del delito de odio

(Texto de Movimiento contra la Intolerancia,  
suscrito por más de 200 ONG)

“Vivimos en España y en la Unión Europea una época de graves problemas en un contexto 
que se caracteriza por la mundialización de la economía y una aceleración de la movilidad, la comu-
nicación, la integración y la interdependencia; por una gran amplitud de las migraciones humanas 
y desplazamiento de poblaciones; por la urbanización y la transformación de los modelos sociales y 
de situaciones sociales compartidas de distinta realidad, sean políticas, económicas, demográficas, de 
salud, así como de otras de diferente naturaleza. En este contexto de mutación global, somos testigos de 
incesantes actos de intolerancia, de discursos y delitos de odio radicados en un rechazo a la condición 
social, cultural, religiosa o política de la víctima, de hechos graves basados en el desprecio “al otro”, 
hacia el diferente, que alimentan la quiebra de la convivencia democrática.

El mundo actual, caracterizado por la diversidad humana compartida, sufre por la intensifica-
ción de actitudes de intolerancia que representan, no solo una amenaza universal en todas las regio-
nes, sino su concreción en hechos criminales, que diferentes países denominan “crímenes de odio”, un 
concepto fenomenológico y de trabajo con diversa interpretación según el ordenamiento jurídico de cada 
país, pero que refiere a la afectación directa y daño a la dignidad intrínseca de la persona, a sus dere-
chos fundamentales, a la convivencia y cohesión social democrática. Y en consecuencia manifestamos 
estar: 

Alarmados por la intensificación actual de los actos de intolerancia, discriminación y críme-
nes de odio hacia personas y grupos sociales por la diferente expresión de su condición humana, con-
cretados en claros actos de intimidación, y violencia, radicados en la xenofobia, racismo, nacionalismo 
agresivo identitarismo excluyente, odio ideológico o hacia las convicciones, antisemitismo, islamofobia, 
cristianofobia u otra intolerancia religiosa o creencias, de sexismo y misoginia, homofobia, transfobia, 
antigitanismo, negrofobia, aporofobia, disfobia, edadismo, etnofobia, y otros actos perpetrados contra 
minorías sociales y culturales, nacionales, étnicas, religiosas y lingüísticas, refugiados, inmigrantes, y 
otras personas y grupos vulnerables de la sociedad, que amenazan el libre desarrollo de la persona, así 
como a personas que ejercen su derecho de libre opinión y expresión, todos los cuales constituyen una 
agresión a la convivencia democrática y obstáculos para el desarrollo humano, 

Preocupados por la emergencia de discursos totalitarios que reivindican regímenes genocidas y 
que promovieron la guerra, el enfrentamiento entre los pueblos, discursos que expanden intolerancias de 
sesgos múltiples, normalizan la violencia y alientan el odio identitario, niegan la existencia y alcance 
de crímenes genocidas y de lesa humanidad. Por la difusión de discursos alimentados desde la ignoran-
cia, el miedo, prejuicios y cosmovisiones doctrinarias y otros mensajes donde radica el odio basado en 
la intolerancia, así como de aquellos usos perversos de la libertad de expresión que se deslizan hacia 
la impunidad de agresión;

Preocupados por la creciente polarización social en España y Europa, por la mundialización 
de la intolerancia, entre otros alimentada por la espectacularización mediática y desde las redes socia-
les e internet; por la presencia de signos de radicalización y de organizaciones que impulsan procesos 
de extremismo, fanatismo, disgregación y de odio radicado en la intolerancia; por la emergencia de 
discursos y mensajes ofensivos en las redes sociales e Internet desde donde se incita al odio, a la hostili-
dad, a la discriminación y la violencia, así como por las mentiras y falsas informaciones sobre hechos y 
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noticias que impiden el desarrollo del conocimiento de la realidad, del pensamiento crítico e impulsan 
la desinformación, manipulación y la confrontación, desde donde se hackean las mentes y se asume 
el “vale todo” y el “fin justifica los medios”, creando un clima de grave confrontación social;

Consternados por los desprecios a las instituciones democráticas y por las conductas que da-
ñan la dignidad humana, las libertades y derechos fundamentales de las personas, así como los actos 
de exclusión por un nacionalismo agresivo y por corrientes autoritarias, integristas, populistas y to-
talitarias que no respetan la diversidad social y la pluralidad política, golpean la convivencia cívica, 
impulsan la dominación y la subalternidad, incluso lesionan y quiebran la vida de las personas de 
manera irreparable y conmocionan a toda la ciudadanía de la España plural, tolerante, democrática 
y solidaria.

Conscientes de la necesidad de revertir y deconstruir ese proceso de degradación señalada y te-
niendo presente que la Carta de las Naciones Unidas declara “Nosotros los pueblos de las Naciones 
Unidas resueltos a preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra, a reafirmar la fe en 
los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana,..y con tales 
finalidades a practicar la tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos”,

Comprometidos con la Declaración Universal de Derechos Humanos y su reconocimiento y 
aplicación universal y efectiva, proclamando que “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente 
los unos con los otros”,( art.1), y que “Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados 
en esta Declaración, sin distinción alguna por raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición.” (art.2) y que “Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual pro-
tección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta 
Declaración y contra toda provocación a tal discriminación” (art.7). 

Conscientes del porvenir compartido con el Tratado de la Unión Europea, reafirmado en la Car-
ta de los derechos fundamentales de la unión, cuyo patrimonio espiritual y moral, está fundado sobre 
los valores indivisibles y universales de la dignidad humana, libertad, igualdad, tolerancia y solidari-
dad, y se basa en los principios de los derechos humanos, pluralismo, no discriminación, democracia 
y Estado de Derecho, e instituir la ciudadanía de la Unión y crear un espacio de libertad, seguridad y 
justicia, “sitúa a la persona en el centro de su actuación” y la Unión “contribuye a defender y fomentar 
estos valores comunes dentro del respeto de la diversidad de culturas y tradiciones de los pueblos de 
Europa, así como de la identidad nacional de los Estados miembros y de la organización de sus poderes 
públicos a escala nacional, regional y local”, y proclama que “La dignidad humana es inviolable. 
Será respetada y protegida”.

Acogiendo con satisfacción la protección de los derechos fundamentales por la Constitución 
española, reconociendo que “la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, 
el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento 
del orden político y de la paz social” y que “las normas relativas a los derechos fundamentales y a las 
libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados 
por España”, (art.10), así como el mandato de igualdad de los españoles ante la ley, “sin que pueda 
prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier 
otra condición o circunstancia personal o social” (art.14).

Conscientes de los llamamientos del Consejo de Europa, desde la década de los 80, que alcan-
zaron mas allá de la terrible guerra de los Balcanes (2001), uno de los conflictos más sangrientos y 
peores de la historia, en donde insistía en sucesivas Conferencias en la importancia de luchar contra la 
Intolerancia por suponer una amenaza para la democracia y una violación de los Derechos Humanos. 
La actitud de Intolerancia, predisposición a corregir desde la educación y la convivencia, de posibilitar-
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la su desarrollo se transforma en conductas que luego se concretan en Estigmatización, Discriminación 
y Delito de Odio, incluso pueden llegar a la guerra y el exterminio.

Conscientes de que el Convenio Europeo de Derechos Humanos establece un marco institu-
cional basado en valores democráticos para superar el extremismo, reconociendo la libertad de pen-
samiento, de conciencia y de religión (art.9), la libertad de expresión (art. 10) y la prohibición de 
discriminación (art.14) y el Protocolo nº12 que afirman que los derechos y libertades reconocidos han de 
ser asegurados sin distinción alguna, especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, 
opiniones políticas u otras, origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, 
nacimiento o cualquier otra situación.

Conscientes de que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha identificado varias formas 
de expresión que deben considerarse ofensivas y contrarias a la Convención y manifiesta en sentencias 
que “La tolerancia y el respeto por la igual dignidad de todos los seres humanos constituyen el fun-
damento de una sociedad democrática y pluralista. En estas condiciones, en determinadas sociedades 
democráticas puede considerarse necesario sancionar o incluso impedir todas las formas de expresión 
que difundan, incitan, promuevan o justifiquen el odio basado en la intolerancia.” (Sent. Erbakan 
v. Turquie.6 julio 2006, § 56)”.

Recordando que el Consejo de Europa (1997) definió el DISCURSO DE ODIO que “abarca 
todas las formas de expresión que propaguen, inciten, promuevan o justifiquen el odio racial, la xe-
nofobia, el antisemitismo u otras las formas de odio basadas en la intolerancia, incluida la intolerancia 
expresada por agresivo nacionalismo y el etnocentrismo, la discriminación y la hostilidad contra las 
minorías, los inmigrantes y las personas de origen inmigrante”. 

Recordando el Protocolo adicional al Convenio sobre la Ciberdelincuencia relativo a la pena-
lización de actos de índole racista y xenófoba cometidos por medio de sistemas informáticos del Consejo 
de Europa (2003) que requiere Medidas que deben tomarse a nivel nacional en cuanto a la Difusión de 
material racista y xenófobo mediante sistemas informáticos, las amenazas e insultos con motivación 
racista y xenófoba y a la negación, minimización burda, aprobación o justificación del genocidio o de 
crímenes contra la humanidad.

Teniendo presente el criterio de seis puntos consagrado en el Plan de Acción de Rabat (2012) y 
la Estrategia de la ONU (2019) sobre la prohibición del discurso de odio que constituye incitación a la 
discriminación, la hostilidad o la violencia (1.contexto social y político; 2.estado del orador; 3.inten-
ción de incitar a la audiencia contra un grupo objetivo; 4. contenido y forma del discurso; 5.extensión 
de su diseminación y 6.probabilidad de daño, incluida la inminencia), y convencidos de que las pro-
hibiciones penales son necesarias cuando este discurso tiene por objeto, o cabe esperar razonablemente 
que produzcan tal efecto, incitar a la comisión de actos de violencia, intimidación, hostilidad o discri-
minación contra las personas a las que van dirigidos. 

Recordando que la Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI) en su 
Recomendación General nº 15 sobre: La lucha contra el Discurso de Odio (2015), reafirma la im-
portancia esencial de la libertad de expresión y opinión, de la tolerancia y el respeto por la igual 
dignidad de todos los seres humanos en una sociedad democrática y pluralista; no obstante re-
cuerda, que la libertad de expresión y de opinión no constituyen derechos ilimitados y que deben 
ejercerse de forma que no atenten contra los derechos de los demás; y considera que, a efectos de la 
presente Recomendación General, el discurso de odio debe entenderse “como fomento, promoción o 
instigación, en cualquiera de sus formas, del odio, la difamación, la humillación o el menosprecio de 
una persona o grupo de personas, así como el acoso, los insultos, descrédito, difusión de estereotipos 
negativos, estigmatización o amenaza con respecto a dicha persona o grupo de personas y la justifica-
ción de esas manifestaciones por razones de “raza”, color, ascendencia, origen nacional o étnico, edad, 
discapacidad, lengua, religión o creencias, sexo, género, identidad de género, orientación sexual y otras 
características o condición personal”; reconociendo que el discurso de odio puede adoptar la forma 
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de negación, trivialización, justificación o condonación pública de los delitos de genocidio, los delitos de 
lesa humanidad o delitos en caso de conflicto armado cuya comisión haya sido comprobada tras recaer 
sentencia de los tribunales o el enaltecimiento de las personas condenadas por haberlos cometido;” 

Teniendo presente la Declaración de Principios de Tolerancia, aprobada por todos los Estados 
miembros de la Unesco y Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1995, y que señala que esta “consiste 
en el respeto, la aceptación y el aprecio de la rica diversidad de las culturas de nuestro mundo, de 
nuestras formas de expresión y maneras distintas de manifestar nuestra condición humana”….. 
“consiste en la armonía en la diferencia. No sólo es un deber moral, sino además una exigencia polí-
tica y jurídica”….. “contribuye a sustituir la cultura de guerra por la cultura de paz”... que “no es lo 
mismo que concesión, condescendencia o indulgencia, que “es la responsabilidad que sustenta los 
derechos humanos, el pluralismo (comprendido el pluralismo cultural), la democracia y el Estado de 
derecho”…. y que “practicar la tolerancia no significa permitir la injusticia social ni renunciar a las 
convicciones personales o atemperarlas. Significa que toda persona es libre de adherirse a sus propias 
convicciones y acepta que los demás se adhieran a las suyas. Significa aceptar el hecho de que los seres 
humanos, naturalmente caracterizados por la diversidad de su aspecto, su situación, su forma de expre-
sarse, su comportamiento y sus valores, tienen derecho a vivir en paz y a ser como son”. 

Valorando con satisfacción que el Código Penal (1995) recogiera la circunstancia agravante 
(22.4) y diversos tipos penales de lo que actualmente es conocido como delitos de odio, así como su 
ampliación sucesiva en diversas ocasiones, en especial en 2015, tanto en su artº 510 y otros como en el 
agravante en cuanto a las características protegidas que afectan la significación de víctimas de delitos de 
odio, su redacción queda aún lejos de contemplar, dada la persistencia del numerus clausus excluyente 
en estos tipos penales mencionados, la incorporación de la clausula general discriminatoria recogida en 
el art.14 de la Constitución, sin menoscabo de la discordante redacción entre tipos penales como el 314 y 
otros, con la circunstancia agravante, impidiendo así la protección universal de la víctima, y olvidando 
características a proteger como el origen territorial, la lengua, características genéticas, aspecto físico, 
identidad cultural, situación familiar, profesión u otras expresiones de la condición humana que son 
atacadas desde conductas de intolerancia.

Valorando con satisfacción el Estatuto de la Víctima del Delito, que considera a las víctimas 
de los delitos de odio y refuerza sus derechos, bajo la consideración de “Evaluación individual de las 
víctimas a fin de determinar sus necesidades especiales de protección”, pero mediante una formu-
lación restrictiva: Delitos cometidos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, 
religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su 
origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o discapacidad. (Art. 23 . 7.º), 
constreñida a la redacción del Código Penal y en sí misma es discriminatoria, dado que no contempla 
esos derechos para otras víctimas de delitos de odio que son atacadas por su origen territorial, su len-
gua, características genéticas, aspecto físico, identidad cultural, profesión u otras manifestaciones de la 
condición humana agredidas desde conductas de intolerancia, especialmente señaladas. Víctimas que 
también deberían de disponer de los mismos derechos por sus necesidades especiales de protección, 
tanto en el proceso penal y como por las represalias que les suelen acompañar.

En consecuencia, interpretamos prioritario disponer de una Ley Integral para la Protección 
Universal de la Víctima del Crimen de Odio, por las propias limitaciones objetivas en el Código Penal 
y en el Estatuto de la Víctima del Delito, al no abarcar la amplitud de hechos del ámbito del discurso 
y los delitos de odio, cuya raíz es la intolerancia, que es uno de los grandes desafíos que la humanidad 
debe hacer frente, deberá contemplar, al menos, los siguientes ejes rectores: 

1.- Cuando nos referimos a los delitos de odio, nos referimos a conductas que suponen cualquier 
infracción penal cometida hacia personas o grupos, motivada por el rechazo del agresor hacia 
alguna expresión de la condición humana de la víctima. Quien perpetra un delito de odio niega 
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la igual dignidad, derechos y libertades de la víctima ya sea por motivos de ideología, religión o 
creencias de la víctima, por su etnia, fenotipo, origen nacional o territorial, por su sexo, edad, 
orientación o identidad sexual, por razón de género, situación familiar, aporofobia, exclusión 
social, por enfermedad, discapacidad, característica genética, por su identidad lingüística, depor-
tiva, profesional, opinión o por cualquier otra condición o circunstancia personal o social, que 
los Tratados internacionales de derechos humanos protegen universalmente.

2.- El delito de odio es una conducta de intolerancia, o sea una conducta de rechazo, desprecio e 
irrespeto al diferente, que se concreta en una infracción penal, cometida hacia una persona o grupo 
por un señalamiento del sujeto activo del delito contra alguna característica de la víctima que esta 
no puede modificar (color de la piel, por ejemplo) o no quiere (identidad religiosa, sexual), bien 
por prejuicio o por animadversión en atención a la condición de la víctima. Este delito de odio 
tiene consecuencias muy graves y conlleva un triple mensaje implícito de amenaza, al trasladar 
que puede volverle a suceder directamente a la víctima (salvo homicidio), que puede suceder a 
cualquier semejante (peligro abstracto), a familiares, personas relacionadas y que además, divide, 
enfrenta y fractura a la sociedad democrática y a su cohesión.

3.-La Intolerancia es la actitud o comportamiento individual, grupal o institucional que abarca, 
mediante manifestaciones o conductas, las infinitas formas contrarias a la dignidad humana y 
a sus derechos, y que se substancian en el irrespeto, rechazo y desprecio de personas y grupos 
por su diversidad social y cultural, por nuestras formas de expresión y maneras distintas de 
manifestar nuestra condición humana.

4.-La Discriminación refiere a aquella conducta, acción u omisión, por la que una persona es tra-
tada de manera menos favorable de lo que sea, haya sido o vaya a ser tratada otra en situación 
comparable y cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente neutra sitúe a personas 
en desventaja particular con respecto a otras personas, salvo que dicha disposición, criterio o prác-
tica pueda justificarse objetivamente con una finalidad legítima y salvo que los medios para la 
consecución de esta finalidad sean adecuados y necesarios. También se interpreta, como toda dis-
tinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de intolerancia que tenga por 
objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones 
de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, econó-
mica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública (no aplicable a las distinciones, 
exclusiones, restricciones o preferencias que haga un Estado entre ciudadanos y no ciudadanos 
conforme a Derecho Internacional).

5.-La Violencia refiere al uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado de amenaza 
o efectivo, contra uno mismo, otra persona, un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas 
probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o 
privaciones. Conlleva el uso de la fuerza y la conculcación de un derecho de dignidad humana. 
Esta definición comprende tanto la violencia interpersonal, como el comportamiento suicida y los 
conflictos armados, y va más allá del acto físico puesto que incluye amenazas, intimidaciones y 
coacciones. Además de la muerte y lesiones, abarca las consecuencias de la violencia que compro-
metan el bienestar de los individuos, las familias y las comunidades. 

6.-Cuando nos referimos a DISCURSO DE INTOLERANCIA, es aquel que niega dignidad y 
derechos a una persona o colectivo social por motivo de su diversidad. Engloba el discurso prejui-
cioso (no necesariamente punible), el discurso discriminatorio (sancionado en algunos casos), el 
discurso de odio (punible la incitación), y el discurso genocida (punible el discurso y la apología 
del genocidio). La conexión entre el discurso de intolerancia y los crímenes de odio es evidente al 
crear el clima que normaliza la violencia. 

7.-Cuando nos referimos a DISCURSO DE ODIO, es aquel que “abarca todas las formas de expre-
sión que propaguen, inciten, promuevan o justifiquen el odio racial, la xenofobia, el antisemi-
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tismo, la homofobia, el sexismo u otras las formas de odio, hostilidad, discriminación o violencia 
basadas en la intolerancia hacia las personas y grupos sociales en su diversidad. 

8.- El discurso de odio punible penalmente debe sancionarse a quien lo emita y difunda, respetando 
la libertad de expresión pero no confundiéndolo con impunidad de agresión, y exigir responsabili-
dad por su difusión, sean medios de comunicación convencional, digital y redes sociales, acabando 
con el anonimato que facilita la impunidad. La víctima debe de ser protegida respecto a un discur-
so de odio basado en toda forma de intolerancia y la negación, trivialización y enaltecimiento de 
los crímenes de genocidio y de lesa humanidad, deben de ser sancionados, así como la humillación 
y el daño a la dignidad de las víctimas.

9- La Víctima de Delito de Odio debe de ser universalmente protegida ante la infracción penal 
por motivo de intolerancia hacia cualquier característica o expresión de su condición huma-
na. Toda persona o grupo y sujeto relacionado, ha de ser amparado, sin discriminación, ante la 
infracción penal motivada por intolerancia al “otro diferente”, cumpliendo el precepto de igualdad 
ante la Ley, con independencia de que tal característica concurra efectivamente en quien sufre el 
daño o perjuicio por ese motivo. 

10.- Deben crear un conjunto de instrumentos político-institucionales que permitan una eficaz pre-
vención, intervención, sanción del delito y asistencia integral a la víctima. Entre ellos y recogiendo 
las diversas experiencias existentes en la Unión Europea y otros países:
10.1.- Planes integrales de intervención que alcancen los distintos ámbitos donde puedan anidar 

la intolerancia, la discriminación, el discurso y delitos de odio como internet, redes sociales, 
comunicación, educación, deporte, espacios de ocio, barrios, trabajo y cualquier otro ámbito 
afectado, público y privado, impidiendo su desarrollo.

10.2.- Educación, formal y no-formal, de los valores democráticos, para la tolerancia y de los de-
rechos humanos encaminados a erradicar prejuicios, conocimientos defectuosos, cosmovisiones 
ideológicas que alimenten el racismo, la xenofobia, el antisemitismo, la islamofobia, el sexismo, 
la homofobia, el antigitanismo, la aporofobia y otras formas de intolerancia, incluyendo la 
Memoria de la Víctima de los crímenes de odio, de genocidio y lesa humanidad.

10.3.- Medidas de sensibilización ciudadana de prevención y fomento de la denuncia del discur-
so y delitos de odio, evitando cualquier espacio de impunidad, dotando a los poderes públicos y 
a las organizaciones de la sociedad civil que aborden el problema de instrumentos eficaces para 
intervenir.

10.4.- Medidas eficaces para la prevención y erradicación del Ciberodio en Internet y redes socia-
les, que incluyan la denuncia del discurso de odio, y la negación, minimización burda, aproba-
ción o justificación del genocidio o de crímenes contra la humanidad.

10.5.-Mejorar el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral y univer-
sal, desde las instancias jurisdiccionales, a todas las víctimas de los delitos de odio, evitando 
dilaciones innecesarias y posibilidades de impunidad por déficits normativos que puedan pro-
ducirse.

10.6.- Potenciación de las Fiscalías especializadas para los delitos de odio, eficaces y coordina-
dos en todo el territorio nacional y en la Unión, que garantice la formación de los criterios uni-
tarios de interpretación y actuación legal a ese respecto. Formación de los operadores jurídicos 
(jueces, fiscales, abogados, forenses y personal judicial) encaminada a una mejor investigación 
e identificación del problema y una mayor eficacia en combatir el discurso y delitos de odio.

10.7.- Monitorización y Registro de incidentes de odio, incorporando todas las formas y con-
ductas asociadas al discurso y delitos de odio, así como promover medidas de política criminal 
y victimológica, congruente con la prevención e intervención y acorde con los objetivos definidos 
en la Ley. 

10.8.- Potenciación de la Oficina Nacional de Lucha contra los Delitos de Odio, creación 
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de unidades de policía especializada y mejora del Protocolo de actuación de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad ante los delitos de odio. Formación y sensibilización de las fuerzas y 
cuerpos de seguridad, incluyendo seguridad privada.

10.9.- Promoción de la participación y colaboración de organizaciones que desde la sociedad 
civil actúan contra el discurso y los delitos de odio y de defensa de las víctimas, en labores 
de prevención, formación, sensibilización, campañas cívicas y cooperación institucional, entre 
otras, incluyendo las actividades a favor del reconocimiento y la memoria de las víctimas de los 
delitos de odio.

10.10.-Garantizar la aplicación de los derechos de las víctimas de los delitos de odio, me-
diante un sistema de tutela institucional del Estado y creación de Agencia contra los Delitos 
de Odio con participación de organizaciones sociales de las víctimas, que impulse políticas 
públicas para prevenir, erradicar los delitos de odio y ofrecer inserción a las víctimas, facilitar 
la denuncia y garantizar la ausencia de doble victimización, represalia o medida contraprodu-
cente por ejercer estos derechos. 

Esteban Ibarra
Presidente de Movimiento contra la Intolerancia

Sº General del Consejo de Víctimas de Delitos de Odio y Discriminación

https://www.educatolerancia.com/video-campana-la-tolerancia-apaga-el-odio-en-
memoria-de-las-victimas-de-crimenes-de-odio/

El Día Europeo de las Víctimas de los Crímenes de Odio, 22 de julio, instituido en 
2014 por el Consejo de Europa en recuerdo de la masacre en Oslo y Utoya (Noruega 2011), 
cuando 77 personas, en su mayoría adolescentes, fueron asesinadas por un fanático neonazi, 
es el Día que recuerda a todas las personas que son víctimas de delitos de odio. Con motivo 
de su memoria, en su 10º aniversario, más de 200 asociaciones firmantes reclamamos una 
acción firme frente a esta lacra mediante una Ley Integral de Protección Universal de 
las Víctimas de Delitos de Odio para abordar este problema desde la prevención hasta la 
sanción y la asistencia integral a la víctima. Desde un enfoque universal de los Derechos 
Humanos, los crímenes o delitos de odio hacen referencia a toda acción penal motivada 
por intolerancia al diferente, así lo afirman el Consejo de Europa y el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos.
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A comienzos de 2014 se constituía a nivel estatal la entidad con sede en Madrid, el Consejo de 
Víctimas de Delitos de Odio y Discriminación, constituida por Víctimas y entidades que trabajan 
por las víctimas y que en síntesis, tiene como fines:

•	Trabajar en solidaridad con las víctimas de la discriminación, odio, hostilidad y violencia por 
motivo de intolerancia y promover su defensa social, jurídica, política e institucional. Trabajar 
para combatir el racismo, la xenofobia, antisemitismo, islamofobia, antigitanismo, homofobia, 
misoginia, disfobia, sexismo, aporofobia, totalitarismo, negrofobia, transfobia y toda manifes-
tación relacionada de intolerancia, discriminación y delito de odio, incluidos el neofascismo y 
nacionalismo agresivo. 

•	Promover la denuncia de los delitos de odio y discriminación, asistir, orientar y apoyar a las 
víctimas, promover reformas legales desde una perspectiva victimológica y universal, con un 
enfoque basado en la protección de los Derechos Humanos.

•	Prevenir la aparición y combatir las diversas manifestaciones de intolerancia, discriminación y 
delitos o crímenes de odio. Generar y fomentar actitudes sociales democráticas en especial de 
Tolerancia, Solidaridad, Igualdad, Libertad y defensa de la Dignidad y los Derechos Humanos.

•	Impulsar la sensibilización, participación y movilización ciudadana, la solidaridad y el apoyo 
mutuo entre colectivos vulnerables, personas y comunidades diversas frente a la discrimina-
ción, los delitos o crímenes de odio y la intolerancia. Instar a las autoridades cumplir o hacer 
cumplir, mejorar o modificar la normativa que persigue el delito de odio y discriminación, así 
como su prevención y monitorización. 

OFICINAS DE SOLIDARIDAD CON LA VICTIMA DE DELITOS DE ODIO
Teléfono de Solidaridad con la Víctima

Madrid	 915285104	 Zaragoza	 976319552 	 Valencia	 963735096
Valladolid	 983374507	 Sevilla	 954543063	 Málaga	 952608957

covidod@gmail.com  • �  denunciamci@gmail.com

Organizacines del Comité Asesor con Asistencia a Víctimas

Movimiento contra la Intolerancia 
Impulso Ciudadano
Red Europea contra los Crímenes de Odio 
Coordinadora Iberoamericana contra el Ra-

cismo y la Intolerancia.
Coordinadora contra el Machismo y la Miso-

ginia

Plataforma contra el Antisemitismo 
Comité de Solidaridad Bahai
Iniciativa de Solidaridad con el Pueblo Gitano 
Plataforma contra la Discriminación por Edad
Asociación LGTB Respeta
Asociación Transexualia
Jóvenes contra la Intolerancia
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ANEXOS

1. Declaración de las Naciones Unidas de 1985, sobre los 
principios fundamentales de justicia para las Víctimas del 

Crimen y de Abuso de Poder 

LA ASAMBLEA GENERAL, 
• ��Recordando que el VI congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Trata-

miento del Delincuente recomendó que las Naciones Unidas continuaran su actual labor de 
elaboración de directrices y normas acerca del abuso del poder económico y político,

• ��Consciente de que millones de personas en el mundo sufren daños como resultado de delitos y 
del abuso de poder y de que los derechos de esas víctimas no han sido reconocidos adecuada-
mente,

• ��Reconociendo que las víctimas de delitos y las víctimas del abuso de poder, y frecuentemente 
también sus familias, los testigos y otras personas que les prestan ayuda, están expuestos 
injustamente a pérdidas, daños o perjuicios, y que además pueden sufrir dificultades cuando 
comparecen en el enjuiciamiento de los delincuentes, 

1. �Afirma la necesidad de que se adopten medidas nacionales e internacionales a fin de garantizar 
el reconocimiento y el respeto universales y efectivos de los derechos de las víctimas de delitos y 
del abuso de poder; 

2. �Destaca la necesidad de promover el progreso de todos los Estados en los esfuerzos que realicen 
en ese sentido, sin perjuicio de los derechos de los sospechosos o delincuentes; 

3. �Aprueba la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de deli-
tos y del abuso de poder, incluida como anexo de la presente resolución, la que tiene por objeto 
ayudar a los gobiernos y a la comunidad internacional en sus esfuerzos por garantizar la justicia 
y la asistencia a las víctimas de delitos y a las víctimas del abuso de poder; 

4. �Insta a los Estados miembros a que tomen las medidas necesarias para poner en vigor las dispo-
siciones contenidas en la Declaración y, a fin de reducir la victimización a que se hace referencia 
más adelante, por esforzarse por: 
a) �Aplicar políticas sociales, sanitarias, incluida la salud mental, educativas y económicas y polí-

ticas dirigidas específicamente a la prevención del delito con objeto de reducir la victimización 
y alentar la asistencia a las víctimas que la necesiten; 

b) �Promover los esfuerzos de la comunidad y la participación de la población en la prevención 
del delito; 

c) �Revisar periódicamente su legislación y prácticas vigentes con objeto de adaptarlas a las cir-
cunstancias cambiantes, y promulgar y hacer cumplir leyes por las cuales se proscriban los 
actos que infrinjan normas internacionalmente reconocidas relativas a los derechos humanos, 
las conductas de las empresas y otros abusos de poder; 

d) �Crear y fortalecer los medios para detectar, enjuiciar y condenar a los culpables de delitos; 
e) �Promover la revelación de la información pertinente, a fin de someter la conducta oficial y las 

conductas de las empresas a examen público, y otros medios de que se tengan más en cuenta 
las inquietudes de la población; 
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f) �Fomentar la observancia de códigos de conducta y principios éticos, en particular las normas 
internacionales, por los funcionarios públicos, inclusive el personal encargado de hacer cum-
plir la ley, el correccional, el médico, el de los servicios sociales y el militar, así como por los 
empleados de las empresas de carácter económico. 

g) �Prohibir las prácticas y los procedimientos conducentes al abuso, como los lugares de deten-
ción secretos y la detención con incomunicación; 

h) �Cooperar con otros Estados, mediante la asistencia judicial y administrativa mutua, en asun-
tos tales como la búsqueda y el enjuiciamiento de delincuentes, su extradición y la incautación 
de sus bienes, para destinarlos al resarcimiento de las víctimas; 

5. �Recomienda que, en los planos internacional y regional, se adopten todas las medidas apropiadas 
tendentes a: 
a) �Promover las actividades de formación destinadas a fomentar el respeto de las normas y prin-

cipios de las Naciones Unidas y reducir los posibles abusos;
b) �Patrocinar las investigaciones prácticas de carácter cooperativo sobre los modos de reducir 

la victimización y ayudar a las víctimas, y promover intercambios de información sobre los 
medios más eficaces de alcanzar esos fines; 

c) �Prestar ayuda directa a los gobiernos que la soliciten con miras a ayudarlos a reducir la victi-
mización y aliviar la situación de las víctimas; 

d) �Establecer medios de proporcionar un recurso a las víctimas cuando los procedimientos na-
cionales resulten insuficientes; 

6. �Pide al Secretario General que invite a los Estados miembros a que informen periódicamente a la 
Asamblea General sobre la aplicación de la Declaración, así como sobre las medidas que adopten 
a ese efecto; 

7. �Pide también al Secretario General que aproveche las oportunidades que ofrecen todos los órga-
nos y organizaciones pertinentes del sistema de las Naciones Unidas a fin de prestar asistencia a 
los Estados miembros, cuando sea necesario, para mejorar los medios de proteger a las víctimas 
a nivel nacional y mediante la cooperación internacional; 

8. �Pide además al Secretario General que promueva los objetivos de la Declaración, procurando 
especialmente que la difusión de ésta sea lo más amplia posible; 9. Insta a los organismos espe-
cializados, otras entidades y órganos del sistema de las Naciones Unidas, y a otras organizaciones 
pertinentes, intergubernamentales y no gubernamentales, así como a la población en general, a 
que cooperen en la aplicación de las disposiciones de la Declaración 

ANEXO Declaración sobre los principios fundamentales de justicia 
para las víctimas de delitos y del abuso de poder. Adoptada por la 
Asamblea General en su resolución 40/34, de 29 de noviembre de 1985 

Las víctimas de delitos 
1. �Se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, 

inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sus-
tancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la 
legislación penal vigente en los Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder. 

2. �Podrá considerarse “víctima” a una persona, con arreglo a la presente Declaración, independien-
temente de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al perpetrador e independientemen-
te de la relación familiar entre el perpetrador y la víctima. En la expresión “víctima” se incluye 
además, en su caso, a los familiares o personas a cargo que tengan relación inmediata con la 
víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en 
peligro o para prevenir la victimización. 

3. �Las disposiciones de la presente Declaración serán aplicables a todas las personas sin distinción 
alguna, ya sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad, opinión política o de 
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otra índole, creencias o prácticas culturales, situación económica, nacimiento o situación fami-
liar, origen étnico o social, o impedimento físico. 

Acceso a la justicia y trato justo 
4. �Las víctimas serán tratadas con compasión y respeto por su dignidad. Tendrán derecho al acceso 

a los mecanismos de la justicia y a una pronta reparación del daño que hayan sufrido, según lo 
dispuesto en la legislación nacional. 

5. �Se establecerá y reforzarán, cuando sea necesario, mecanismos judiciales y administrativos que 
permitan a las víctimas obtener reparación mediante procedimientos oficiales u oficiosos que 
sean expeditos, justos, poco costosos y accesibles. Se informará a las víctimas de sus derechos 
para obtener reparación mediante esos mecanismos.

6. �Se facilitará la adecuación de los procedimientos judiciales y administrativos a las necesidades 
de las víctimas: 
a) �Informando a las víctimas de su papel y del alcance, el desarrollo cronológico y la marcha de 

las actuaciones, así como de la decisión de sus causas, especialmente cuando se trate de delitos 
graves y cuando hayan solicitado esa información;

b) �Permitiendo que las opiniones y preocupaciones de las víctimas sean presentadas y exami-
nadas en etapas apropiadas de las actuaciones siempre que estén en juego sus intereses, sin 
perjuicio del acusado y de acuerdo con el sistema nacional de justicia penal correspondiente; 

c) �Prestando asistencia apropiada a las víctimas durante todo el proceso judicial;
d) �Adoptando medidas para minimizar las molestias causadas a las víctimas, proteger su inti-

midad, en caso necesario, y garantizar su seguridad, así como la de sus familiares y la de los 
testigos en su favor, contra todo acto de intimidación y represalia; 

e) �Evitando demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la ejecución de los manda-
mientos o decretos que concedan indemnizaciones a las víctimas. 

7. �Se utilizarán, cuando proceda, mecanismos oficiosos para la solución de controversias, incluidos 
la mediación, el arbitraje y las prácticas de justicia consuetudinaria o autóctonas, a fin de facilitar 
la conciliación y la reparación en favor de las víctimas.

Resarcimiento
8. �Los delincuentes o los terceros responsables de su conducta resarcirán equitativamente, cuando 

proceda, a las víctimas, sus familiares o las personas a su cargo. Ese resarcimiento comprenderá 
la devolución de los bienes o el pago por los daños o pérdidas sufridos, el reembolso de los gastos 
realizados como consecuencia de la victimización, la prestación de servicios y la restitución de 
derechos.

9. �Los gobiernos revisarán sus prácticas, reglamentaciones y leyes de modo que se considere el re-
sarcimiento como una sentencia posible en los casos penales, además de otras sanciones penales. 

10. �En los casos en que se causen daños considerables al medio ambiente, el resarcimiento que se 
exija comprenderá, en la medida de lo posible, la rehabilitación del medio ambiente, la recons-
trucción de la infraestructura, la reposición de las instalaciones comunitarias y el reembolso de 
los gastos de reubicación cuando esos daños causen la disgregación de una comunidad. 

11. �Cuando funcionarios públicos u otros agentes que actúen a título oficial o cuasioficial hayan vio-
lado la legislación penal nacional, las víctimas serán resarcidas por el Estado cuyos funcionarios 
o agentes hayan sido responsables de los daños causados. En los casos en que ya no exista el go-
bierno bajo cuya autoridad se produjo la acción u omisión victimizadora, el Estado o gobierno 
sucesor deberá proveer al resarcimiento de las víctimas. 

Indemnización 
12. �Cuando no sea suficiente la indemnización procedente del delincuente o de otras fuentes, los 

Estados procurarán indemnizar financieramente: 
a) �A las víctimas de delitos que hayan sufrido importantes lesiones corporales o menoscabo de 

su salud física o mental como consecuencia de delitos graves;
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b) �A la familia, en particular a las personas a cargo, de las víctimas que hayan muerto o hayan 
quedado física o mentalmente incapacitadas como consecuencia de la victimización. 

13.  �Se fomentará el establecimiento, el reforzamiento y la ampliación de fondos nacionales para 
indemnizar a las víctimas. Cuando proceda, también podrán establecerse otros fondos con ese 
propósito, incluidos los casos en los que el Estado de nacionalidad de la víctima no esté en 
condiciones de indemnizarla por el daño sufrido. 

Asistencia 
14. �Las víctimas recibirán la asistencia material, médica, psicológica y social que sea necesaria, por 

conducto de los medios gubernamentales, voluntarios, comunitarios y autóctonos. 
15. �Se informará a las víctimas de la disponibilidad de servicios sanitarios y sociales y demás asis-

tencia pertinente, y se facilitará su acceso a ellos. 
16. �Se proporcionará al personal de policía, de justicia, de salud, de servicios sociales y demás perso-

nal interesado capacitación que lo haga receptivo a las necesidades de las víctimas y directrices 
que garanticen una ayuda apropiada y rápida. 

17. �Al proporcionar servicios y asistencia a las víctimas, se prestará atención a las que tengan nece-
sidades especiales por la índole de los daños sufridos o debido a factores como los mencionados 
en el párrafo 3 supra. 

Las víctimas del abuso de poder 
18. �Se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, 

inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo 
sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que no 
lleguen a constituir violaciones del derecho penal nacional, pero violen normas internacional-
mente reconocidas relativas a los derechos humanos. 

19. �Los Estados considerarán la posibilidad de incorporar a la legislación nacional normas que pros-
criban los abusos de poder y proporcionen remedios a las víctimas de esos abusos. En particular, 
esos remedios incluirán el resarcimiento y la indemnización, así como la asistencia y el apoyo 
materiales, médicos, psicológicos y sociales necesarios. 

20. �Los Estados considerarán la posibilidad de negociar tratados internacionales multilaterales rela-
tivos a las víctimas, definidas en el párrafo 18. 

21. �Los Estados revisarán periódicamente la legislación y la práctica vigentes para asegurar su 
adaptación a las circunstancias cambiantes, promulgarán y aplicarán, en su caso, leyes por las 
cuales se prohíban los actos que constituyan graves abusos de poder político o económico y se 
fomenten medidas y mecanismos para prevenir esos actos, y establecerán derechos y recursos 
adecuados para las víctimas de tales actos, facilitándoles su ejercicio

mci.intolerancia@gmail.com   •    91.5307199    •    @mcintolerancia
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Comisión Europea

2. La Directiva de la UE sobre las normas mínimas 
aplicables a las víctimas

Comunicado de prensa 
 
Reference: IP/12/1066 Event Date: 04/10/2012 Luxemburgo, 4 de octubre 
de 2012 
Prioridad a las víctimas: se aprueba una nueva ley europea que amplía los 
derechos de las víctimas de la delincuencia

Viviane Reding, Vicepresidenta y Comisaria de Justicia de la Comisión de la UE, ha acogido con 
gran satisfacción la aprobación definitiva de una nueva ley europea que reforzará los derechos de los 
75 millones de ciudadanos que, se calcula, son anualmente víctimas de la delincuencia en la UE. En 
efecto, la Directiva de la UE sobre derechos de las víctimas ha sido aprobada hoy por el Consejo de 
Ministros tras obtener una abrumadora mayoría (611 votos a favor, 9 en contra y 13 abstenciones) en 
una votación celebrada en el Parlamento Europeo que refrenda las nuevas normas (MEMO/12/659). 
La nueva Directiva de la UE otorga una serie de derechos mínimos a las víctimas, doquiera se encuen-
tren en la UE (véase el comunicado IP/11/585).

«En algunos casos, los sistemas de justicia penal de los Estados miembros de la UE se han centrado dema-
siado en los delincuentes y demasiado poco en las víctimas. Con esta nueva ley europea, reforzaremos los derechos 
de estas últimas. Los ciudadanos deberían tener la confianza y la certeza de que, en el ingrato supuesto de que sean 
víctimas de algún delito, les asisten los mismos derechos en cualquier punto de la Unión Europea», ha afirmado 
Viviane Reding, Vicepresidenta y Comisaria de Justicia de la Comisión Europea. «Se calcula que, todos los años, 
un 15 % de los europeos –lo que equivale a 75 millones de personas– son víctimas de la delincuencia en la Unión 
Europea. Teniendo presente que 12 millones de europeos viven en otro país de la UE y que se registran mil millones 
de desplazamientos personales al año dentro de la Unión, esta nueva ley europea aliviará la situación de un gran 
número de ciudadanos. Estamos ante un logro histórico y una clara muestra de que Europa legisla para amparar 
los derechos de los ciudadanos.»

Contexto
La Directiva de la UE sobre las normas mínimas aplicables a las víctimas fue propuesta por la 

Comisión en mayo de 2011 (IP/11/585 yMEMO/11/310). Su actual aprobación por el Consejo de la 
UE se produce tras una votación en sesión plenaria en el Parlamento Europeo (MEMO/12/659), a su 
vez precedida de un acuerdo alcanzado el pasado mes de junio al término de intensas negociaciones 
cuya mediadora fue la Comisión Europea. Los Estados miembros dispondrán de un plazo de tres años 
a partir de la publicación de la Directiva en el Diario Oficial de la UE para incorporar la Directiva a 
sus ordenamientos jurídicos nacionales respectivos.

La nueva Directiva de la UE sobre normas mínimas para las víctimas asegurará que, en los 27 
Estados miembros de la UE:
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•	las víctimas sean tratadas con respeto y la policía, los fiscales y los jueces reciban la formación 
adecuada para atenderlas debidamente;

•	las víctimas reciban información inteligible sobre sus derechos y su situación;
•	las víctimas dispongan de estructuras de apoyo en todos los Estados miembros;
•	las víctimas puedan ser parte en el proceso si así lo desean y reciban la ayuda necesaria para 

asistir a los juicios;
•	las víctimas vulnerables (como los menores, las víctimas de violaciones o las personas discapa-

citadas) sean distinguidas y adecuadamente protegidas;
•	las víctimas serán objeto de protección durante la fase de investigación policial y durante los 

autos procesales.
Información Comisión Europea – derechos de las víctimas http://ec.europa.eu/justice/criminal/victims/

index_en.htm

La nueva Directiva establece las normas comunes de protección y apoyo a las víctimas de delitos 
de toda Europa y reconoce a los afectados por el terrorismo como víctimas «con necesidades especia-
les» junto con las de la violencia de género, menores, delincuencia organizada y delitos motivados 
por prejuicios racistas o intolerancia. El texto aprobado establece que los Estados miembros deben 
prestar a esta personas «atención especial y esforzarse por proteger su dignidad y seguridad». 

Normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos

Resolución legislativa del Parlamento Europeo, de 12 de septiembre de 2012, sobre la pro-
puesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se establecen 
normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos 
(COM(2011)0275 – C7-0127/2011 – 2011/0129(COD)) 

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. Objetivos
1. La finalidad de la presente Directiva es garantizar que las víctimas de delitos reciban 

información, apoyo y protección adecuados y que puedan participar en procesos pena-
les. (…)

INFORMACIÓN Y APOYO
Artículo 3. Derecho a entender y a ser entendido
Artículo 4. Derecho a recibir información desde el primer contacto con una autoridad com-

petente
Artículo 5. Derecho de las víctimas cuando interpongan una denuncia
Artículo 6. Derecho a recibir información sobre su causa
Artículo 7. Derecho a traducción e interpretación
Artículo 8. Derecho de acceso a los servicios de apoyo a las víctimas
Artículo 9. Apoyo prestado por servicios de apoyo a las víctimas

PARTICIPACIÓN EN EL PROCESO PENAL
Artículo 10. Derecho a ser oído
Artículo 11. Derechos en caso de que se adopte una decisión de no continuar el procesamiento
Artículo 12. Derecho a garantías en el contexto de los servicios de justicia reparadora
Artículo 13. Derecho a justicia gratuita
Artículo 14. Derecho al reembolso de gastos
Artículo 15. Derecho a la restitución de bienes
Artículo 16. Derecho a obtener una decisión relativa a la indemnización por parte del infrac-

tor en el proceso penal
Artículo 17. Derechos de las víctimas residentes en otro Estado miembro
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PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS Y RECONOCIMIENTO DE LAS VÍCTIMAS 
CON NECESIDAD DE PROTECCIÓN ESPECIAL

Artículo 18. Derecho a la protección
Artículo 19. Derecho a evitar el contacto entre víctima e infractor
Artículo 20. Derecho a la protección de las víctimas durante las investigaciones penales
Artículo 21. Derecho a la protección de la intimidad
Artículo 22. Evaluación individual de las víctimas a fin de determinar sus necesidades espe-

ciales de protección
Artículo 23. Derecho a la protección de las víctimas con necesidades especiales de protección 

durante el proceso penal
Artículo 24. Derecho a la protección de las víctimas menores de edad durante el proceso penal

3. Convención Europea sobre la Compensación a las 
Víctimas de Delitos Violento

24 de Noviembre de 1983, (ETS n.0 116)

LOS ESTADOS MIEMBROS DEL CONSEJO DE EUROPA, firmantes,
Considerando que el objetivo del Consejo de Europa es conseguir una gran unidad entre sus 

miembros;
Considerando que por razones de equidad y solidaridad social es necesario ocuparse de la situa-

ción de las víctimas de delitos violentos intencionados que hayan sufrido daños corporales o menos
cabo de salud y de las personas dependientes de quienes mueran como resultado de estos delitos;

Considerando que es necesario introducir o desarrollar proyectos para la compensación de estas 
víctimas por los Estados en cuyo territorio fuesen cometidos estos delitos, en particular cuando el 
ofensor no fuese identificado o éste fuese insolvente;

Considerando que es necesario establecer unas provisiones mínimas en este campo:
Habiendo considerado la Resolución (77)27 del Comité de Ministros del Consejo de Europa 

sobre compensación a las víctimas del crimen.
HAN ACORDADO lo siguiente:

PARTE PRIMERA PRINCIPIOS BÁSICOS
Artículo 1.º Las Partes se comprometen a dar los pasos necesarios para hacer efectivos los prin-

cipios propuestos en la Parte I esta Convención
Art. 2.º 1. Cuando la compensación no esté totalmente disponible desde otros recursos, el Esta-

do contribuirá para compensar:

a) �a quienes hayan sufrido daño corporal serio o menoscabo en la salud directamente 
atribuible a un delito violento

intencionado;
b) �a las personas que dependan de quien haya muerto como resultado de tal delito.
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2. La compensación se concederá en los casos arriba señalado aun cuando el ofensor no pueda 
ser encausado o castigado.

Art. 3•º La compensación será pagada por el Estado en cuy territorio fuese cometido el delito:
a) �a los nacionales de los Estados parte de esta Convención;
b) �a los nacionales de todos los Estados miembros Consejo de Europa que sean residentes 

permanentes en Estado en cuyo territorio fuese cometido el delito.
Art. 4º La compensación cubrirá, según el caso bajo consideración, por lo menos los siguientes 

aspectos: pérdida de ingresos, gastos médicos y de hospitalización y gastos funerarios y, en relación 
con las personas dependientes, pérdida de manutención.

Art. 5º El sistema de compensación podrá, si es necesario, establecer para cualquiera o todos los 
elementos de la compensa un límite superior y un mínimo bajo o sobre el cual la compensación no 
será reconocida.

Art. 6º El sistema de compensación podrá especificar un período para realizar la solicitud de 
compensación.

Art. 7º La compensación podrá ser reducida o denegada según la situación económica del soli-
citante.

Art. 8º 1. La compensación podrá ser reducida o denegada según la conducta de la víctima o del 
solicitante antes, durante o después del delito o en relación con el daño o la muerte.

2. La compensación podrá también ser reducida o denegada según la participación de la víctima 
o del solicitante con el crimen organizado o su pertenencia a alguna organización dedicada 
al delito violento.

3. La compensación podrá también ser reducida o denegada si su concesión parcial o completa 
pudiera ser contraria al sentido de la Justicia o al orden público.

Art. 9º Con vistas a evitar una doble compensación, el Estado o la autoridad competente podrá 
deducir de la compensación concedida o reclamar a la persona compensada cualquier cantidad de 
dinero recibida como consecuencia del daño o muerte del ofensor, por parte de la seguridad social o 
compañía de seguros o de cualquier otra fuente.

Art. 10. El Estado o la autoridad competente podrán ser subrogado en los derechos de las perso-
nas compensadas por la cantidad de la compensación pagada.

Art. 11. Cada parte dará los pasos apropiados para asegurar que la información sobre el progra-
ma esté disponible para los potenciales solicitantes.

PARTE II COOPERACIÓN INTERNACIONAL
Art. 12. Sujeta a la aplicación de acuerdos bilaterales o multilaterales sobre la asistencia mu-

tua concluida entre los Estados, las autoridades competentes de cada Parte, a solicitud de las autori
dades apropiadas de cualquier otra Parte, darán la máxima asistencia posible en torno a las materias 
cubiertas por esta Convención. A este fin, cada Estado Contratante designará una autoridad central 
para recibir y decidir sobre las solicitudes de tal asistencia e informará de esto al Secretario General 
del Consejo de Europa cuando deposite su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
acceso.

Art. 13. 1. El Comité Europeo sobre los Problemas de Crimen (CDPC) del Consejo de Europa 
será mantenido informado sobre la aplicación de la Convención.

2.	 A este fin, cada Parte transmitirá al Secretario General del Consejo de Europa cualquier 
información pertinente sobre sus provisiones legislativas o reguladoras en lo que concierne a 
las materias cubiertas por la Convención.

PARTE III CLÁUSULAS FINALES
Art. 14. Esta Convención está abierta para la firma por los Estados miembros del Consejo de 

Europa. Está sujeta a la ratificación, la aceptación o la aprobación. Los instrumentos de ratificación, 
aceptación o aprobación se depositarán ante el Secretario General del Consejo de Europa.

Art. 15. 1. Esta Convención entrará en vigor el día primero mes que sigue a la expiración de 
un período de tres meses después de la fecha en la que tres Estados miembros del Consejo de Ei 
hayan expresado su consentimiento de quedar vinculados por Convención según las provisiones del 
artículo 14.
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2.	 Con respecto a cualquier Estado miembro que consecutivamente exprese su aquiescencia de 
quedar vinculado por h Convención, entrará en vigor el día primero del mes que sigue a la 
expiración de un periodo de tres meses después de la fecha del depósito del instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación. 

Art. 16. 1. Después de la entrada en vigor de esta Convención, ¡el Comité de Ministros del Con-
sejo de Europa podrá invitar a cualquier Estado no miembro del Consejo de Europa a acceder a esta 
1 Convención mediante decisión tomada por la mayoría prevista en el artículo 20.d) del Estatuto del 
Consejo de Europa y por el voto unánime de los representantes de los Estados Contratantes autori
zados a sentarse en el Comité.

2.	 Al respecto de los Estados accedentes, la Convención entrará en vigor el día primero del mes 
que siga a la expiración de un período de tres meses después de la fecha de depósito del instrumento 
de acceso ante el Secretario General del Consejo de Europa.

Art. 17. 1. Cualquier Estado podrá, en el momento de la firma o cuando deposite su instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o acceso, especificar el territorio o territorios al que aplicará 
esta Convención.

2. �Cualquier Estado podrá en cualquier momento, mediante una declaración dirigida al Secreta-
rio General del Consejo de Europa, extender la aplicación de esta Convención a cualquier otro 
territorio especificado en la declaración. Al respecto de tal territorio la Convención entrará en 
vigor el día primero del mes que siga a la expiración de un período de tres meses después de la 
fecha de recibo de tal declaración por el Secretario General.

3. �Cualquier declaración hecha bajo los dos párrafos anteriores podrá, al respecto de cualquier 
territorio especificado en tal declaración, ser retirada mediante una notificación dirigida al 
Secretario General. Lo que entrará en vigor el día primero del mes que siga a la expiración 
de un período de seis meses después de la fecha de recibo de tal notificación por el Secretario 
General.

Art. 18. 1. Cualquier Estado podrá, al tiempo de la firma o cuando deposite su instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o acceso, declarar una o más reservas para si.

2. �Cualquier Estado Contratante que haya hecho una reserva bajo el párrafo anterior podrá reti-
rarla parcial o totalmente mediante una notificación dirigida al Secretario General del Conse-
jo de Europa. La retirada surtirá efecto a la fecha de recibo de tal notificación por el Secretario 
General.

3. �Una Parte que haya hecho una reserva al respecto de una provisión de esta Convención, no 
podrá reclamar la aplicación de esa provisión por ninguna otra de las Partes; podrá, sin em-
bargo, si su reserva es parcial o condicional, reclamar la aplicación de esa provisión tal y como 
la tenga aceptada.

Art. 19. 1. Cualquier Parte puede denunciar en cualquier momento esta Convención por medio 
de una notificación dirigida al Secretario General del Consejo de Europa.

2. �Tal denuncia entrará en vigor en el primer día del mes siguiente a la finalización de un período 
de seis meses tras el recibo de la notificación por el Secretario General.

Art. 20. El Secretario General del Consejo de Europa notificará a los Estados miembros del 
Consejo de Europa y a cualquier Estado que haya accedido a esta Convención de:

a)	 cualquier firma;
b)	 el depósito de cualquier instrumento de ratificación aceptación, aprobación o acceso;
c)	 cualquier fecha de entrada en vigor de esta Convención(…) d) cualquier otro acto, notifica-

ción (…)

En testimonio de esto los abajo firmantes, estando debidamente autorizados para esto, han 
firmado esta Convención. Hecho en Estrasburgo, el 24 de noviembre de 1983, en inglés y francés, 
siendo ambos textos igualmente auténticos, en una copia única que se depositará en los archivos 
del Consejo de Europa. El Secretario General del Consejo de Europa transmitirá copias acre
ditadas al Estado miembro del Consejo de Europa y a cualquier Estado invitado a acceder a esta 
Convención.
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4. Estatuto de la Víctima del Delito.  
(Ley 4/2015, de 27 de abril)

BOE núm. 101,28 de Abril de 2015. Vigencia,28 de Octubre de 2015

PREÁMBULO
TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
Artículo 1 Ámbito
Artículo 2 Ámbito subjetivo. Concepto general de víctima
Artículo 3 Derechos de las víctimas

TÍTULO I. Derechos básicos
Artículo 4 Derecho a entender y ser entendida
Artículo 5 Derecho a la información desde el primer contacto con las autoridades competentes
Artículo 6 Derechos de la víctima como denunciante
Artículo 7 Derecho a recibir información sobre la causa penal
Artículo 8 Período de reflexión en garantía de los derechos de la víctima
Artículo 9 Derecho a la traducción e interpretación
Artículo 10 Derecho de acceso a los servicios de asistencia y apoyo

TÍTULO II. Participación de la víctima en el proceso penal
Artículo 11 Participación activa en el proceso penal
Artículo 12 Comunicación y revisión del sobreseimiento de la investigación a instancia de la víc-

tima
Artículo 13 Participación de la víctima en la ejecución
Artículo 14 Reembolso de gastos
Artículo 15 Servicios de justicia restaurativa
Artículo 16 Justicia gratuita
Artículo 17 Víctimas de delitos cometidos en otros Estados miembros de la Unión Europea
Artículo 18 Devolución de bienes

TÍTULO III. Protección de las víctimas
Artículo 19 Derecho de las víctimas a la protección
Artículo 20 Derecho a que se evite el contacto entre víctima e infractor
Artículo 21 Protección de la víctima durante la investigación penal
Artículo 22 Derecho a la protección de la intimidad
Artículo 23 Evaluación individual de las víctimas a fin de determinar sus necesidades especiales 

de protección
Artículo 24 Competencia y procedimiento de evaluación
Artículo 25 Medidas de protección
Artículo 26 Medidas de protección para menores y personas con discapacidad necesitadas de 

especial protección

TÍTULO IV. Disposiciones comunes
CAPÍTULO I. Oficinas de Asistencia a las Víctimas
Artículo 27 Organización de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas
Artículo 28 Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas
Artículo 29 Funciones de apoyo a actuaciones de justicia restaurativa y de solución extraprocesal
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CAPÍTULO II. Formación
Artículo 30 Formación en los principios de protección de las víctimas
Artículo 31 Protocolos de actuación
CAPÍTULO III. Cooperación y buenas prácticas
Artículo 32 Cooperación con profesionales y evaluación de la atención a las víctimas
Artículo 33 Cooperación internacional
Artículo 34 Sensibilización
CAPÍTULO IV. Obligación de reembolso
Artículo 35 Obligación de reembolso

DISPOSICIONES ADICIONALES
Disposición adicional primera Evaluación periódica del sistema de atención a las víctimas del 

delito en España
Disposición adicional segunda Medios

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Disposición transitoria única Aplicación temporal

DISPOSICIONES DEROGATORIAS
Disposición derogatoria única Derogación normativa

DISPOSICIONES FINALES
Disposición final primera Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal a efectos de la trans-

posición de algunas de las disposiciones contenidas en la Directiva 2012/29/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas 
sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos

Disposición final segunda Modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Có-
digo Penal

Disposición final tercera Título competencial
Disposición final cuarta Habilitación al Gobierno para el desarrollo reglamentario
Disposición final quinta Adaptación de los Estatutos Generales de la Abogacía y de la Procuradu-

ría
Disposición final sexta Entrada en vigor

PREÁMBULO

I
La finalidad de elaborar una ley constitutiva del estatuto jurídico de la víctima del delito es 

ofrecer desde los poderes públicos una respuesta lo más amplia posible, no sólo jurídica sino también 
social, a las víctimas, no sólo reparadora del daño en el marco de un proceso penal, sino también 
minimizadora de otros efectos traumáticos en lo moral que su condición puede generar, todo ello con 
independencia de su situación procesal.

Por ello, el presente Estatuto, en línea con la normativa europea en la materia y con las demandas 
que plantea nuestra sociedad, pretende, partiendo del reconocimiento de la dignidad de las víctimas, la 
defensa de sus bienes materiales y morales y, con ello, los del conjunto de la sociedad.

Con este Estatuto, España aglutinará en un solo texto legislativo el catálogo de derechos de la 
víctima, de un lado transponiendo las Directivas de la Unión Europea en la materia y, de otro, reco-
giendo la particular demanda de la sociedad española.

II
Los antecedentes y fundamentos remotos del presente Estatuto de la víctima del delito se en-

cuentran en la Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo, de 15 de marzo de 2001, relativa al estatu-
to de la víctima en el proceso penal, que reconoce un conjunto de derechos de las víctimas en el ámbito 
del proceso penal, incluido el derecho de protección e indemnización, y que fue el primer proyecto 
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profundo del legislador europeo para lograr un reconocimiento homogéneo de la víctima en el ámbito 
de la Unión Europea, germen de la normativa especial posterior.

El grado de cumplimiento de dicha Decisión Marco fue objeto del Informe de la Comisión 
Europea de abril de 2009, que puso de relieve que ningún Estado miembro había aprobado un texto 
legal único que recogiera, sistemáticamente, los derechos de la víctima y destacó la necesidad de un 
desarrollo general y efectivo de algunos aspectos del mencionado Estatuto.

Respecto de España, este Informe destaca la existencia de un marco normativo garante de los 
derechos de la víctima, aunque gran parte de esos derechos son exclusivamente procesales o se centran 
en algunos tipos muy concretos de víctimas de acuerdo con su normativa particular, esto es, la Ley 
35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la liber-
tad sexual (desarrollada por el Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo), la Ley Orgánica 1/1996, de 15 
de enero, de Protección Jurídica del Menor, la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género, así como la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, 
de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo.

La Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones de 18 de mayo de 2011, denominada «Refuerzo de los 
derechos de las víctimas en la Unión Europea», reitera el examen de los aspectos de la protección exis-
tente hasta la fecha que conviene reforzar y la necesidad de un marco europeo de protección, como el 
diseñado con la Directiva 2011/99/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 
2011, sobre la orden europea de protección.

En este contexto, se ha producido la aprobación de la Directiva 2012/29/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre 
los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión 
Marco 2001/220/JAI del Consejo. Procede, por tanto, transponer al derecho interno, no sólo las 
cuestiones que traslucía el informe de la Comisión de 2009 respecto al grado de transposición de la 
Decisión Marco 2001/220/JAI, sino también las cuestiones pendientes de transponer con arreglo a 
las Directivas especiales y los nuevos derechos y exigencias que recoge la nueva Directiva de 2012.

Así pues, el presente texto legislativo no sólo responde a la exigencia de mínimos que fija el le-
gislador europeo con el texto finalmente aprobado en la citada Directiva 2012/29/UE, sino que trata 
de ser más ambicioso, trasladando al mismo las demandas y necesidades de la sociedad española, en 
aras a completar el diseño del Estado de Derecho, centrado casi siempre en las garantías procesales y 
los derechos del imputado, acusado, procesado o condenado.

Efectivamente, con ese foco de atención se ha podido advertir, y así lo traslada nuestra sociedad 
con sus demandas, una cierta postración de los derechos y especiales necesidades de las víctimas del 
delito que, en atención al valor superior de justicia que informa nuestro orden constitucional, es nece-
sario abordar, siendo oportuno hacerlo precisamente con motivo de dicha transposición.

El horizonte temporal marcado por dicha Directiva para proceder a su incorporación al derecho 
interno se extiende hasta el 16 de noviembre de 2015, pero como quiera que esta norma europea, de 
carácter general, está precedida de otras especiales que requieren una transposición en fechas más cer-
canas, se ha optado por abordar esta tarea en el presente texto y añadir al catálogo general de derechos 
de las víctimas otras normas de aplicación particular para algunas categorías de éstas.

Asimismo, se considera oportuno, dado que uno de los efectos de la presente Ley es la de ofrecer 
un concepto unitario de víctima de delito, más allá de su consideración procesal, incluir en el concepto 
de víctima indirecta algunos supuestos que no vienen impuestos por la norma europea, pero sí por 
otras normas internacionales, como la Convención de Naciones Unidas para la protección de todas 
las personas contra las desapariciones forzadas.

III
El presente Estatuto de la Víctima del Delito tiene la vocación de ser el catálogo general de los 

derechos, procesales y extraprocesales, de todas las víctimas de delitos, no obstante las remisiones a 
normativa especial en materia de víctimas con especiales necesidades o con especial vulnerabilidad. 
Es por ello una obligación que, cuando se trate de menores, el interés superior del menor actúe a modo 
de guía para cualquier medida y decisión que se tome en relación a un menor víctima de un delito du-
rante el proceso penal. En este sentido, la adopción de las medidas de protección del Título III, y espe-
cialmente la no adopción de las mismas, deben estar fundamentadas en el interés superior del menor.
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Se parte de un concepto amplio de víctima, por cualquier delito y cualquiera que sea la naturale-
za del perjuicio físico, moral o material que se le haya irrogado. Comprende a la víctima directa, pero 
también a víctimas indirectas, como familiares o asimilados.

Por otro lado, la protección y el apoyo a la víctima no es sólo procesal, ni depende de su posi-
ción en un proceso, sino que cobra una dimensión extraprocesal. Se funda en un concepto amplio 
de reconocimiento, protección y apoyo, en aras a la salvaguarda integral de la víctima. Para ello, es 
fundamental ofrecer a la víctima las máximas facilidades para el ejercicio y tutela de sus derechos, 
con la minoración de trámites innecesarios que supongan la segunda victimización, otorgarle una 
información y orientación eficaz de los derechos y servicios que le corresponden, la derivación por la 
autoridad competente, un trato humano y la posibilidad de hacerse acompañar por la persona que de-
signe en todos sus trámites, no obstante la representación procesal que proceda, entre otras medidas.

Las actuaciones han de estar siempre orientadas a la persona, lo que exige una evaluación y un 
trato individualizado de toda víctima, sin perjuicio del trato especializado que exigen ciertos tipos de 
víctimas.

Como ya se ha indicado, el reconocimiento, protección y apoyo a la víctima no se limita a los 
aspectos materiales y a la reparación económica, sino que también se extiende a su dimensión moral.

Por otra parte, el reconocimiento, protección y apoyo a la víctima se otorga atendiendo, a su vez, 
a las especialidades de las víctimas que no residen habitualmente en nuestro país.

La efectividad de estos derechos hace necesaria la máxima colaboración institucional e implica 
no sólo a las distintas Administraciones Públicas, al Poder Judicial y a colectivos de profesionales y 
víctimas, sino también a las personas concretas que, desde su puesto de trabajo, tienen contacto y se 
relacionan con las víctimas y, en último término, al conjunto de la sociedad. Por ello, es tan necesario 
dotar a las instituciones de protocolos de actuación y de procedimientos de coordinación y colabora-
ción, como también el fomento de oficinas especializadas, de la formación técnica, inicial y continua-
da del personal, y de la sensibilización que el trato a la víctima comporta, sin olvidar la participación 
de asociaciones y colectivos.

No obstante la vocación unificadora del Estatuto y las remisiones a la normativa especial de 
ciertos colectivos de víctimas, que verían ampliada su asistencia y protección con el catálogo gene-
ral de derechos de la víctima, ante la ausencia de una regulación específica para ciertos colectivos 
de víctimas con especial vulnerabilidad, se pretende otorgarles una protección especial en este texto 
mediante la transposición de otras dos Directivas recientes: la Directiva 2011/92/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la lucha contra los abusos sexuales y 
la explotación sexual de los menores y la pornografía infantil, así como la Directiva 2011/36/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 abril de 2011, relativa a la prevención y lucha contra la 
trata de seres humanos y a la protección de las víctimas y por la que se sustituye la Decisión Marco 
2002/629/JAI del Consejo.

IV
En cuanto al contenido y estructura de la Ley, se inicia mediante un Título preliminar, dedicado 

a las disposiciones generales, que viene a establecer un concepto de víctima omnicomprensivo, por 
cuanto se extiende a toda persona que sufra un perjuicio físico, moral o económico como consecuen-
cia de un delito.

También se reconoce la condición de víctima indirecta al cónyuge o persona vinculada a la víc-
tima por una análoga relación de afectividad, sus hijos y progenitores, parientes directos y personas a 
cargo de la víctima directa por muerte o desaparición ocasionada por el delito, así como a los titulares 
de la patria potestad o tutela en relación a la desaparición forzada de las personas a su cargo, cuando 
ello determine un peligro relevante de victimización secundaria.

Los derechos que recoge la Ley serán de aplicación a todas las víctimas de delitos ocurridos en 
España o que puedan ser perseguidos en España, con independencia de la nacionalidad de la víctima 
o de si disfrutan o no de residencia legal.

Así, el Título preliminar recoge un catálogo general de derechos comunes a todas las víctimas, 
que se va desarrollando posteriormente a lo largo del articulado y que se refiere tanto a los servicios de 
apoyo como a los de justicia reparadora que se establezcan legalmente, y a las actuaciones a lo largo 
del proceso penal en todas sus fases –incluidas las primeras diligencias y la ejecución–, con indepen-
dencia del resultado del proceso penal. En ese catálogo general, se recogen, entre otros, el derecho a la 
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información, a la protección y al apoyo en todo caso, el derecho a participar activamente en el proceso 
penal, el derecho al reconocimiento como tal víctima y el derecho a un trato respetuoso, profesional, 
individualizado y no discriminatorio.

V
El Título I reconoce una serie de derechos extraprocesales, también comunes a todas las vícti-

mas, con independencia de que sean parte en un proceso penal o hayan decidido o no ejercer algún 
tipo de acción, e incluso con anterioridad a la iniciación del proceso penal.

Resulta novedoso que toda víctima, en aras a facilitar que se encuentre arropada desde el punto 
de vista personal, pueda hacerse acompañar por la persona que designe, sin perjuicio de la interven-
ción de abogado cuando proceda, en sus diligencias y trato con las autoridades.

En este Título se regula el derecho a obtener información de toda autoridad o funcionario al que 
se acuda, con lenguaje sencillo y accesible, desde el primer contacto. Esa información, que deberá 
ser detallada y sucesivamente actualizada, debe orientar e informar sobre los derechos que asisten a 
la víctima en cuestiones tales como: medidas de apoyo disponibles; modo de ejercicio de su derecho 
a denunciar; modo y condiciones de protección, del asesoramiento jurídico y de la defensa jurídica; 
indemnizaciones, interpretación y traducción; medidas de efectividad de sus intereses si residen en 
distinto país de la Unión Europea; procedimiento de denuncia por inactividad de la autoridad compe-
tente; datos de contacto para comunicaciones; servicios disponibles de justicia reparadora; y el modo 
de reembolso de gastos judiciales.

Se regula específicamente el derecho de la víctima como denunciante y, en particular, su derecho 
a obtener una copia de la denuncia, debidamente certificada, asistencia lingüística gratuita a la víctima 
que desee interponer denuncia y traducción gratuita de la copia de la denuncia presentada.

Asimismo, con independencia de personarse en el proceso penal, se reconoce el derecho de la 
víctima a recibir información sobre ciertos hitos de la causa penal.

Se desarrolla, de acuerdo con la normativa europea, el derecho a la traducción e interpretación, 
tanto en las entrevistas, incluidas las policiales, como en la participación activa en vistas, e incluye el 
derecho a la traducción escrita y gratuita de la información esencial, en particular la decisión de poner 
término a la causa y la designación de lugar y hora del juicio.

Se regula el acceso a los servicios de apoyo, que comprende la acogida inicial, orientación e in-
formación y medidas concretas de protección, sin perjuicio de apoyos específicos para cada víctima, 
según aconseje su evaluación individual y para ciertas categorías de víctimas de especial vulnerabilidad.

Igualmente se busca visibilizar como víctimas a los menores que se encuentran en un entorno 
de violencia de género o violencia doméstica, para garantizarles el acceso a los servicios de asistencia 
y apoyo, así como la adopción de medidas de protección, con el objetivo de facilitar su recuperación 
integral.

VI
El Título II sistematiza los derechos de la víctima en cuanto a su participación en el proceso 

penal, como algo independiente de las medidas de protección de la víctima en el proceso, que son 
objeto del Título III.

Se reconoce a la víctima el derecho a participar en el proceso, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, y se refuerza la efectividad material del mismo a través de diversas 
medidas: por un lado, la notificación de las resoluciones de sobreseimiento y archivo y el reconoci-
miento del derecho a impugnarlas dentro de un plazo de tiempo suficiente a partir de la comunica-
ción, con independencia de que se haya constituido anteriormente o no como parte en el proceso; por 
otro lado, el reconocimiento del derecho a obtener el pago de las costas que se le hubieran causado, 
con preferencia al derecho del Estado a ser indemnizado por los gastos hechos en la causa, cuando el 
delito hubiera sido finalmente perseguido únicamente a su instancia o el sobreseimiento de la misma 
hubiera sido revocado por la estimación del recurso interpuesto por ella.

El Estado, como es propio de cualquier modelo liberal, conserva el monopolio absoluto sobre 
la ejecución de las penas, lo que no es incompatible con que se faciliten a la víctima ciertos cauces de 
participación que le permitan impugnar ante los Tribunales determinadas resoluciones que afecten al 
régimen de cumplimiento de condena de delitos de carácter especialmente grave, facilitar información 
que pueda ser relevante para que los Jueces y Tribunales resuelvan sobre la ejecución de la pena, 
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responsabilidades civiles o comiso ya acordados, y solicitar la adopción de medidas de control con re-
lación a liberados condicionales que hubieran sido condenados por hechos de los que pueda derivarse 
razonablemente una situación de peligro para la víctima.

La regulación de la intervención de la víctima en la fase de ejecución de la pena, cuando se trata 
del cumplimiento de condenas por delitos especialmente graves, garantiza la confianza y colaboración 
de las víctimas con la justicia penal, así como la observancia del principio de legalidad, dado que la 
decisión corresponde siempre a la autoridad judicial, por lo que no se ve afectada la reinserción del 
penado.

Asimismo, se facilita a la víctima el ejercicio de sus derechos, permitiendo la presentación de so-
licitudes de justicia gratuita ante la autoridad o funcionario encargado de informarle de sus derechos, 
evitándose de este modo el peregrinaje por diversas oficinas; y se regula el procedimiento aplicable en 
los casos de presentación en España de denuncia por hechos delictivos cometidos en otros países de la 
Unión Europea, así como la comunicación a la víctima de su remisión, en su caso, a las autoridades 
competentes.

El Estatuto reconoce también el derecho de la víctima a obtener la devolución inmediata de los 
efectos de su propiedad, salvo en los supuestos excepcionales en los que el efecto en cuestión, tem-
poralmente o de forma definitiva, tuviera que permanecer bajo la custodia de las autoridades para 
garantizar el correcto desarrollo del proceso.

Finalmente, se incluye una referencia a la posible actuación de los servicios de justicia restau-
rativa. En este punto, el Estatuto supera las referencias tradicionales a la mediación entre víctima e 
infractor y subraya la desigualdad moral que existe entre ambos. Por ello, la actuación de estos servi-
cios se concibe orientada a la reparación material y moral de la víctima, y tiene como presupuesto el 
consentimiento libre e informado de la víctima y el previo reconocimiento de los hechos esenciales 
por parte del autor. En todo caso, la posible actuación de los servicios de justicia restaurativa quedará 
excluida cuando ello pueda conllevar algún riesgo para la seguridad de la víctima o pueda ser causa 
de cualquier otro perjuicio.

VII
En el Título III se abordan cuestiones relativas a la protección y reconocimiento de las vícti-

mas, así como las medidas de protección específicas para cierto tipo de víctimas.
Las medidas de protección buscan la efectividad frente a represalias, intimidación, victimización 

secundaria, daños psíquicos o agresiones a la dignidad durante los interrogatorios y declaraciones 
como testigo, e incluyen desde las medidas de protección física hasta otras, como el uso de salas sepa-
radas en los Tribunales, para evitar contacto de la víctima con el infractor y cualesquiera otras, bajo 
discrecionalidad judicial, que exijan las circunstancias.

Para evitar la victimización secundaria en particular, se trata de obtener la declaración de la 
víctima sin demora tras la denuncia, reducir el número de declaraciones y reconocimientos médicos 
al mínimo necesario, y garantizar a la víctima su derecho a hacerse acompañar, no ya solo del repre-
sentante procesal, sino de otra persona de su elección, salvo resolución motivada.

La adopción de medidas y el acceso a ciertos servicios vienen precedidos de una evaluación in-
dividualizada de la víctima, para determinar sus necesidades de protección específica y de eventuales 
medidas especiales. Dichas medidas han de actualizarse con arreglo al transcurso del proceso y a las 
circunstancias sobrevenidas.

Las medidas de protección específica se adoptan atendiendo al carácter de la persona, al delito y 
sus circunstancias, a la entidad del daño y su gravedad o a la vulnerabilidad de la víctima. Así, junto 
a las remisiones a la vigente normativa especial en la materia, se incluyen aquellas medidas concretas 
de protección para colectivos que carecen de legislación especial y, particularmente, las de menores 
de edad víctimas de abuso, explotación o pornografía infantil, víctimas de trata de seres humanos, 
personas con discapacidad y otros colectivos, como los delitos con pluralidad de afectados y los de 
efecto catastrófico.

VIII
El Título IV, finalmente, recoge una serie de disposiciones comunes, como son las relativas a la 

organización y funcionamiento de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas de delito, el fomento de 
la formación de operadores jurídicos y del personal al servicio de la Administración de Justicia en el 
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trato a las víctimas, la sensibilización y concienciación mediante campañas de información, la inves-
tigación y educación en materia de apoyo, protección y solidaridad con las víctimas, la cooperación 
con la sociedad civil y en el ámbito internacional, así como el fomento de la autorregulación por los 
medios de comunicación del tratamiento de informaciones que afecten a la dignidad de las víctimas.

En este Título cabe destacar, asimismo, que se introducen distintas previsiones para reforzar la 
coordinación entre los distintos servicios que realizan funciones en materia de asistencia a las vícti-
mas, así como la colaboración con redes públicas y privadas, en la línea de alcanzar una mayor efica-
cia en los servicios que se prestan a los ciudadanos, siguiendo así las directrices de la Comisión para 
la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA).

Se regula por último la obligación de reembolso en el caso de las víctimas fraudulentas, condena-
das por simulación de delito o denuncia falsa, que hayan ocasionado gastos a la Administración por su 
reconocimiento, información, protección y apoyo, así como por los servicios prestados, sin perjuicio 
de las demás responsabilidades, civiles o penales, que en su caso procedan.

IX
La Ley incorpora dos disposiciones adicionales. La disposición adicional primera, que prevé 

la creación y ulterior desarrollo reglamentario de un mecanismo de evaluación periódica global del 
sistema de apoyo y protección a las víctimas, con participación de los agentes y colectivos implicados, 
que sirva de base a futuras iniciativas y a la mejora paulatina del mismo; y la disposición adicional 
segunda relativa a los medios.

En cuanto a las disposiciones finales, destaca la disposición final primera, que modifica la vigen-
te Ley de Enjuiciamiento Criminal. Estos ajustes en la norma procesal penal resultan necesarios para 
complementar la regulación sustantiva de derechos que se recoge en la presente Ley, que transpone la 
Directiva 2012/29/UE.

El resto de disposiciones finales se refieren a la introducción de una reforma muy puntual en 
el Código Penal, al título competencial, al desarrollo reglamentario, a la adaptación de los Estatutos 
Generales de la Abogacía y Procuraduría y a la entrada en vigor.

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales
➤ Artículo 1 Ámbito
Las disposiciones de esta Ley serán aplicables, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 17, 

a las víctimas de delitos cometidos en España o que puedan ser perseguidos en España, con 
independencia de su nacionalidad, de si son mayores o menores de edad o de si disfrutan o no 
de residencia legal.

➤ Artículo 2 Ámbito subjetivo. Concepto general de víctima
Las disposiciones de esta Ley serán aplicables:
a) �Como víctima directa, a toda persona física que haya sufrido un daño o perjuicio sobre su 

propia persona o patrimonio, en especial lesiones físicas o psíquicas, daños emocionales o 
perjuicios económicos directamente causados por la comisión de un delito.

b) �Como víctima indirecta, en los casos de muerte o desaparición de una persona que haya sido 
causada directamente por un delito, salvo que se tratare de los responsables de los hechos:
1.º A su cónyuge no separado legalmente o de hecho y a los hijos de la víctima o del cónyuge 
no separado legalmente o de hecho que en el momento de la muerte o desaparición de la 
víctima convivieran con ellos; a la persona que hasta el momento de la muerte o desaparición 
hubiera estado unida a ella por una análoga relación de afectividad y a los hijos de ésta que en 
el momento de la muerte o desaparición de la víctima convivieran con ella; a sus progenitores 
y parientes en línea recta o colateral dentro del tercer grado que se encontraren bajo su guarda 
y a las personas sujetas a su tutela o curatela o que se encontraren bajo su acogimiento familiar.
2.º En caso de no existir los anteriores, a los demás parientes en línea recta y a sus hermanos, 
con preferencia, entre ellos, del que ostentara la representación legal de la víctima.
Las disposiciones de esta Ley no serán aplicables a terceros que hubieran sufrido perjuicios 
derivados del delito.

➤ Artículo 3 Derechos de las víctimas
1. �Toda víctima tiene derecho a la protección, información, apoyo, asistencia y atención, así 

como a la participación activa en el proceso penal y a recibir un trato respetuoso, profesional, 
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individualizado y no discriminatorio desde su primer contacto con las autoridades o funcio-
narios, durante la actuación de los servicios de asistencia y apoyo a las víctimas y de justicia 
restaurativa, a lo largo de todo el proceso penal y por un período de tiempo adecuado después 
de su conclusión, con independencia de que se conozca o no la identidad del infractor y del 
resultado del proceso.

2. �El ejercicio de estos derechos se regirá por lo dispuesto en la presente Ley y en las disposicio-
nes reglamentarias que la desarrollen, así como por lo dispuesto en la legislación especial y en 
las normas procesales que resulten de aplicación.

TÍTULO I Derechos básicos
➤ Artículo 4 Derecho a entender y ser entendida
Toda víctima tiene el derecho a entender y ser entendida en cualquier actuación que deba llevarse 

a cabo desde la interposición de una denuncia y durante el proceso penal, incluida la información 
previa a la interposición de una denuncia.

A tal fin:
a) �Todas las comunicaciones con las víctimas, orales o escritas, se harán en un lenguaje claro, 

sencillo y accesible, de un modo que tenga en cuenta sus características personales y, especial-
mente, las necesidades de las personas con discapacidad sensorial, intelectual o mental o su 
minoría de edad. Si la víctima fuera menor o tuviera la capacidad judicialmente modificada, 
las comunicaciones se harán a su representante o a la persona que le asista.

b) �Se facilitará a la víctima, desde su primer contacto con las autoridades o con las Oficinas de 
Asistencia a las Víctimas, la asistencia o apoyos necesarios para que pueda hacerse entender 
ante ellas, lo que incluirá la interpretación en las lenguas de signos reconocidas legalmente y 
los medios de apoyo a la comunicación oral de personas sordas, con discapacidad auditiva y 
sordociegas.

c) �La víctima podrá estar acompañada de una persona de su elección desde el primer contacto 
con las autoridades y funcionarios.

➤ Artículo 5 Derecho a la información desde el primer contacto con las autoridades com-
petentes

1. �Toda víctima tiene derecho, desde el primer contacto con las autoridades y funcionarios, inclu-
yendo el momento previo a la presentación de la denuncia, a recibir, sin retrasos innecesarios, 
información adaptada a sus circunstancias y condiciones personales y a la naturaleza del deli-
to cometido y de los daños y perjuicios sufridos, sobre los siguientes extremos:
a) �Medidas de asistencia y apoyo disponibles, sean médicas, psicológicas o materiales, y pro-

cedimiento para obtenerlas. Dentro de estas últimas se incluirá, cuando resulte oportuno, 
información sobre las posibilidades de obtener un alojamiento alternativo.

b) �Derecho a denunciar y, en su caso, el procedimiento para interponer la denuncia y derecho 
a facilitar elementos de prueba a las autoridades encargadas de la investigación.

c) �Procedimiento para obtener asesoramiento y defensa jurídica y, en su caso, condiciones en 
las que pueda obtenerse gratuitamente.

d) �Posibilidad de solicitar medidas de protección y, en su caso, procedimiento para hacerlo.
e) �Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso, procedimiento para reclamar-

las.
f) �Servicios de interpretación y traducción disponibles.
g) �Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles.
h) �Procedimiento por medio del cual la víctima pueda ejercer sus derechos en el caso de que 

resida fuera de España.
i) �Recursos que puede interponer contra las resoluciones que considere contrarias a sus dere-

chos.
j) �Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento y cauces 

para comunicarse con ella.
k) �Servicios de justicia restaurativa disponibles, en los casos en que sea legalmente posible.
l) �Supuestos en los que pueda obtener el reembolso de los gastos judiciales y, en su caso, pro-

cedimiento para reclamarlo.
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m) �Derecho a efectuar una solicitud para ser notificada de las resoluciones a las que se refiere 
el artículo 7. A estos efectos, la víctima designará en su solicitud una dirección de correo 
electrónico y, en su defecto, una dirección postal o domicilio, al que serán remitidas las 
comunicaciones y notificaciones por la autoridad.

2. �Esta información será actualizada en cada fase del procedimiento, para garantizar a la víctima 
la posibilidad de ejercer sus derechos.

➤ Artículo 6 Derechos de la víctima como denunciante
Toda víctima tiene, en el momento de presentar su denuncia, los siguientes derechos:

a) �A obtener una copia de la denuncia, debidamente certificada.
b) �A la asistencia lingüística gratuita y a la traducción escrita de la copia de la denuncia pre-

sentada, cuando no entienda o no hable ninguna de las lenguas que tengan carácter oficial 
en el lugar en el que se presenta la denuncia.

➤ Artículo 7 Derecho a recibir información sobre la causa penal
1. �Toda víctima que haya realizado la solicitud a la que se refiere el apartado m) del artículo 

5.1, será informada sin retrasos innecesarios de la fecha, hora y lugar del juicio, así como 
del contenido de la acusación dirigida contra el infractor, y se le notificarán las siguientes 
resoluciones:
a) La resolución por la que se acuerde no iniciar el procedimiento penal.
b) �La sentencia que ponga fin al procedimiento.
c) �Las resoluciones que acuerden la prisión o la posterior puesta en libertad del infractor, así 

como la posible fuga del mismo.
d) �Las resoluciones que acuerden la adopción de medidas cautelares personales o que modi-

fiquen las ya acordadas, cuando hubieran tenido por objeto garantizar la seguridad de la 
víctima.

e) �Las resoluciones o decisiones de cualquier autoridad judicial o penitenciaria que afecten a 
sujetos condenados por delitos cometidos con violencia o intimidación y que supongan un 
riesgo para la seguridad de la víctima. En estos casos y a estos efectos, la Administración 
penitenciaria comunicará inmediatamente a la autoridad judicial la resolución adoptada 
para su notificación a la víctima afectada.

f) �Las resoluciones a que se refiere el artículo 13.
Estas comunicaciones incluirán, al menos, la parte dispositiva de la resolución y un breve resu-

men del fundamento de la misma, y serán remitidas a su dirección de correo electrónico. Excepcio-
nalmente, si la víctima no dispusiera de una dirección de correo electrónico, se remitirán por correo 
ordinario a la dirección que hubiera facilitado. En el caso de ciudadanos residentes fuera de la Unión 
Europea, si no se dispusiera de una dirección de correo electrónico o postal en la que realizar la co-
municación, se remitirá a la oficina diplomática o consular española en el país de residencia para que 
la publique.

Si la víctima se hubiera personado formalmente en el procedimiento, las resoluciones serán no-
tificadas a su procurador y serán comunicadas a la víctima en la dirección de correo electrónico que 
haya facilitado, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. �Las víctimas podrán manifestar en cualquier momento su deseo de no ser informadas de las 
resoluciones a las que se refiere este artículo, quedando sin efecto la solicitud realizada.

3. �Cuando se trate de víctimas de delitos de violencia de género, les serán notificadas las reso-
luciones a las que se refieren las letras c) y d) del apartado 1, sin necesidad de que la víctima 
lo solicite, salvo en aquellos casos en los que manifieste su deseo de no recibir dichas notifi-
caciones.

4. �Asimismo, se le facilitará, cuando lo solicite, información relativa a la situación en que se en-
cuentra el procedimiento, salvo que ello pudiera perjudicar el correcto desarrollo de la causa.

➤ Artículo 8 Período de reflexión en garantía de los derechos de la víctima
1. �Los Abogados y Procuradores no podrán dirigirse a las víctimas directas o indirectas de ca-

tástrofes, calamidades públicas u otros sucesos que hubieran producido un número elevado 
de víctimas que cumplan los requisitos que se determinen reglamentariamente y que puedan 
constituir delito, para ofrecerles sus servicios profesionales hasta transcurridos 45 días desde 
el hecho.
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Esta prohibición quedará sin efecto en el caso de que la prestación de estos servicios profesio-
nales haya sido solicitada expresamente por la víctima.

2. �El incumplimiento de esta prohibición dará lugar a responsabilidad disciplinaria por infrac-
ción muy grave, sin perjuicio de las demás responsabilidades que procedan.

➤ Artículo 9 Derecho a la traducción e interpretación
1. �Toda víctima que no hable o no entienda el castellano o la lengua oficial que se utilice en la 

actuación de que se trate tendrá derecho:
a) �A ser asistida gratuitamente por un intérprete que hable una lengua que comprenda cuando 

se le reciba declaración en la fase de investigación por el Juez, el Fiscal o funcionarios de 
policía, o cuando intervenga como testigo en el juicio o en cualquier otra vista oral.

Este derecho será también aplicable a las personas con limitaciones auditivas o de expresión 
oral.
b) �A la traducción gratuita de las resoluciones a las que se refieren el apartado 1 del artículo 7 

y el artículo 12. La traducción incluirá un breve resumen del fundamento de la resolución 
adoptada, cuando la víctima así lo haya solicitado.

c) �A la traducción gratuita de aquella información que resulte esencial para el ejercicio de los 
derechos a que se refiere el Título II. Las víctimas podrán presentar una solicitud motivada 
para que se considere esencial un documento.

d) �A ser informada, en una lengua que comprenda, de la fecha, hora y lugar de celebración 
del juicio.

2. �La asistencia de intérprete se podrá prestar por medio de videoconferencia o cualquier medio 
de telecomunicación, salvo que el Juez o Tribunal, de oficio o a instancia de parte, acuerde la 
presencia física del intérprete para salvaguardar los derechos de la víctima.

3. �Excepcionalmente, la traducción escrita de documentos podrá ser sustituida por un resumen 
oral de su contenido en una lengua que comprenda, cuando de este modo también se garantice 
suficientemente la equidad del proceso.

4. �Cuando se trate de actuaciones policiales, la decisión de no facilitar interpretación o traduc-
ción a la víctima podrá ser recurrida ante el Juez de instrucción. Este recurso se entenderá 
interpuesto cuando la persona afectada por la decisión hubiera expresado su disconformidad 
en el momento de la denegación.

5. �La decisión judicial de no facilitar interpretación o traducción a la víctima podrá ser recurrida 
en apelación.

➤ Artículo 10 Derecho de acceso a los servicios de asistencia y apoyo
Toda víctima tiene derecho a acceder, de forma gratuita y confidencial, en los términos que regla-

mentariamente se determine, a los servicios de asistencia y apoyo facilitados por las Administraciones 
públicas, así como a los que presten las Oficinas de Asistencia a las Víctimas. Este derecho podrá 
extenderse a los familiares de la víctima, en los términos que asimismo se establezcan reglamentaria-
mente, cuando se trate de delitos que hayan causado perjuicios de especial gravedad.

Las autoridades o funcionarios que entren en contacto con las víctimas deberán derivarlas a las 
Oficinas de Asistencia a las Víctimas cuando resulte necesario en atención a la gravedad del delito o 
en aquellos casos en los que la víctima lo solicite.

Los hijos menores y los menores sujetos a tutela, guarda y custodia de las mujeres víctimas de 
violencia de género o de personas víctimas de violencia doméstica tendrán derecho a las medidas de 
asistencia y protección previstas en los Títulos I y III de esta Ley.

TÍTULO II Participación de la víctima en el proceso penal
➤ Artículo 11 Participación activa en el proceso penal
Toda víctima tiene derecho:
a) �A ejercer la acción penal y la acción civil conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal, sin perjuicio de las excepciones que puedan existir.
b) �A comparecer ante las autoridades encargadas de la investigación para aportarles las fuentes 

de prueba y la información que estime relevante para el esclarecimiento de los hechos.
➤ Artículo 12 Comunicación y revisión del sobreseimiento de la investigación a instancia de 

la víctima
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1. �La resolución de sobreseimiento será comunicada, de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, a las víctimas directas del delito que hubieran denunciado 
los hechos, así como al resto de víctimas directas de cuya identidad y domicilio se tuviera 
conocimiento.

En los casos de muerte o desaparición de una persona que haya sido causada directamente por 
un delito, se comunicará, conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, a las perso-
nas a que se refiere el apartado b) del artículo 2. En estos supuestos, el Juez o Tribunal podrá acordar, 
motivadamente, prescindir de la comunicación a todos los familiares cuando ya se haya dirigido con 
éxito a varios de ellos o cuando hayan resultado infructuosas cuantas gestiones se hubieren practicado 
para su localización.

2. �La víctima podrá recurrir la resolución de sobreseimiento conforme a lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, sin que sea necesario para ello que se haya personado anteriormente 
en el proceso.

➤ Artículo 13 Participación de la víctima en la ejecución
1. �Las víctimas que hubieran solicitado, conforme a la letra m) del artículo 5.1, que les sean noti-

ficadas las resoluciones siguientes, podrán recurrirlas de acuerdo con lo establecido en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, aunque no se hubieran mostrado parte en la causa:
a) �El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria autoriza, conforme a lo previsto en 

el párrafo tercero del artículo 36.2 del Código Penal, la posible clasificación del penado en 
tercer grado antes de que se extinga la mitad de la condena, cuando la víctima lo fuera de 
alguno de los siguientes delitos:
1.º Delitos de homicidio.
2.º Delitos de aborto del artículo 144 del Código Penal.
3.º Delitos de lesiones.
4.º Delitos contra la libertad.
5.º Delitos de tortura y contra la integridad moral.
6.º Delitos contra la libertad e indemnidad sexual.
7.º Delitos de robo cometidos con violencia o intimidación.
8.º Delitos de terrorismo.
9.º Delitos de trata de seres humanos.

b) �El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria acuerde, conforme a lo previsto en el 
artículo 78.3 del Código Penal, que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la 
clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran 
al límite de cumplimiento de condena, y no a la suma de las penas impuestas, cuando la 
víctima lo fuera de alguno de los delitos a que se refiere la letra a) de este apartado o de un 
delito cometido en el seno de un grupo u organización criminal.

c) �El auto por el que se conceda al penado la libertad condicional, cuando se trate de alguno de 
los delitos a que se refiere el párrafo segundo delartículo 36.2 del Código Penal o de alguno 
de los delitos a que se refiere la letra a) de este apartado, siempre que se hubiera impuesto 
una pena de más de cinco años de prisión.

La víctima deberá anunciar al Secretario judicial competente su voluntad de recurrir dentro del 
plazo máximo de cinco días contados a partir del momento en que se hubiera notificado conforme a 
lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero del artículo 7.1, e interponer el recurso dentro del plazo 
de quince días desde dicha notificación.

Para el anuncio de la presentación del recurso no será necesaria la asistencia de abogado.
2. �Las víctimas estarán también legitimadas para:

a) �Interesar que se impongan al liberado condicional las medidas o reglas de conducta previs-
tas por la ley que consideren necesarias para garantizar su seguridad, cuando aquél hubiera 
sido condenado por hechos de los que pueda derivarse razonablemente una situación de 
peligro para la víctima;

b) �Facilitar al Juez o Tribunal cualquier información que resulte relevante para resolver sobre 
la ejecución de la pena impuesta, las responsabilidades civiles derivadas del delito o el co-
miso que hubiera sido acordado.

3. �Antes de que el Juez de Vigilancia Penitenciaria tenga que dictar alguna de las resoluciones 
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indicadas en el apartado 1 de este artículo, dará traslado a la víctima para que en el plazo de 
cinco días formule sus alegaciones, siempre que ésta hubiese efectuado la solicitud a que se 
refiere la letra m) del apartado 1 del artículo 5 de esta Ley.

➤ Artículo 14 Reembolso de gastos
La víctima que haya participado en el proceso tendrá derecho a obtener el reembolso de los 

gastos necesarios para el ejercicio de sus derechos y las costas procesales que se le hubieren causado 
con preferencia respecto del pago de los gastos que se hubieran causado al Estado, cuando se imponga 
en la sentencia de condena su pago y se hubiera condenado al acusado, a instancia de la víctima, por 
delitos por los que el Ministerio Fiscal no hubiera formulado acusación o tras haberse revocado la 
resolución de archivo por recurso interpuesto por la víctima.

➤ Artículo 15 Servicios de justicia restaurativa
1. �Las víctimas podrán acceder a servicios de justicia restaurativa, en los términos que regla-

mentariamente se determinen, con la finalidad de obtener una adecuada reparación material 
y moral de los perjuicios derivados del delito, cuando se cumplan los siguientes requisitos:
a) �el infractor haya reconocido los hechos esenciales de los que deriva su responsabilidad;
b) �la víctima haya prestado su consentimiento, después de haber recibido información exhaus-

tiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles resultados y los procedimientos existentes 
para hacer efectivo su cumplimiento;

c) �el infractor haya prestado su consentimiento;
d) �el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, ni 

exista el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales 
para la víctima; y

e) �no esté prohibida por la ley para el delito cometido.
2. �Los debates desarrollados dentro del procedimiento de mediación serán confidenciales y no 

podrán ser difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Los mediadores y otros profe-
sionales que participen en el procedimiento de mediación, estarán sujetos a secreto profesio-
nal con relación a los hechos y manifestaciones de que hubieran tenido conocimiento en el 
ejercicio de su función.

3. �La víctima y el infractor podrán revocar su consentimiento para participar en el procedimiento 
de mediación en cualquier momento.

➤ Artículo 16 Justicia gratuita
Las víctimas podrán presentar sus solicitudes de reconocimiento del derecho a la asistencia jurí-

dica gratuita ante el funcionario o autoridad que les facilite la información a la que se refiere la letra 
c) del artículo 5.1, que la trasladará, junto con la documentación aportada, al Colegio de Abogados 
correspondiente.

La solicitud también podrá ser presentada ante las Oficinas de Asistencia a las Víctimas de la 
Administración de Justicia, que la remitirán al Colegio de Abogados que corresponda.

➤ Artículo 17 Víctimas de delitos cometidos en otros Estados miembros de la Unión Europea
Las víctimas residentes en España podrán presentar ante las autoridades españolas denuncias 

correspondientes a hechos delictivos que hubieran sido cometidos en el territorio de otros países de la 
Unión Europea.

En el caso de que las autoridades españolas resuelvan no dar curso a la investigación por falta 
de jurisdicción, remitirán inmediatamente la denuncia presentada a las autoridades competentes del 
Estado en cuyo territorio se hubieran cometido los hechos y se lo comunicarán al denunciante por 
el procedimiento que hubiera designado conforme a lo previsto en la letra m) del artículo 5.1 de la 
presente Ley.

➤ Artículo 18 Devolución de bienes
Las víctimas tendrán derecho a obtener, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Enjui-

ciamiento Criminal, la devolución sin demora de los bienes restituibles de su propiedad que hubieran 
sido incautados en el proceso.

La devolución podrá ser denegada cuando la conservación de los efectos por la autoridad resulte 
imprescindible para el correcto desarrollo del proceso penal y no sea suficiente con la imposición al 
propietario de una obligación de conservación de los efectos a disposición del Juez o Tribunal.

Asimismo, la devolución de dichos efectos podrá denegarse, conforme a lo previsto en la legisla-
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ción que sea de aplicación, cuando su conservación sea necesaria en un procedimiento de investiga-
ción técnica de un accidente.

TÍTULO III Protección de las víctimas
➤ Artículo 19 Derecho de las víctimas a la protección
Las autoridades y funcionarios encargados de la investigación, persecución y enjuiciamiento de 

los delitos adoptarán las medidas necesarias, de acuerdo con lo establecido en la Ley de Enjuiciamien-
to Criminal, para garantizar la vida de la víctima y de sus familiares, su integridad física y psíquica, 
libertad, seguridad, libertad e indemnidad sexuales, así como para proteger adecuadamente su intimi-
dad y su dignidad, particularmente cuando se les reciba declaración o deban testificar en juicio, y para 
evitar el riesgo de su victimización secundaria o reiterada.

En el caso de las víctimas menores de edad, la Fiscalía velará especialmente por el cumplimiento 
de este derecho de protección, adoptando las medidas adecuadas a su interés superior cuando resulte 
necesario para impedir o reducir los perjuicios que para ellos puedan derivar del desarrollo del proceso.

➤ Artículo 20 Derecho a que se evite el contacto entre víctima e infractor
Las dependencias en las que se desarrollen los actos del procedimiento penal, incluida la fase 

de investigación, estarán dispuestas de modo que se evite el contacto directo entre las víctimas y sus 
familiares, de una parte, y el sospechoso de la infracción o acusado, de otra, con arreglo a la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes.

➤ Artículo 21 Protección de la víctima durante la investigación penal
Las autoridades y funcionarios encargados de la investigación penal velarán por que, en la medi-

da que ello no perjudique la eficacia del proceso:
a) �Se reciba declaración a las víctimas, cuando resulte necesario, sin dilaciones injustificadas.
b) �Se reciba declaración a las víctimas el menor número de veces posible, y únicamente cuando 

resulte estrictamente necesario para los fines de la investigación penal.
c) �Las víctimas puedan estar acompañadas, además de por su representante procesal y en su 

caso el representante legal, por una persona de su elección, durante la práctica de aquellas 
diligencias en las que deban intervenir, salvo que motivadamente se resuelva lo contrario 
por el funcionario o autoridad encargado de la práctica de la diligencia para garantizar el 
correcto desarrollo de la misma.

d) �Los reconocimientos médicos de las víctimas solamente se lleven a cabo cuando resulten 
imprescindibles para los fines del proceso penal, y se reduzca al mínimo el número de los 
mismos.

➤ Artículo 22 Derecho a la protección de la intimidad
Los Jueces, Tribunales, Fiscales y las demás autoridades y funcionarios encargados de la investi-

gación penal, así como todos aquellos que de cualquier modo intervengan o participen en el proceso, 
adoptarán, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley, las medidas necesarias para proteger la intimidad 
de todas las víctimas y de sus familiares y, en particular, para impedir la difusión de cualquier infor-
mación que pueda facilitar la identificación de las víctimas menores de edad o de víctimas con disca-
pacidad necesitadas de especial protección.

➤ Artículo 23 Evaluación individual de las víctimas a fin de determinar sus necesidades es-
peciales de protección

1. �La determinación de qué medidas de protección, reguladas en los artículos siguientes, deben 
ser adoptadas para evitar a la víctima perjuicios relevantes que, de otro modo, pudieran deri-
var del proceso, se realizará tras una valoración de sus circunstancias particulares.

2. �Esta valoración tendrá especialmente en consideración:
a) �Las características personales de la víctima y en particular:

1.º Si se trata de una persona con discapacidad o si existe una relación de dependencia entre 
la víctima y el supuesto autor del delito.
2.º Si se trata de víctimas menores de edad o de víctimas necesitadas de especial protección 
o en las que concurran factores de especial vulnerabilidad.

b) �La naturaleza del delito y la gravedad de los perjuicios causados a la víctima, así como el 
riesgo de reiteración del delito. A estos efectos, se valorarán especialmente las necesidades de 
protección de las víctimas de los siguientes delitos:
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1.º Delitos de terrorismo.
2.º Delitos cometidos por una organización criminal.
3.º Delitos cometidos sobre el cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada al 
autor por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, o sobre los descendien-
tes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, propios o del cónyuge o 
conviviente.
4.º Delitos contra la libertad o indemnidad sexual.
5.º Delitos de trata de seres humanos.
6.º Delitos de desaparición forzada.
7.º Delitos cometidos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, 
religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza 
o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o dis-
capacidad.

c) �Las circunstancias del delito, en particular si se trata de delitos violentos.
3. �A lo largo del proceso penal, la adopción de medidas de protección para víctimas menores 

de edad tendrá en cuenta su situación personal, necesidades inmediatas, edad, género, dis-
capacidad y nivel de madurez, y respetará plenamente su integridad física, mental y moral.

4. �En el caso de menores de edad víctimas de algún delito contra la libertad o indemnidad 
sexual, se aplicarán en todo caso las medidas expresadas en las letras a), b) y c) del artículo 
25.1.

➤ Artículo 24 Competencia y procedimiento de evaluación
1. �La valoración de las necesidades de la víctima y la determinación de las medidas de protección 

corresponden:
a) �Durante la fase de investigación del delito, al Juez de Instrucción o al de Violencia sobre 

la Mujer, sin perjuicio de la evaluación y resolución provisionales que deberán realizar y 
adoptar el Fiscal, en sus diligencias de investigación o en los procedimientos sometidos a la 
Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los Menores, o los funcionarios de policía que 
actúen en la fase inicial de las investigaciones.

b) �Durante la fase de enjuiciamiento, al Juez o Tribunal a los que correspondiera el conoci-
miento de la causa.

La resolución que se adopte deberá ser motivada y reflejará cuáles son las circunstancias que 
han sido valoradas para su adopción.
Se determinará reglamentariamente la tramitación, la constancia documental y la gestión de 
la valoración y sus modificaciones.
2. �La valoración de las necesidades de protección de la víctima incluirá siempre la de aquéllas 

que hayan sido manifestadas por ella con esa finalidad, así como la voluntad que hubiera 
expresado.

La víctima podrá renunciar a las medidas de protección que hubieran sido acordadas de con-
formidad con los artículos 25 y 26.

3. �En el caso de las víctimas que sean menores de edad o personas con discapacidad necesitadas 
de especial protección, su evaluación tomará en consideración sus opiniones e intereses.

4. �Los servicios de asistencia a la víctima solamente podrán facilitar a terceros la información 
que hubieran recibido de la víctima con el consentimiento previo e informado de la misma. 
Fuera de esos casos, la información solamente podrá ser trasladada, en su caso, y con carácter 
reservado, a la autoridad que adopta la medida de protección.

5. �Cualquier modificación relevante de las circunstancias en que se hubiera basado la evaluación 
individual de las necesidades de protección de la víctima, determinará una actualización de 
la misma y, en su caso, la modificación de las medidas de protección que hubieran sido acor-
dadas.

➤ Artículo 25 Medidas de protección
1. �Durante la fase de investigación podrán ser adoptadas las siguientes medidas para la protec-

ción de las víctimas:
a) �Que se les reciba declaración en dependencias especialmente concebidas o adaptadas a tal 

fin.
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b) �Que se les reciba declaración por profesionales que hayan recibido una formación especial 
para reducir o limitar perjuicios a la víctima, o con su ayuda.

c) �Que todas las tomas de declaración a una misma víctima le sean realizadas por la misma 
persona, salvo que ello pueda perjudicar de forma relevante el desarrollo del proceso o deba 
tomarse la declaración directamente por un Juez o un Fiscal.

d) �Que la toma de declaración, cuando se trate de alguna de las víctimas a las que se refieren 
los números 3.º y 4.º de la letra b) del apartado 2 del artículo 23 y las víctimas de trata con 
fines de explotación sexual, se lleve a cabo por una persona del mismo sexo que la víctima 
cuando ésta así lo solicite, salvo que ello pueda perjudicar de forma relevante el desarrollo 
del proceso o deba tomarse la declaración directamente por un Juez o Fiscal.

2. �Durante la fase de enjuiciamiento podrán ser adoptadas, conforme a lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, las siguientes medidas para la protección de las víctimas:
a) �Medidas que eviten el contacto visual entre la víctima y el supuesto autor de los hechos, 

incluso durante la práctica de la prueba, para lo cual podrá hacerse uso de tecnologías de 
la comunicación.

b) �Medidas para garantizar que la víctima pueda ser oída sin estar presente en la sala de vistas, 
mediante la utilización de tecnologías de la comunicación adecuadas.

c) �Medidas para evitar que se formulen preguntas relativas a la vida privada de la víctima que 
no tengan relevancia con el hecho delictivo enjuiciado, salvo que el Juez o Tribunal consi-
deren excepcionalmente que deben ser contestadas para valorar adecuadamente los hechos 
o la credibilidad de la declaración de la víctima.

d) �Celebración de la vista oral sin presencia de público. En estos casos, el Juez o el Presidente 
del Tribunal podrán autorizar, sin embargo, la presencia de personas que acrediten un espe-
cial interés en la causa.

Las medidas a las que se refieren las letras a) y c) también podrán ser adoptadas durante la fase 
de investigación.

3. �Asimismo, también podrá acordarse, para la protección de las víctimas, la adopción de algu-
na o algunas de las medidas de protección a que se refiere el artículo 2 de la Ley Orgánica 
19/1994, de 23 de diciembre, de protección a testigos y peritos en causas criminales.

➤ Artículo 26 Medidas de protección para menores y personas con discapacidad necesitadas 
de especial protección

1. �En el caso de las víctimas menores de edad y en el de víctimas con discapacidad necesitadas 
de especial protección, además de las medidas previstas en el artículo anterior se adoptarán, 
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, las medidas que resulten 
necesarias para evitar o limitar, en la medida de lo posible, que el desarrollo de la investigación 
o la celebración del juicio se conviertan en una nueva fuente de perjuicios para la víctima del 
delito. En particular, serán aplicables las siguientes:
a) �Las declaraciones recibidas durante la fase de investigación serán grabadas por medios au-

diovisuales y podrán ser reproducidas en el juicio en los casos y condiciones determinadas 
por la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

b) �La declaración podrá recibirse por medio de expertos.
2. �El Fiscal recabará del Juez o Tribunal la designación de un defensor judicial de la víctima, 

para que la represente en la investigación y en el proceso penal, en los siguientes casos:
a) �Cuando valore que los representantes legales de la víctima menor de edad o con capacidad 

judicialmente modificada tienen con ella un conflicto de intereses, derivado o no del hecho 
investigado, que no permite confiar en una gestión adecuada de sus intereses en la investi-
gación o en el proceso penal.

b) �Cuando el conflicto de intereses a que se refiere la letra a) de este apartado exista con uno 
de los progenitores y el otro no se encuentre en condiciones de ejercer adecuadamente sus 
funciones de representación y asistencia de la víctima menor o con capacidad judicialmente 
modificada.

c) �Cuando la víctima menor de edad o con capacidad judicialmente modificada no esté acom-
pañada o se encuentre separada de quienes ejerzan la patria potestad o cargos tutelares.

3. �Cuando existan dudas sobre la edad de la víctima y no pueda ser determinada con certeza, 
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se presumirá que se trata de una persona menor de edad, a los efectos de lo dispuesto en esta 
Ley.

TÍTULO IV Disposiciones comunes
CAPÍTULO I Oficinas de Asistencia a las Víctimas
➤ Artículo 27 Organización de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas
1. �El Gobierno y las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en materia 

de Justicia organizarán, en el ámbito que les es propio, Oficinas de Asistencia a las Vícti-
mas.

2. �El Ministerio de Justicia o las Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios de cola-
boración con entidades públicas y privadas, sin ánimo de lucro, para prestar los servicios de 
asistencia y apoyo a que se refiere este Título.

➤ Artículo 28 Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas
1. �Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas prestarán una asistencia que incluirá como mínimo:

a) �Información general sobre sus derechos y, en particular, sobre la posibilidad de acceder a un 
sistema público de indemnización.

b) �Información sobre los servicios especializados disponibles que puedan prestar asistencia a 
la víctima, a la vista de sus circunstancias personales y la naturaleza del delito de que pueda 
haber sido objeto.

c) �Apoyo emocional a la víctima.
d) �Asesoramiento sobre los derechos económicos relacionados con el proceso, en particular, 

el procedimiento para reclamar la indemnización de los daños y perjuicios sufridos y el 
derecho a acceder a la justicia gratuita.

e) �Asesoramiento sobre el riesgo y la forma de prevenir la victimización secundaria o reiterada, 
o la intimidación o represalias.

f) �Coordinación de los diferentes órganos, instituciones y entidades competentes para la pres-
tación de servicios de apoyo a la víctima.

g) �Coordinación con Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal para la prestación de los servicios 
de apoyo a las víctimas.

2. �Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas realizarán una valoración de sus circunstancias 
particulares, especialmente en lo relativo a las circunstancias a las que se refiere el apartado 
2 del artículo 23, con la finalidad de determinar qué medidas de asistencia y apoyo deben ser 
prestadas a la víctima, entre las que se podrán incluir:
a) �La prestación de apoyo o asistencia psicológica.
b) �El acompañamiento a juicio.
c) �La información sobre los recursos psicosociales y asistenciales disponibles y, si la víctima 

lo solicita, derivación a los mismos.
d) �Las medidas especiales de apoyo que puedan resultar necesarias cuando se trate de una 

víctima con necesidades especiales de protección.
e) �La derivación a servicios de apoyo especializados.

3. �El acceso a los servicios de apoyo a las víctimas no se condicionará a la presentación previa 
de una denuncia.

4. �Los familiares de la víctima podrán acceder a los servicios de apoyo a las víctimas conforme 
a lo que se disponga reglamentariamente, cuando se trate de delitos que hayan causado per-
juicios de especial gravedad.

5. �Las víctimas con discapacidad o con necesidades especiales de protección, así como en su 
caso sus familias, recibirán, directamente o mediante su derivación hacia servicios especiali-
zados, la asistencia y apoyo que resulten necesarios.

➤ Artículo 29 Funciones de apoyo a actuaciones de justicia restaurativa y de solución extra-
procesal

Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas prestarán, en los términos que reglamentariamente se 
determine, apoyo a los servicios de justicia restaurativa y demás procedimientos de solución extrapro-
cesal que legalmente se establezcan.
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CAPÍTULO II Formación
➤ Artículo 30 Formación en los principios de protección de las víctimas
1. �El Ministerio de Justicia, el Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado 

y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, asegurarán una 
formación general y específica, relativa a la protección de las víctimas en el proceso penal, en 
los cursos de formación de Jueces y Magistrados, Fiscales, Secretarios judiciales, Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, médicos forenses, personal al servicio de la Administración de Justicia, 
personal de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas y, en su caso, funcionarios de la Admi-
nistración General del Estado o de las Comunidades Autónomas que desempeñen funciones 
en esta materia.

En estos cursos de formación se prestará particular atención a las víctimas necesitadas de espe-
cial protección, a aquellas en las que concurran factores de especial vulnerabilidad y a las víctimas 
menores o con discapacidad.

2. �Los Colegios de Abogados y de Procuradores impulsarán la formación y sensibilización de sus 
colegiados en los principios de protección de las víctimas contenidos en esta Ley.

➤ Artículo 31 Protocolos de actuación
El Gobierno y las Comunidades Autónomas en el marco de sus competencias, con el fin de hacer 

más efectiva la protección de las víctimas y de sus derechos reconocidos por esta Ley, aprobarán los 
Protocolos que resulten necesarios para la protección de las víctimas.

Asimismo, los Colegios profesionales que integren a aquellos que, en su actividad profesional, 
se relacionan y prestan servicios a las víctimas de delitos, promoverán igualmente la elaboración de 
Protocolos de actuación que orienten su actividad hacia la protección de las víctimas.

CAPÍTULO III Cooperación y buenas prácticas
➤ Artículo 32 Cooperación con profesionales y evaluación de la atención a las víctimas
Los poderes públicos fomentarán la cooperación con los colectivos profesionales especializados 

en el trato, atención y protección a las víctimas.
Se fomentará la participación de estos colectivos en los sistemas de evaluación del funcionamien-

to de las normas, medidas y demás instrumentos que se adopten para la protección y asistencia a las 
víctimas.

➤ Artículo 33 Cooperación internacional
Los poderes públicos promoverán la cooperación con otros Estados y especialmente con los 

Estados miembros de la Unión Europea en materia de derechos de las víctimas de delito, en particular 
mediante el intercambio de experiencias, fomento de información, remisión de información para faci-
litar la asistencia a las víctimas concretas por las autoridades de su lugar de residencia, concienciación, 
investigación y educación, cooperación con la sociedad civil, asistencia a redes sobre derecho de las 
víctimas y otras actividades relacionadas.

➤ Artículo 34 Sensibilización
Los poderes públicos fomentarán campañas de sensibilización social en favor de las víctimas, así 

como la autorregulación de los medios de comunicación social de titularidad pública y privada en or-
den a preservar la intimidad, la dignidad y los demás derechos de las víctimas. Estos derechos deberán 
ser respetados por los medios de comunicación social.

CAPÍTULO IV Obligación de reembolso
➤ Artículo 35 Obligación de reembolso
1. �La persona que se hubiera beneficiado de subvenciones o ayudas percibidas por su condición 

de víctima y que hubiera sido objeto de alguna de las medidas de protección reguladas en esta 
Ley, vendrá obligada a reembolsar las cantidades recibidas en dicho concepto y al abono de 
los gastos causados a la Administración por sus actuaciones de reconocimiento, información, 
protección y apoyo, así como por los servicios prestados con un incremento del interés legal 
del dinero aumentado en un cincuenta por ciento, si fuera condenada por denuncia falsa o 
simulación de delito.

2. �El procedimiento de liquidación de la anterior obligación de reembolso y la determinación de 
las cuantías que puedan corresponder a cada concepto se determinarán reglamentariamente.
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3. �Esta disposición se aplicará sin perjuicio de lo previsto en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.
DISPOSICIONES ADICIONALES
Disposición adicional primera Evaluación periódica del sistema de atención a las víctimas del 

delito en España
El funcionamiento de las instituciones, mecanismos y garantías de asistencia a las víctimas del 

delito será objeto de una evaluación anual, que se llevará a cabo por el Ministerio de Justicia conforme 
al procedimiento que se determine reglamentariamente.

Estas evaluaciones, cuyos resultados serán publicados en la página web, orientarán la mejora del 
sistema de protección y la adopción de nuevas medidas para garantizar su eficacia.

El Gobierno remitirá a las Cortes Generales un informe anual con la evaluación y las propuestas 
de mejora del sistema de protección de las víctimas y de las medidas que garanticen su eficacia.

Disposición adicional segunda Medios
Las medidas incluidas en esta Ley no podrán suponer incremento de dotaciones de personal, ni 

de retribuciones ni de otros gastos de personal.
Disposición transitoria única Aplicación temporal
Las disposiciones contenidas en esta Ley serán aplicables a las víctimas de delitos a partir de la 

fecha de su entrada en vigor, sin que ello suponga una retroacción de los trámites que ya se hubieran 
cumplido.

Disposición derogatoria única Derogación normativa
Quedan derogadas todas las normas de rango igual o inferior en cuanto contradigan lo dispuesto 

en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES
Disposición final primera Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal a efectos de la 

transposición de algunas de las disposiciones contenidas en la Directiva 2012/29/UE del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas 
sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos

La Ley de Enjuiciamiento Criminal queda modificada como sigue:

•Uno. Se modifica el artículo 109, que queda redactado como sigue:
«Artículo 109
En el acto de recibirse declaración por el Juez al ofendido que tuviese la capacidad legal nece-

saria, el Secretario judicial le instruirá del derecho que le asiste para mostrarse parte en el proceso y 
renunciar o no a la restitución de la cosa, reparación del daño e indemnización del perjuicio causado 
por el hecho punible. Asimismo le informará de los derechos recogidos en la legislación vigente, pu-
diendo delegar esta función en personal especializado en la asistencia a víctimas.

Si fuera menor o tuviera la capacidad judicialmente modificada, se practicará igual diligencia 
con su representante legal o la persona que le asista.

Fuera de los casos previstos en los dos párrafos anteriores, no se hará a los interesados en las 
acciones civiles o penales notificación alguna que prolongue o detenga el curso de la causa, lo cual no 
obsta para que el Secretario judicial procure instruir de aquel derecho al ofendido ausente.

En cualquier caso, en los procesos que se sigan por delitos comprendidos en el artículo 57 del 
Código Penal, el Secretario judicial asegurará la comunicación a la víctima de los actos procesales que 
puedan afectar a su seguridad.»

•Dos. Se introduce un nuevo artículo 109 bis, con la siguiente redacción:
«Artículo 109 bis
1. �Las víctimas del delito que no hubieran renunciado a su derecho podrán ejercer la acción pe-

nal en cualquier momento antes del trámite de calificación del delito, si bien ello no permitirá 
retrotraer ni reiterar las actuaciones ya practicadas antes de su personación.

En el caso de muerte o desaparición de la víctima a consecuencia del delito, la acción penal 
podrá ser ejercida por su cónyuge no separado legalmente o de hecho y por los hijos de ésta o del cón-
yuge no separado legalmente o de hecho que en el momento de la muerte o desaparición de la víctima 
convivieran con ellos; por la persona que hasta el momento de la muerte o desaparición hubiera estado 
unida a ella por una análoga relación de afectividad y por los hijos de ésta que en el momento de la 
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muerte o desaparición de la víctima convivieran con ella; por sus progenitores y parientes en línea 
recta o colateral dentro del tercer grado que se encontraren bajo su guarda, personas sujetas a su tutela 
o curatela o que se encontraren bajo su acogimiento familiar.

En caso de no existir los anteriores, podrá ser ejercida por los demás parientes en línea recta y 
por sus hermanos, con preferencia, entre ellos, del que ostentara la representación legal de la víctima.

2. �El ejercicio de la acción penal por alguna de las personas legitimadas conforme a este artículo 
no impide su ejercicio posterior por cualquier otro de los legitimados. Cuando exista una plu-
ralidad de víctimas, todas ellas podrán personarse independientemente con su propia represen-
tación. Sin embargo, en estos casos, cuando pueda verse afectado el buen orden del proceso o 
el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, el Juez o Tribunal, en resolución motivada y 
tras oír a todas las partes, podrá imponer que se agrupen en una o varias representaciones y que 
sean dirigidos por la misma o varias defensas, en razón de sus respectivos intereses.

3. �La acción penal también podrá ser ejercitada por las asociaciones de víctimas y por las perso-
nas jurídicas a las que la ley reconoce legitimación para defender los derechos de las víctimas, 
siempre que ello fuera autorizado por la víctima del delito.

Cuando el delito o falta cometida tenga por finalidad impedir u obstaculizar a los miembros de 
las corporaciones locales el ejercicio de sus funciones públicas, podrá también personarse en la causa 
la Administración local en cuyo territorio se hubiere cometido el hecho punible.»

•Tres. Se modifica el artículo 110, que queda redactado como sigue:
«Artículo 110
Los perjudicados por un delito o falta que no hubieren renunciado a su derecho podrán mos-

trarse parte en la causa si lo hicieran antes del trámite de calificación del delito y ejercitar las acciones 
civiles que procedan, según les conviniere, sin que por ello se retroceda en el curso de las actuaciones.

Aun cuando los perjudicados no se muestren parte en la causa, no por esto se entiende que 
renuncian al derecho de restitución, reparación o indemnización que a su favor puede acordarse en 
sentencia firme, siendo necesario que la renuncia de este derecho se haga en su caso de una manera 
clara y terminante.»

•Cuatro. Se modifica el artículo 261, que queda redactado como sigue:
«Artículo 261
Tampoco estarán obligados a denunciar:
1.º El cónyuge del delincuente no separado legalmente o de hecho o la persona que conviva con 
él en análoga relación de afectividad.
2.º Los ascendientes y descendientes del delincuente y sus parientes colaterales hasta el segundo 
grado inclusive.»

•Cinco. Se modifica el artículo 281, que queda redactado como sigue:
«Artículo 281
Quedan exentos de cumplir lo dispuesto en el artículo anterior:
1.º El ofendido y sus herederos o representantes legales.
2.º En los delitos de asesinato o de homicidio, el cónyuge del difunto o persona vinculada a él por 

una análoga relación de afectividad, los ascendientes y descendientes y sus parientes colaterales hasta 
el segundo grado inclusive, los herederos de la víctima y los padres, madres e hijos del delincuente.

3.º Las asociaciones de víctimas y las personas jurídicas a las que la ley reconoce legitimación 
para defender los derechos de las víctimas siempre que el ejercicio de la acción penal hubiera sido 
expresamente autorizado por la propia víctima.

La exención de fianza no es aplicable a los extranjeros si no les correspondiere en virtud de tra-
tados internacionales o por el principio de reciprocidad.»

•Seis. Se modifica el párrafo primero del artículo 282, que queda redactado como sigue:
«La Policía Judicial tiene por objeto y será obligación de todos los que la componen, averiguar 

los delitos públicos que se cometieren en su territorio o demarcación; practicar, según sus atribuciones, 
las diligencias necesarias para comprobarlos y descubrir a los delincuentes, y recoger todos los efectos, 
instrumentos o pruebas del delito de cuya desaparición hubiere peligro, poniéndolos a disposición de 
la autoridad judicial. Cuando las víctimas entren en contacto con la Policía Judicial, cumplirá con los 
deberes de información que prevé la legislación vigente. Asimismo, llevarán a cabo una valoración de 
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las circunstancias particulares de las víctimas para determinar provisionalmente qué medidas de pro-
tección deben ser adoptadas para garantizarles una protección adecuada, sin perjuicio de la decisión 
final que corresponderá adoptar al Juez o Tribunal.»

•Siete. Se modifica el artículo 284, que queda redactado como sigue:
«Artículo 284
Inmediatamente que los funcionarios de Policía Judicial tuvieren conocimiento de un delito pú-

blico o fueren requeridos para prevenir la instrucción de diligencias por razón de algún delito privado, 
lo participarán a la autoridad judicial o al representante del Ministerio Fiscal, si pudieren hacerlo 
sin cesar en la práctica de las diligencias de prevención. En otro caso, lo harán así que las hubieren 
terminado.

Si hubieran recogido armas, instrumentos o efectos de cualquier clase que pudieran tener rela-
ción con el delito y se hallen en el lugar en que éste se cometió o en sus inmediaciones, o en poder 
del reo o en otra parte conocida, extenderán diligencia expresiva del lugar, tiempo y ocasión en que 
se encontraren, que incluirá una descripción minuciosa para que se pueda formar idea cabal de los 
mismos y de las circunstancias de su hallazgo, que podrá ser sustituida por un reportaje gráfico. La 
diligencia será firmada por la persona en cuyo poder fueren hallados.

La incautación de efectos que pudieran pertenecer a una víctima del delito será comunicada a 
la misma.

La persona afectada por la incautación podrá recurrir en cualquier momento la medida ante el 
Juez de Instrucción de conformidad con lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 334.»

•Ocho. Se modifica el artículo 301, que queda redactado como sigue:
«Artículo 301
Las diligencias del sumario serán reservadas y no tendrán carácter público hasta que se abra el 

juicio oral, con las excepciones determinadas en la presente Ley.
El abogado o procurador de cualquiera de las partes que revelare indebidamente el contenido del 

sumario, será corregido con multa de 500 a 10.000 euros.
En la misma multa incurrirá cualquier otra persona que no siendo funcionario público cometa 

la misma falta.
El funcionario público, en el caso de los párrafos anteriores, incurrirá en la responsabilidad que 

el Código Penal señale en su lugar respectivo.»

•Nueve. Se introduce un nuevo artículo 301 bis, con la siguiente redacción:
«Artículo 301 bis
El Juez podrá acordar, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de la víctima, la adopción de 

cualquiera de las medidas a que se refiere el apartado 2 del artículo 681 cuando resulte necesario para 
proteger la intimidad de la víctima o el respeto debido a la misma o a su familia.»

•Diez. Se introducen dos nuevos párrafos tercero y cuarto al artículo 334, con la siguiente re-
dacción:

«La persona afectada por la incautación podrá recurrir en cualquier momento la medida ante el 
Juez de Instrucción. Este recurso no requerirá de la intervención de abogado cuando sea presentado 
por terceras personas diferentes del imputado. El recurso se entenderá interpuesto cuando la persona 
afectada por la medida o un familiar suyo mayor de edad hubieran expresado su disconformidad en 
el momento de la misma.

Los efectos que pertenecieran a la víctima del delito serán restituidos inmediatamente a la mis-
ma, salvo que excepcionalmente debieran ser conservados como medio de prueba o para la práctica de 
otras diligencias, y sin perjuicio de su restitución tan pronto resulte posible. Los efectos serán también 
restituidos inmediatamente cuando deban ser conservados como medio de prueba o para la práctica 
de otras diligencias, pero su conservación pueda garantizarse imponiendo al propietario el deber de 
mantenerlos a disposición del Juez o Tribunal. La víctima podrá, en todo caso, recurrir esta decisión 
conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior.»

•Once. Se modifica el artículo 433, que queda redactado como sigue:
«Artículo 433
Al presentarse a declarar, los testigos entregarán al secretario la copia de la cédula de citación.
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Los testigos mayores de edad penal prestarán juramento o promesa de decir todo lo que supieren 
respecto a lo que les fuere preguntado, estando el Juez obligado a informarles, en un lenguaje claro y 
comprensible, de la obligación que tienen de ser veraces y de la posibilidad de incurrir en un delito de 
falso testimonio en causa criminal.

Los testigos que, de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de la Víctima del Delito, tengan 
la condición de víctimas del delito, podrán hacerse acompañar por su representante legal y por una 
persona de su elección durante la práctica de estas diligencias, salvo que en este último caso, motiva-
damente, se resuelva lo contrario por el Juez de Instrucción para garantizar el correcto desarrollo de 
la misma.

En el caso de los testigos menores de edad o personas con la capacidad judicialmente modifica-
da, el Juez de Instrucción podrá acordar, cuando a la vista de la falta de madurez de la víctima resulte 
necesario para evitar causarles graves perjuicios, que se les tome declaración mediante la intervención 
de expertos y con intervención del Ministerio Fiscal. Con esta finalidad, podrá acordarse también 
que las preguntas se trasladen a la víctima directamente por los expertos o, incluso, excluir o limitar 
la presencia de las partes en el lugar de la exploración de la víctima. En estos casos, el Juez dispondrá 
lo necesario para facilitar a las partes la posibilidad de trasladar preguntas o de pedir aclaraciones a la 
víctima, siempre que ello resulte posible.

El Juez ordenará la grabación de la declaración por medios audiovisuales.»

•Doce. Se modifica el artículo 448, que queda redactado como sigue:
«Artículo 448
Si el testigo manifestare, al hacerle la prevención referida en el artículo 446, la imposibilidad de 

concurrir por haber de ausentarse del territorio nacional, y también en el caso en que hubiere motivo 
racionalmente bastante para temer su muerte o incapacidad física o intelectual antes de la apertura del 
juicio oral, el Juez instructor mandará practicar inmediatamente la declaración, asegurando en todo 
caso la posibilidad de contradicción de las partes. Para ello, el Secretario judicial hará saber al reo que 
nombre abogado en el término de veinticuatro horas, si aún no lo tuviere, o de lo contrario, que se le 
nombrará de oficio, para que le aconseje en el acto de recibir la declaración del testigo. Transcurrido 
dicho término, el Juez recibirá juramento y volverá a examinar a éste, a presencia del procesado y de 
su abogado defensor y a presencia, asimismo, del Fiscal y del querellante, si quisieren asistir al acto, 
permitiendo a éstos hacerle cuantas repreguntas tengan por conveniente, excepto las que el Juez des-
estime como manifiestamente impertinentes.

Por el Secretario judicial se consignarán las contestaciones a estas preguntas, y esta diligencia 
será firmada por todos los asistentes.

La declaración de los testigos menores de edad y de las personas con capacidad judicialmente 
modificada podrá llevarse a cabo evitando la confrontación visual de los mismos con el inculpado, 
utilizando para ello cualquier medio técnico que haga posible la práctica de esta prueba.»

•Trece. Se modifica el apartado 7 del artículo 544 ter, que queda redactado como sigue:
«7. Las medidas de naturaleza civil deberán ser solicitadas por la víctima o su representante 

legal, o bien por el Ministerio Fiscal cuando existan hijos menores o personas con la capacidad judi-
cialmente modificada, determinando su régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas com-
plementarias a ellas que fueran precisas, siempre que no hubieran sido previamente acordadas por 
un órgano del orden jurisdiccional civil, y sin perjuicio de las medidas previstas en el artículo 158 del 
Código Civil. Cuando existan menores o personas con capacidad judicialmente modificada que con-
vivan con la víctima y dependan de ella, el Juez deberá pronunciarse en todo caso, incluso de oficio, 
sobre la pertinencia de la adopción de las referidas medidas.

Estas medidas podrán consistir en la atribución del uso y disfrute de la vivienda familiar, deter-
minar el régimen de guarda y custodia, visitas, comunicación y estancia con los menores o personas 
con la capacidad judicialmente modificada, el régimen de prestación de alimentos, así como cualquier 
disposición que se considere oportuna a fin de apartarles de un peligro o de evitarles perjuicios.

Las medidas de carácter civil contenidas en la orden de protección tendrán una vigencia tempo-
ral de 30 días. Si dentro de este plazo fuese incoado a instancia de la víctima o de su representante legal 
un proceso de familia ante la jurisdicción civil, las medidas adoptadas permanecerán en vigor durante 
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los treinta días siguientes a la presentación de la demanda. En este término las medidas deberán ser 
ratificadas, modificadas o dejadas sin efecto por el Juez de primera instancia que resulte competente.»

•Catorce. Se introduce un nuevo artículo 544 quinquies con la siguiente redacción:
«Artículo 544 quinquies
1. �En los casos en los que se investigue un delito de los mencionados en el artículo 57 del Código 

Penal, el Juez o Tribunal, cuando resulte necesario al fin de protección de la víctima menor 
de edad o con la capacidad judicialmente modificada, en su caso, adoptará motivadamente 
alguna de las siguientes medidas:
a) �Suspender la patria potestad de alguno de los progenitores. En este caso podrá fijar un régi-

men de visitas o comunicación en interés del menor o persona con capacidad judicialmente 
modificada y, en su caso, las condiciones y garantías con que debe desarrollarse.

b) �Suspender la tutela, curatela, guarda o acogimiento.
c) �Establecer un régimen de supervisión del ejercicio de la patria potestad, tutela o de cualquier 

otra función tutelar o de protección o apoyo sobre el menor o persona con la capacidad 
judicialmente modificada, sin perjuicio de las competencias propias del Ministerio Fiscal y 
de las entidades públicas competentes.

d) �Suspender o modificar el régimen de visitas o comunicación con el no conviviente o con 
otro familiar que se encontrara en vigor, cuando resulte necesario para garantizar la protec-
ción del menor o de la persona con capacidad judicialmente modificada.

2. �Cuando en el desarrollo del proceso se ponga de manifiesto la existencia de una situación de 
riesgo o posible desamparo de un menor y, en todo caso, cuando fueran adoptadas algunas 
de las medidas de las letras a) o b) del apartado anterior, el Secretario judicial lo comunicará 
inmediatamente a la entidad pública competente que tenga legalmente encomendada la pro-
tección de los menores, así como al Ministerio Fiscal, a fin de que puedan adoptar las medidas 
de protección que resulten necesarias. A los mismos efectos se les notificará su alzamiento o 
cualquier otra modificación, así como la resolución a la que se refiere el apartado 3.

3. �Una vez concluido el procedimiento, el Juez o Tribunal, valorando exclusivamente el inte-
rés de la persona afectada, ratificará o alzará las medidas de protección que hubieran sido 
adoptadas. El Ministerio Fiscal y las partes afectadas por la medida podrán solicitar al Juez 
su modificación o alzamiento conforme al procedimiento previsto en el artículo 770 Ley de 
Enjuiciamiento Civil.»

•Quince. Se modifica el artículo 636, que queda redactado como sigue:
«Artículo 636
Contra los autos de sobreseimiento sólo procederá, en su caso, el recurso de casación.
El auto de sobreseimiento se comunicará a las víctimas del delito, en la dirección de correo elec-

trónico y, en su defecto, por correo ordinario a la dirección postal o domicilio que hubieran designado 
en la solicitud prevista en el artículo 5.1.m) de la Ley del Estatuto de la Víctima del delito.

En los casos de muerte o desaparición ocasionada por un delito, el auto de sobreseimiento será 
comunicado de igual forma a las personas a las que se refiere el párrafo segundo del apartado 1 del 
artículo 109 bis, de cuya identidad y dirección de correo electrónico o postal se tuviera conocimiento. 
En estos supuestos el Juez o Tribunal, podrá acordar, motivadamente, prescindir de la comunicación 
a todos los familiares cuando ya se haya dirigido con éxito a varios de ellos o cuando hayan resultado 
infructuosas cuantas gestiones se hubieren practicado para su localización.

Excepcionalmente, en el caso de ciudadanos residentes fuera de la Unión Europea, si no se dis-
pusiera de una dirección de correo electrónico o postal en la que realizar la comunicación, se remitirá 
a la oficina diplomática o consular española en el país de residencia para que la publique.

Transcurridos cinco días desde la comunicación, se entenderá que ha sido efectuada válidamen-
te y desplegará todos sus efectos, iniciándose el cómputo del plazo de interposición del recurso. Se 
exceptuarán de este régimen aquellos supuestos en los que la víctima acredite justa causa de la impo-
sibilidad de acceso al contenido de la comunicación.

Las víctimas podrán recurrir el auto de sobreseimiento dentro del plazo de veinte días aunque no 
se hubieran mostrado como parte en la causa.»

•Dieciséis. Se modifica el artículo 680, que queda redactado como sigue:
«Artículo 680
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Los debates del juicio oral serán públicos, bajo pena de nulidad, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo siguiente.»

•Diecisiete. Se modifica el artículo 681, que queda redactado como sigue:
«Artículo 681
1. �El Juez o Tribunal podrá acordar, de oficio o a instancia de cualquiera de las partes, previa 

audiencia a las mismas, que todos o alguno de los actos o las sesiones del juicio se celebren 
a puerta cerrada, cuando así lo exijan razones de seguridad u orden público, o la adecuada 
protección de los derechos fundamentales de los intervinientes, en particular, el derecho a la 
intimidad de la víctima, el respeto debido a la misma o a su familia, o resulte necesario para 
evitar a las víctimas perjuicios relevantes que, de otro modo, podrían derivar del desarrollo 
ordinario del proceso. Sin embargo, el Juez o el Presidente del Tribunal podrán autorizar la 
presencia de personas que acrediten un especial interés en la causa. La anterior restricción, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 707, no será aplicable al Ministerio Fiscal, a las 
personas lesionadas por el delito, a los procesados, al acusador privado, al actor civil y a los 
respectivos defensores.

2. �Asimismo, podrá acordar la adopción de las siguientes medidas para la protección de la inti-
midad de la víctima y de sus familiares:
a) �Prohibir la divulgación o publicación de información relativa a la identidad de la víctima, 

de datos que puedan facilitar su identificación de forma directa o indirecta, o de aquellas 
circunstancias personales que hubieran sido valoradas para resolver sobre sus necesidades 
de protección.

b) �Prohibir la obtención, divulgación o publicación de imágenes de la víctima o de sus fa-
miliares.

3. �Queda prohibida, en todo caso, la divulgación o publicación de información relativa a la 
identidad de víctimas menores de edad o víctimas con discapacidad necesitadas de especial 
protección, de datos que puedan facilitar su identificación de forma directa o indirecta, o de 
aquellas circunstancias personales que hubieran sido valoradas para resolver sobre sus nece-
sidades de protección, así como la obtención, divulgación o publicación de imágenes suyas o 
de sus familiares.»

•Dieciocho. Se modifica el artículo 682, que queda redactado como sigue:
«Artículo 682
El Juez o Tribunal, previa audiencia de las partes, podrá restringir la presencia de los medios de 

comunicación audiovisuales en las sesiones del juicio y prohibir que se graben todas o alguna de las 
audiencias cuando resulte imprescindible para preservar el orden de las sesiones y los derechos fun-
damentales de las partes y de los demás intervinientes, especialmente el derecho a la intimidad de las 
víctimas, el respeto debido a la misma o a su familia, o la necesidad de evitar a las víctimas perjuicios 
relevantes que, de otro modo, podrían derivar del desarrollo ordinario del proceso. A estos efectos, 
podrá:

a) �Prohibir que se grabe el sonido o la imagen en la práctica de determinadas pruebas, o determi-
nar qué diligencias o actuaciones pueden ser grabadas y difundidas.

b) �Prohibir que se tomen y difundan imágenes de alguna o algunas de las personas que en él 
intervengan.

c) �Prohibir que se facilite la identidad de las víctimas, de los testigos o peritos o de cualquier otra 
persona que intervenga en el juicio.»

•Diecinueve. Se modifica el artículo 707, que queda redactado como sigue:
«Artículo 707
Todos los testigos están obligados a declarar lo que supieren sobre lo que les fuere preguntado, 

con excepción de las personas expresadas en los artículos 416, 417 y 418, en sus respectivos casos.
La declaración de los testigos menores de edad o con discapacidad necesitados de especial pro-

tección, se llevará a cabo, cuando resulte necesario para impedir o reducir los perjuicios que para ellos 
puedan derivar del desarrollo del proceso o de la práctica de la diligencia, evitando la confrontación 
visual de los mismos con el inculpado. Con este fin podrá ser utilizado cualquier medio técnico que 
haga posible la práctica de esta prueba, incluyéndose la posibilidad de que los testigos puedan ser 
oídos sin estar presentes en la sala mediante la utilización de tecnologías de la comunicación.
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Estas medidas serán igualmente aplicables a las declaraciones de las víctimas cuando de su eva-
luación inicial o posterior derive la necesidad de estas medidas de protección.»

•Veinte. Se modifica el artículo 709, que queda redactado como sigue:
«Artículo 709
El Presidente no permitirá que el testigo conteste a preguntas o repreguntas capciosas, sugestivas 

o impertinentes.
El Presidente podrá adoptar medidas para evitar que se formulen a la víctima preguntas inne-

cesarias relativas a la vida privada que no tengan relevancia para el hecho delictivo enjuiciado, salvo 
que el Juez o Tribunal consideren excepcionalmente que deben ser contestadas para valorar adecuada-
mente los hechos o la credibilidad de la declaración de la víctima. Si esas preguntas fueran formuladas, 
el Presidente no permitirá que sean contestadas.

Contra la resolución que sobre este extremo adopte podrá interponerse en su día el recurso de 
casación, si se hiciere en el acto la correspondiente protesta.

En este caso, constará en el acta la pregunta o repregunta a que el Presidente haya prohibido 
contestar.»

•Veintiuno. Se modifica el artículo 730, que queda redactado como sigue:
«Artículo 730
Podrán también leerse o reproducirse a instancia de cualquiera de las partes las diligencias prac-

ticadas en el sumario, que, por causas independientes de la voluntad de aquéllas, no puedan ser repro-
ducidas en el juicio oral, y las declaraciones recibidas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
448 durante la fase de investigación a las víctimas menores de edad y a las víctimas con discapacidad 
necesitadas de especial protección.»

•Veintidós. Se modifica el apartado 2 del artículo 773, que queda redactado como sigue:
«2. Cuando el Ministerio Fiscal tenga noticia de un hecho aparentemente delictivo, bien di-

rectamente o por serle presentada una denuncia o atestado, informará a la víctima de los derechos 
recogidos en la legislación vigente; efectuará la evaluación y resolución provisionales de las necesi-
dades de la víctima de conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente y practicará él mismo 
u ordenará a la Policía Judicial que practique las diligencias que estime pertinentes para la compro-
bación del hecho o de la responsabilidad de los partícipes en el mismo. El Fiscal decretará el archivo 
de las actuaciones cuando el hecho no revista los caracteres de delito, comunicándolo con expresión 
de esta circunstancia a quien hubiere alegado ser perjudicado u ofendido, a fin de que pueda reiterar 
su denuncia ante el Juez de Instrucción. En otro caso instará del Juez de Instrucción la incoación del 
procedimiento que corresponda con remisión de lo actuado, poniendo a su disposición al detenido, si 
lo hubiere, y los efectos del delito.

El Ministerio Fiscal podrá hacer comparecer ante sí a cualquier persona en los términos esta-
blecidos en la ley para la citación judicial, a fin de recibirle declaración, en la cual se observarán las 
mismas garantías señaladas en esta Ley para la prestada ante el Juez o Tribunal.

Cesará el Fiscal en sus diligencias tan pronto como tenga conocimiento de la existencia de un 
procedimiento judicial sobre los mismos hechos.»

•Veintitrés. Se modifica la regla 1.ª del apartado 1 del artículo 779, que queda redactada como 
sigue:

«1.ª Si estimare que el hecho no es constitutivo de infracción penal o que no aparece suficien-
temente justificada su perpetración, acordará el sobreseimiento que corresponda. Si, aun estimando 
que el hecho puede ser constitutivo de delito, no hubiere autor conocido, acordará el sobreseimiento 
provisional y ordenará el archivo.

El auto de sobreseimiento será comunicado a las víctimas del delito, en la dirección de correo 
electrónico y, en su defecto, dirección postal o domicilio que hubieran designado en la solicitud pre-
vista en el artículo 5.1.m) de la Ley del Estatuto de la Víctima del delito.

En los casos de muerte o desaparición ocasionada por un delito, el auto de sobreseimiento será 
comunicado de igual forma, a las personas a las que se refiere el párrafo segundo del apartado 1 del 
artículo 109 bis, de cuya identidad y dirección de correo electrónico o postal se tuviera conocimiento. 
En estos supuestos el Juez o Tribunal, podrá acordar, motivadamente, prescindir de la comunicación 
a todos los familiares cuando ya se haya dirigido con éxito a varios de ellos o cuando hayan resultado 
infructuosas cuantas gestiones se hubieren practicado para su localización.
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Excepcionalmente, en el caso de ciudadanos residentes fuera de la Unión Europea, si no se dis-
pusiera de una dirección de correo electrónico o postal en la que realizar la comunicación, se remitirá 
a la oficina diplomática o consular española en el país de residencia para que la publique.

Transcurridos cinco días desde la comunicación, se entenderá que ha sido efectuada válidamente 
y desplegará todos sus efectos. Se exceptuarán de este régimen aquellos supuestos en los que la víctima 
acredite justa causa de la imposibilidad de acceso al contenido de la comunicación.

Las víctimas podrán recurrir el auto de sobreseimiento dentro del plazo de veinte días aunque no 
se hubieran mostrado como parte en la causa.»

•Veinticuatro. Se modifica el apartado 3 del artículo 785, que queda redactado como sigue:
«3. Cuando la víctima lo haya solicitado, aunque no sea parte en el proceso ni deba intervenir, el 

Secretario judicial deberá informarle, por escrito y sin retrasos innecesarios, de la fecha, hora y lugar 
del juicio, así como del contenido de la acusación dirigida contra el infractor.»

•Veinticinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 791, que queda redactado como sigue:
«2. El Secretario judicial señalará la vista dentro de los quince días siguientes y a ella serán cita-

das todas las partes. Cuando la víctima lo haya solicitado, será informada por el Secretario judicial, 
aunque no se haya mostrado parte ni sea necesaria su intervención.

La vista se celebrará empezando, en su caso, por la práctica de la prueba y por la reproducción 
de las grabaciones si hay lugar a ella. A continuación, las partes resumirán oralmente el resultado de 
la misma y el fundamento de sus pretensiones.»

Disposición final segunda Modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal

Se modifica el apartado 2 del artículo 126 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal, que queda redactado como sigue:

«2. Cuando el delito hubiere sido de los que sólo pueden perseguirse a instancia de parte, se satis-
farán las costas del acusador privado con preferencia a la indemnización del Estado. Tendrá la misma 
preferencia el pago de las costas procesales causadas a la víctima en los supuestos a que se refiere el 
artículo 14 de la Ley del Estatuto de la Víctima del Delito.»

Disposición final tercera Título competencial
Esta Ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva en materia de legislación penal y proce-

sal atribuida al Estado por el artículo 149.1.6.ª de la Constitución Española. Se exceptúa de lo anterior 
el Título IV, que se dicta al amparo de la competencia exclusiva en materia de Administración de 
Justicia atribuida al Estado por el artículo 149.1.5.ª de la Constitución Española, así como lo dispues-
to en el Título I, que se dicta al amparo de la competencia exclusiva en materia de regulación de las 
condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos 
y en el cumplimiento de los deberes constitucionales, atribuida al Estado por el artículo 149.1.1.ª de 
la Constitución Española.

Disposición final cuarta Habilitación al Gobierno para el desarrollo reglamentario
Se habilita al Gobierno para que apruebe las disposiciones reglamentarias precisas para el desa-

rrollo de lo dispuesto en la presente Ley.
Disposición final quinta Adaptación de los Estatutos Generales de la Abogacía y de la Pro-

curaduría
Los Colegios y Consejos Generales de Abogados y Procuradores adoptarán las medidas necesa-

rias para adaptar sus respectivos Estatutos a lo establecido en el apartado 2 del artículo 8 de la presente 
Ley, en un plazo máximo de un año desde su entrada en vigor.

Disposición final sexta Entrada en vigor
La presente Ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».

Desarrollada en 
Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, del 

Estatuto de la víctimas del delitos, y se regulan las Oficinas de Asistencia a Víctimas del Delito.
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5. Oficinas de asistencia a las víctimas de delitos violentos y 
contra la libertad sexual

https://www.mjusticia.gob.es/es/ciudadania/victimas/oficinas-asistencia-victimas

¿Qué son las oficinas de asistencia a las víctimas?
Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas son un multidisciplinar de atención a las necesidades 

de la víctima, de carácter público y gratuito, implantado por el Ministerio de Justicia de acuerdo con 
la Ley 35/1995 de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual 
(BOE de 12de diciembre de 1995).

La aprobación de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito (BOE de 28 
de abril de 2015) y del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 
4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito y se regulan las Oficinas de Asistencia a las 
Víctimas del Delito (BOE de 30 de diciembre de 2015) ha supuesto el establecimiento de la normativa 
reguladora de referencia para las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.

Las Oficinas existen en todas las Comunidades Autónomas, en prácticamente todas las capitales 
de provincia, e incluso en otras ciudades.

La información de esta sección corresponde a las Oficinas dependientes del Ministerio de Justi-
cia, esto es, las correspondientes a las Comunidades Autónomas de Castilla-León, Castilla-La Man-
cha, Extremadura, Murcia, Illes Balears, y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla.

Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas
Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas tienen como objetivo general prestar una asistencia in-

tegral, coordinada y especializada a las víctimas como consecuencia del delito y dar respuesta a las ne-
cesidades específicas en el ámbito jurídico, psicológico y social (artículo 17 Real Decreto 1109/2015).

Las víctimas del delito pueden ser directas o indirectas. El Estatuto de la víctima del delito y el 
Real Decreto 1109/2015, en sus artículos 2.a) y 13.1.a), respectivamente, consideran como víctimas 
directas del delito, con carácter general, a toda persona física que haya sufrido un daño o perjuicio 
sobre su propia persona o patrimonio, en especial lesiones o psíquicas, daños emocionales o perjuicios 
económicos directamente causados por la comisión de un delito. También pueden producirse víctimas 
indirectas, en los casos de muerte o desaparición de una persona que haya sido causada directamente 
por un delito, salvo que se tratare de los responsables de los hechos (artículos 2.b) del Estatuto de la 
víctima del delito y 13.1.b) del Real Decreto 1109/2015).

El modelo de atención o intervención asistencial que se llevará a cabo desde las OAV para las 
víctimas implicará dos tipos de actuaciones:

Actuaciones enmarcadas en un modelo de asistencia de carácter general e individualizado para 
cada víctima

Para realizar esta asistencia las OAV realizarán planes de asistencia individualizados en las 
áreas jurídica, psicológica y social, con el fin último de minimizar la victimización primaria y evitar 
la secundaria, coordinándose, además, con todos los servicios competentes en atención a las víctimas 
(artículo 20 del Real Decreto 1109/2015).

Sin perjuicio de lo que acuerden las autoridades judiciales o fiscales competentes, la OAV rea-
lizará una evaluación individualizada de la víctima (artículo 30 del Real Decreto 1109/2015) que 
atenderá a las necesidades manifestadas por la misma, así como a su voluntad y respetará plenamente 
su integridad física, mental y moral. Asimismo, la evaluación determinará la forma de prevenir y evitar 
las consecuencias de la victimización primaria, reiterada y secundaria, la intimidación y las represalias.

Tras el proceso de evaluación individualizada, las OAV podrán realizar un informe (artículo 
31 del Real Decreto 1109/2015) con el consentimiento previo e informado de la víctima que será 
remitido con carácter reservado a la autoridad judicial o fiscal competente para adoptar las medidas 
de protección.
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En el informe de evaluación individualizada, las OAV podrán proponer las medidas que se 
estimen pertinentes para la asistencia y protección de la víctima durante la fase de investigación, espe-
cialmente cuando se trate de víctimas especialmente vulnerables.

La asistencia a las víctimas se realizará en cuatro fases: la acogida-orientación, la información, 
la intervención y el seguimiento (artículo 25 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre).

Las fases se realizan en función de las necesidades de la víctima por lo que el orden regular de las 
mismas puede verse alterado atendiendo a la situación de la víctima.

1. �FASE DE ACOGIDA Y ORIENTACIÓN
La orientación supondrá informar desde una perspectiva muy global de las actuaciones que debe 

realizar la víctima, de los problemas a los que se puede enfrentar y de las posibles consecuencias.
Con carácter general se realizará a través de una entrevista, presencial o telefónica, donde se uti-

lizará un lenguaje claro y sencillo. La entrevista tiene como fin que la víctima plantee sus problemas y 
necesidades, para así poder orientarla, analizar posibles intervenciones de otros recursos y, si procede, 
la derivación a los mismos.

2. �FASE DE INFORMACIÓN
La víctima tiene derecho, desde el primer contacto con las autoridades y funcionarios, incluyen-

do el momento previo a la presentación de la denuncia, a recibir, sin retrasos innecesarios, informa-
ción adaptada a sus circunstancias y condiciones personales y a la naturaleza del delito cometido y de 
los daños y perjuicios sufridos.

En particular, se facilitará información sobre:
Cómo efectuar la denuncia y procedimiento para su interposición.
Servicios especializados y recursos psicosociales y asistenciales disponibles, independientemente 

de que se interponga denuncia, y cómo se accede a los mismos.
Medidas de asistencia y apoyo (médicas, psicológicas o materiales) para las víctimas y cuál es el 

procedimiento para obtenerlas, incluyendo, cuando resulte oportuno, información sobre las posibili-
dades de obtener un alojamiento alternativo.

Cómo obtener asesoramiento y defensa jurídica y, en su caso, condiciones en las que pueda 
obtenerse gratuitamente.

Acompañamiento de la víctima, a lo largo del proceso, a juicio si lo precisara y/o a las distintas 
instancias penales.

Posibilidad de solicitar medidas de protección y, en su caso, procedimiento para hacerlo.
Asesoramiento sobre los derechos económicos relacionados con el proceso, en particular sobre 

las ayudas e indemnizaciones a las que pueda tener derecho por los daños y perjuicios causados por el 
delito y, en su caso, procedimiento para reclamarlas.

Procedimiento por medio del cual la víctima pueda ejercer sus derechos en el caso de que resida 
fuera de España.

Recursos que puede interponer contra las resoluciones que considere contrarias a sus derechos.
Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento y cauces para 

comunicarse con ella.
Servicios de justicia restaurativa disponibles, en los casos en que sea legalmente posible.
En qué supuestos puede obtener el reembolso de los gastos judiciales y, en su caso, procedimien-

to para reclamarlo.
Derecho a ser informada sin retrasos innecesarios de la fecha, hora y lugar del juicio, así como 

del contenido de la acusación dirigida contra el infractor.
Otras cuestiones (artículos 5 del Estatuto de la víctima del delito y artículos 7 y 19 del Real De-

creto 1109/2015).
3. �FASE DE INTERVENCIÓN
a) �Intervenciones en el ámbito jurídico.
Las Oficinas prestarán la atención jurídica y, en concreto, facilitarán información sobre el tipo 

de asistencia que la víctima puede recibir en el marco de las actuaciones judiciales, los derechos que 
puede ejercitar en el seno del proceso, la forma y condiciones en las que puede acceder a asesoramien-
to jurídico y el tipo de servicios u organizaciones a las que puede dirigirse para recibir apoyo (artículo 
21 Real Decreto 1109/2015).

La atención jurídica será en todo caso general sobre el desarrollo de proceso y la manera de ejer-
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citar los distintos derechos, dado que la orientación y asistencia jurídica del caso concreto corresponde 
a quien asuma la asistencia letrada.

b) �Intervenciones en el ámbito médico-psicológico.
La asistencia psicológica que las Oficinas ofrecen a las víctimas (artículo 22 del Real Decreto 

1109/2015) supone:
La evaluación y el tratamiento de las víctimas más vulnerables para conseguir la disminución de 

la crisis ocasionada por el delito, el afrontamiento del proceso judicial derivado del delito, el acom-
pañamiento a lo largo del proceso y la potenciación de las estrategias y capacidades de la víctima, 
posibilitando la ayuda del entorno de la víctima.

El estudio y la propuesta de aplicación de las medidas de protección que minimicen los trastor-
nos psicológicos derivados del delito y eviten la victimización secundaria, conforme a lo previsto en 
el Estatuto de la Víctima del Delito.

Las OAV deberán realizar un plan de apoyo psicológico para las víctimas especialmente vulne-
rables o necesitadas de especial protección.

Este plan tendrá como fin general que la víctima pueda seguir el proceso penal sin volver a viven-
ciar angustia, fortalecer su autoestima, fortalecer la toma de decisiones y, en particular, aquellas que 
tienen relación con medidas judiciales.

c) �Intervenciones económicas.
Las víctimas del delito disponen de las ayudas establecidas en la Ley 35/1995 de ayudas y asis-

tencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, que serán solicitadas en los casos 
y siguiendo el procedimiento previsto por el Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo, por el que se 
aprueba el Reglamento de ayudas a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual. La 
competencia para la tramitación y resolución de las solicitudes de las ayudas públicas establecidas en 
la Ley corresponderá a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del actual 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (artículo 21 Real Decreto 738/1997).

Con respecto a las ayudas económicas, las Oficinas tienen principalmente una función informa-
tiva y de ayuda en la tramitación de las peticiones.

d) �Intervenciones socio-asistenciales.
La intervención social que realizan las OAV supone la coordinación y, en su caso, derivación a 

servicios sociales, instituciones u organizaciones de asistencia a víctimas para garantizar alojamiento 
seguro, atención médica inmediata, ayudas económicas que pudieran corresponderles, con especial 
atención a las necesidades derivadas de situaciones de invalidez, hospitalización, fallecimiento y las 
agravadas por la situación de vulnerabilidad de las víctimas (artículo 23 del Real Decreto 1109/2015).

4. �FASE DE SEGUIMIENTO
Las Oficinas realizan el seguimiento de la víctima, especialmente de las más vulnerables, a lo lar-

go de todo el proceso penal y por un período de tiempo adecuado después de su conclusión (artículo 
29 del Real Decreto 1109/2015).

En la fase de seguimiento las Oficinas analizan la situación jurídica, médico-psicológica, socio-
asistencial y económica de la víctima tras el delito en distintos periodos de tiempo. En función de la 
situación de la víctima, se deberá establecer cuál es el momento adecuado del seguimiento.

Actuaciones orientadas a la creación y desarrollo de una red de coordinación con todos los 
servicios competentes para la asistencia a las víctimas

En este ámbito de actuaciones de las Oficinas se incluye la creación de la Red de Coordinación 
asistencial, ya que parte de la asistencia que prestan las OAV se realiza por el propio personal de la 
OAV, mientras que otras actuaciones de asistencia se realizan a través de la derivación a servicios 
especializados.

Las OAV en su actuación colaborarán y se coordinarán con los organismos, instituciones y 
servicios que pueden estar implicados en la asistencia a las víctimas (artículo 34 del Real Decreto 
1109/2015): judicatura, fiscalía, servicios psicosociales de la Administración de Justicia, Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, servicios sociales, servicios de salud, asociaciones y organizaciones sin ánimo 
de lucro, sobre todo en los casos de víctimas vulnerables con alto riesgo de victimización.

Consejo Asesor de Asistencia a las Víctimas
El Real Decreto 1109/2015 prevé, en su artículo 10, la creación del Consejo Asesor de Asistencia 

a las víctimas como un órgano de carácter consultivo adscrito a la Dirección General de Relaciones 
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con la Administración de Justicia del Ministerio de Justicia. El Consejo no tendrá competencias con 
respecto a los aspectos técnicos de actuaciones frente a víctimas individuales.

El Consejo Asesor de Asistencia a las víctimas estará integrado por los siguientes miembros:
Un presidente (titular de la Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia).
Tres representantes de las comunidades autónomas que hayan recibido los traspasos de medios 

personales y materiales al servicio de la Administración de justicia en régimen de rotación anual, que 
representarán al resto y que ejercerán, también rotatoriamente, la Vicepresidencia. Para la designación 
de los representantes se estará al convenio de colaboración celebrado al efecto.

Un representante designado por el Ministro del Interior, con rango de subdirector general o 
asimilado.

Un representante designado por el Ministro de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, con rango 
de subdirector general o asimilado.

Dos representantes designados por el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General 
del Estado, en virtud del convenio de colaboración celebrado al efecto.

Un representante del Consejo General de Colegios de Psicólogos, designado por éste.
Dos representantes de las Asociaciones más representativas en la asistencia a las víctimas.
Las funciones del Consejo son:
Asesorar sobre el funcionamiento de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
Examinar los datos estadísticos.
Apoyar los estudios técnicos sobre las actuaciones de las Oficinas y sobre la red de coordinación.
Comparar los distintos planes de apoyo psicológicos aplicados en las Oficinas, con el fin de pro-

poner mejoras en la asistencia.
Promover la elaboración de Protocolos de actuación y su actualización con respecto a las norma-

tivas nacionales e internacionales.
Asesorar al Ministerio de Justicia para la elaboración del informe anual de evaluación periódica 

del sistema de atención a las víctimas del delito.

6. Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia 
a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad 

sexual.

EXPOSICION DE MOTIVOS
I

La víctima del delito ha padecido un cierto abandono desde que el sistema penal sustituyó la 
venganza privada por una intervención pública e institucional, ecuánime y desapasionada, para resol-
ver los conflictos generados por la infracción de la ley penal. Pero, desde una perspectiva más global, 
la pretensión punitiva del Estado debe acercarse al problema social y comunitario en que el delito 
consiste para prevenirlo y recuperar al infractor, desde luego, pero además, para reparar en lo posible 
el daño padecido por la víctima. En muchas ocasiones, el abandono social de la víctima a su suerte 
tras el delito, su etiquetamiento, la falta de apoyo psicológico, la misma intervención en el proceso, las 
presiones a que se ve sometida, la necesidad de revivir el delito a través del juicio oral, los riesgos que 
genera su participación en el mismo, etc., producen efectos tan dolorosos para la víctima como los que 
directamente se derivan del delito.

En esta línea, desde hace ya bastantes años la ciencia penal pone su atención en la persona de la 
víctima, reclamando una intervención positiva del Estado dirigida a restaurar la situación en que se en-
contraba antes de padecer el delito o al menos a paliar los efectos que el delito ha producido sobre ella.

En el caso de los delitos violentos, las víctimas sufren, además, las consecuencias de una altera-
ción grave e imprevista de su vida habitual, evaluable en términos económicos. En el supuesto de que 
la víctima haya sufrido lesiones corporales graves, la pérdida de ingresos y la necesidad de afrontar 
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gastos extraordinarios acentúan los perjuicios del propio hecho delictivo. Si se ha producido la muer-
te, las personas dependientes del fallecido se ven abocadas a situaciones de dificultad económica, a 
menudo severa. Estas consecuencias económicas del delito golpean con especial dureza a las capas 
sociales más desfavorecidas y a las personas con mayores dificultades para insertarse plenamente en 
el tejido laboral y social.

II
La preocupación por la situación de las víctimas de los delitos registra ya importantes manifes-

taciones normativas tanto en Convenios y Recomendaciones de organismos internacionales como en 
la legislación comparada.

Debe destacarse el Convenio número 116, del Consejo de Europa, de 24 de noviembre de 1983, 
sobre la indemnización a las víctimas de delitos violentos. Su entrada en vigor se produjo en 1988 y 
aunque no firmado aún por España, constituye un referente jurídico de primer orden en el tratamiento 
de esta materia, al lado de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los 
Estados miembros, de 28 de junio de 1985, sobre la posición de la víctima en el marco del derecho 
penal y del proceso penal.

En el ámbito de la legislación comparada, aunque iniciándose en primer lugar en el área anglo-
sajona, se ha ido extendiendo la protección a las víctimas por los países de nuestro entorno geográfico, 
a raíz de la aprobación del citado Convenio del Consejo de Europa.

Por otra parte, en el ámbito interno, el fenómeno de la victimización ha encontrado eco en los 
programas de partidos políticos y en iniciativas parlamentarias desde hace una década.

III
La Ley regula, por una parte, las ayudas de contenido económico a las víctimas de delitos violen-

tos y, por otra parte, la asistencia a las víctimas de todo tipo de delitos.
El concepto legal de ayudas públicas contemplado en esta Ley debe distinguirse de figuras afines 

y, señaladamente, de la indemnización. No cabe admitir que la prestación económica que el Estado 
asume sea una indemnización ya que éste no puede asumir sustitutoriamente las indemnizaciones 
debidas por el culpable del delito ni, desde otra perspectiva, es razonable incluir el daño moral provo-
cado por el delito. La Ley, por el contrario, se construye sobre el concepto de ayudas públicas –plena-
mente recogido en nuestro Ordenamiento– referido directamente al principio de solidaridad en que 
se inspira.

La presente Ley contempla los delitos violentos y dolosos cometidos en España. El concepto de 
dolo excluye de entrada los delitos de imprudencia cuya admisión haría inviable económicamente esta 
iniciativa legislativa. Por otra parte, tanto el Convenio del Consejo de Europa como el grueso de la 
legislación comparada aluden únicamente a los delitos intencionales, es decir, dolosos.

Los delitos susceptibles de generar ayudas públicas serán aquellos cuyo resultado sea la muerte, 
lesiones corporales graves o daños graves en la salud física o mental. Por lo que respecta a la gravedad 
de las lesiones o los daños en la salud, la Ley se remite a efectos de su valoración a la legislación de 
la Seguridad Social.

De esta forma se opta por acotar aquellos delitos violentos con resultado de máxima gravedad 
con el propósito de avanzar de forma rigurosa aunque selectiva, cubriendo inicialmente los daños de 
carácter más grave pero afianzando la convicción social de que esta función debe ser paulatinamente 
ejercida por el Estado.

El concepto de beneficiario se ha construido atendiendo a considerar como víctimas tanto a 
quien sufre directamente las lesiones corporales o daños en su salud como a las personas que depen-
dieran del fallecido en los supuestos con resultado de muerte.

La cuantificación de las ayudas es un aspecto central del sistema. Se parte de la fijación de cuan-
tías máximas correspondientes a cada una de las clases de incapacidad contempladas por la legisla-
ción de la Seguridad Social. Sobre estos importes máximos la ayuda a percibir se establecerá aplicando 
coeficientes correctores en atención a la situación económica de la víctima, al número de personas 
que dependieran económicamente de ella y al grado de afectación o menoscabo sufrido. Igual criterio 
se sigue en el supuesto de muerte: fijación de una cuantía máxima de ayuda y aplicación sobre ella de 
coeficientes correctores.

La ayuda económica se declara incompatible con la percepción de las indemizaciones de los 
perjuicios y daños causados por el delito que se establezcan mediante sentencia judicial. El círculo se 
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cierra declarando la subrogación del Estado en los derechos que asistan a la víctima contra el autor del 
delito y hasta el total importe de la ayuda concedida.

La gestión de este sistema de ayudas se confía al Ministerio de Economía y Hacienda, con objeto 
de no crear una nueva estructura administrativa.

La revisión en vía administrativa de las resoluciones de dicho Departamento se encomienda a 
una Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Liber-
tad Sexual, creada al amparo de las previsiones del artículo 107.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Se considera que un procedi-
miento de impugnación ante una Comisión integrada por representantes de distintos Departamentos 
y, eventualmente, por representantes de organizaciones o sectores sociales especialmente vinculados 
a este tema permitirá una actuación más ajustada que la vía clásica del recurso administrativo ante el 
órgano superior jerárquico.

La concesión de la ayuda se condiciona, como regla general, a que se haya producido la resolu-
ción judicial firme que ponga fin al proceso penal. Los plazos con los que trabaja la Justicia penal ha-
cen que esta solución sea insatisfactoria en aquellos casos en los que la precaria situación de la víctima 
reclame una ayuda económica desde el momento en que se ha cometido el delito. La Ley contempla 
la concesión de ayudas provisionales, atendiendo a la precaria situación de la víctima del delito.

Un punto particularmente sensible es el de la confluencia de este nuevo sistema de ayudas con el 
régimen de resarcimientos vigente para las víctimas de bandas armadas y elementos terroristas.

Elementales razones de prudencia financiera impiden en estos momentos establecer un sistema 
de ayudas a las víctimas de los delitos violentos equiparable al de las víctimas de bandas armadas y 
elementos terroristas, tanto en la cuantía de las ayudas como en la cobertura de los daños materiales. 
Por otra parte, una confluencia de regímenes que supusiera minorar las cuantías percibidas por las 
víctimas de delitos terroristas sería sin duda inaceptable para la actual sensibilidad política y social.

Se ha optado por una solución intermedia basada en dos elementos. Por una parte, se deslegaliza 
por completo el régimen de resarcimientos por daños a las víctimas de bandas armadas y elementos 
terroristas. Por otra parte, se prevé la confluencia de ambos regímenes en sus aspectos procedimentales 
en el momento en que se apruebe el Reglamento de desarrollo de la presente Ley.

En cuanto a la asistencia a las víctimas, se contempla en la Ley como concepto diferenciado de 
las estrictas ayudas económicas a las víctimas de delitos violentos.

Con ello pretende generalizar la atención psicológica y social a las víctimas de delitos de todo 
tipo, a través de la red de Oficinas de asistencia a las víctimas, que canalizarán sus primeras necesida-
des atendiendo a las más perentorias que se produzcan como consecuencia del delito, generalizando 
las experiencias surgidas ya en varios puntos de la geografía española con resultado muy positivo.

CAPITULO I Ayudas públicas
➤ Artículo 1. Objeto.
1. Se establece un sistema de ayudas públicas en beneficio de las víctimas directas e indirectas de 

los delitos dolosos y violentos, cometidos en España, con el resultado de muerte, o de lesiones corpo-
rales graves, o de daños graves en la salud física o mental.

2. Se beneficiarán asimismo de las ayudas contempladas por esta Ley las víctimas de los delitos 
contra la libertad sexual aun cuando éstos se perpetraran sin violencia.

➤ Artículo 2. Beneficiarios.
1. Podrán acceder a estas ayudas quienes, en el momento de perpetrarse el delito, sean españoles 

o nacionales de algún otro Estado miembro de la Unión Europea o quienes, no siéndolo, residan habi-
tualmente en España o sean nacionales de otro Estado que reconozca ayudas análogas a los españoles 
en su territorio.

Asimismo, podrán acceder a las ayudas las mujeres nacionales de cualquier otro Estado que 
se hallen en España, cualquiera que sea su situación administrativa, cuando la afectada sea víctima 
de violencia de género en los términos previstos en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
medidas de protección integral contra la Violencia de Género, siempre que se trate de delitos a conse-
cuencia de un acto de violencia sobre la mujer.

La condición de víctima de violencia de género deberá acreditarse por cualquiera de los siguien-
tes medios de prueba:
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a) �A través de la sentencia condenatoria.
b) �A través de la resolución judicial que hubiere acordado como medida cautelar de protección 

de la víctima la prohibición de aproximación o la prisión provisional del inculpado.
c) �De la forma establecida en el artículo 23 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre.
En el caso de fallecimiento, lo previsto en los párrafos anteriores será exigible respecto de los be-

neficiarios a título de víctimas indirectas, con independencia de la nacionalidad o residencia habitual 
del fallecido.

2. Podrán acceder a estas ayudas, a título de víctimas directas, las personas que sufran lesiones 
corporales graves o daños graves en su salud física o mental como consecuencia directa del delito.

3. Son beneficiarios a título de víctimas indirectas, en el caso de muerte, y con referencia siempre 
a la fecha de ésta, las personas que reúnan las condiciones que se indican a continuación:

a) �El cónyuge del fallecido, si no estuviera separado legalmente, o la persona que hubiera venido 
conviviendo con el fallecido de forma permanente con análoga relación de afectividad a la de 
cónyuge, con independencia de su orientación sexual, durante, al menos, los dos años anterio-
res al momento del fallecimiento, salvo que hubieran tenido descendencia en común, en cuyo 
caso bastará la mera convivencia.

b) �Los hijos del fallecido, que dependieran económicamente de él, con independencia de su filia-
ción o de su condición de póstumos. Se presumirá económicamente dependientes del fallecido 
a los hijos menores de edad y mayores incapacitados.

c) �Los hijos que, no siéndolo del fallecido, lo fueran de las personas contempladas en el párrafo 
a) anterior, siempre que dependieran económicamente de aquél.

d) �En defecto de las personas contempladas por los párrafos a), b) y c) anteriores, serán beneficia-
rios los padres de la persona fallecida si dependieran económicamente de ella.

4. De concurrir varios beneficiarios a título de víctimas indirectas, la distribución de la cantidad 
a que ascienda la ayuda se efectuará de la siguiente forma:

a) �La cantidad se dividirá en dos mitades. Corresponderá una al cónyuge o a la persona que hu-
biera venido conviviendo con el fallecido en los términos del párrafo a) del apartado anterior. 
Corresponderá la otra mitad a los hijos contemplados por los párrafos b) y c) del apartado 
anterior, y se distribuirá entre todos ellos por partes iguales.

b) �De resultar beneficiarios los padres del fallecido, la cantidad a que ascienda la ayuda se repar-
tirá entre ellos por partes iguales.

5. Serán también beneficiarios a título de víctimas indirectas los padres del menor que fallezca a 
consecuencia directa del delito.

➤ Artículo 3. Supuestos especiales de denegación o limitación.
1. Se podrá denegar la ayuda pública o reducir su importe cuando su concesión total o parcial 

fuera contraria a la equidad o al orden público atendidas las siguientes circunstancias declaradas por 
sentencia:

a) �El comportamiento del beneficiario si hubiera contribuido, directa o indirectamente, a la co-
misión del delito, o al agravamiento de sus perjuicios.

b) �Las relaciones del beneficiario con el autor del delito, o su pertenencia a una organización 
dedicada a las acciones delictivas violentas.

2. Si el fallecido a consecuencia del delito estuviera incurso en alguna de las causas de denega-
ción o limitación de las ayudas contempladas en el apartado anterior, podrán acceder a las mismas 
los beneficiarios a título de víctimas indirectas, si quedaran en situación de desamparo económico.

➤ Artículo 4. Concepto de lesiones y daños.
1. A los efectos de la presente Ley, son lesiones graves aquellas que menoscaben la integridad 

corporal o la salud física o mental y que incapaciten con carácter temporal o permanente a la persona 
que las hubiera sufrido.

No se considerará incapacidad permanente aquella que no suponga un grado de minusvalía de, 
al menos, el 33 por 100.

2. Las lesiones corporales o los daños a la salud física o mental habrán de tener entidad suficiente 
como para que, conforme a la legislación de la Seguridad Social, tuviera lugar una declaración de 
invalidez permanente en cualquiera de sus grados o una situación de incapacidad temporal superior 
a seis meses.
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3. Reglamentariamente se determinarán el procedimiento y el órgano competente para la califi-
cación de las lesiones o daños a la salud.

➤ Artículo 5. Incompatibilidades.
1. La percepción de las ayudas reguladas en la presente Ley no será compatible con la percepción 

de las indemnizaciones por daños y perjuicios causados por el delito, que se establezcan mediante 
sentencia.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior, procederá el eventual abono de toda o parte 
de la ayuda regulada en la presente Ley y normas de desarrollo cuando el culpable del delito haya 
sido declarado en situación de insolvencia parcial, sin que en ningún caso pueda percibirse por ambos 
conceptos importe mayor del fijado en la resolución judicial.

2. Asimismo, las ayudas contempladas en esta Ley serán incompatibles con las indemnizaciones 
o ayudas económicas a que el beneficiario de las mismas tuviera derecho a través de un sistema de 
seguro privado, así como, en el supuesto de incapacidad temporal de la víctima, con el subsidio que 
pudiera corresponder por tal incapacidad en un régimen público de Seguridad Social.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior, procedería el eventual abono de la ayuda regu-
lada en la presente Ley y normas de desarrollo, al beneficiario de un seguro privado cuando el importe 
de la indemnización a percibir en virtud del mismo fuera inferior a la fijada en la sentencia sin que la 
diferencia a pagar pueda superar el baremo fijado.

3. En los supuestos de lesiones o daños determinantes de la incapacidad permanente o muerte 
de la víctima, la percepción de las ayudas será compatible con la de cualquier pensión pública que el 
beneficiario tuviera derecho a percibir.

4. Las ayudas por incapacidad permanente serán compatibles con las de incapacidad temporal.
➤ Artículo 6. Criterios para determinar el importe de las ayudas.
1. El importe de las ayudas no podrá superar en ningún caso la indemnización fijada en la sen-

tencia. Tal importe se determinará mediante la aplicación de las siguientes reglas, en cuanto no supere 
la cuantía citada:

a) �De producirse situación de incapacidad temporal, la cantidad a percibir será la equivalente al 
duplo del indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM) diario, durante el tiempo en 
que el afectado se encuentre en tal situación después de transcurridos los seis primeros meses.

b) �De producirse lesiones invalidantes, la cantidad a percibir como máximo se referirá al IPREM 
mensual vigente en la fecha en que se consoliden las lesiones o daños a la salud y dependerá 
del grado de incapacitación de acuerdo con la siguiente escala:

Incapacidad permanente parcial: cuarenta mensualidades.
Incapacidad permanente total: sesenta mensualidades.
Incapacidad permanente absoluta: noventa mensualidades.
Gran invalidez: ciento treinta mensualidades.
c) �En los casos de muerte, la ayuda máxima a percibir será de ciento veinte mensualidades del 

(IPREM) vigente en la fecha en que se produzca el fallecimiento.
2. El importe de la ayuda se establecerá mediante la aplicación de coeficientes correctores sobre 

las cuantías máximas previstas en el apartado anterior, en la forma que reglamentariamente se deter-
mine y en atención a:

a) �La situación económica de la víctima y del beneficiario.
b) �El número de personas que dependieran económicamente de la víctima y del beneficiario.
c) �El grado de afectación o menoscabo que sufriera la víctima dentro de los límites de aquella 

situación que le correspondiera de entre las previstas por el artículo 6.1.b) de esta Ley.
En el supuesto de que la afectada sea víctima de violencia de género en los términos previstos 

en el artículo 2.1 de esta Ley, el importe de la ayuda calculado de acuerdo con lo establecido en los 
apartados anteriores se incrementará en un veinticinco por ciento. En los casos de muerte, la ayuda 
será incrementada en un veinticinco por ciento para beneficiarios hijos menores de edad o mayores 
incapacitados.

3. En el supuesto contemplado por el artículo 2.5 de esta Ley, la ayuda consistirá únicamente en 
el resarcimiento de los gastos funerarios que hubieran satisfecho efectivamente los padres o tutores del 
menor fallecido, en la cuantía máxima que reglamentariamente se determine.

4. En los supuestos de delitos contra la libertad sexual que causaren a la víctima daños en su sa-
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lud mental, el importe de la ayuda sufragará los gastos del tratamiento terapéutico libremente elegido 
por ella, en la cuantía máxima que reglamentariamente se determine.

Será procedente la concesión de esta ayuda aun cuando las lesiones o daños sufridos por la víc-
tima no sean determinantes de incapacidad temporal.

En cualquier caso, la ayuda prevista por este apartado será compatible con la que correspondiera 
a la víctima si las lesiones o daños sufridos produjeran incapacidad temporal o lesiones invalidantes.

➤ Artículo 7. Prescripción de la acción.
1. La acción para solicitar las ayudas prescribe por el transcurso del plazo de un año, contado 

desde la fecha en que se produjo el hecho delictivo. El plazo de prescripción quedará suspendido desde 
que se inicie el proceso penal por dichos hechos, volviendo a correr una vez recaiga resolución judicial 
firme que ponga fin provisional o definitivamente al proceso y le haya sido notificada personalmente 
a la víctima.

2. En los supuestos en que a consecuencia directa de las lesiones corporales o daños en la salud 
se produjese el fallecimiento, se abrirá un nuevo plazo de igual duración para solicitar la ayuda o, en su 
caso, la diferencia que procediese entre la cuantía satisfecha por tales lesiones o daños y la que corres-
ponda por el fallecimiento; lo mismo se observará cuando, como consecuencia directa de las lesiones 
o daños, se produjese una situación de mayor gravedad a la que corresponda una cantidad superior.

Reglamentariamente se determinará el procedimiento para comprobar el nexo causal en los su-
puestos contemplados por este apartado.

4. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, en el caso de que la afectada sea víctima 
de violencia de género en los términos previstos en el artículo 2.1 de esta Ley, el plazo para solicitar 
las ayudas será de tres años.

➤ Artículo 8. Competencias.
1. Las solicitudes de ayuda presentadas al amparo de la presente Ley serán tramitadas y resueltas 

por el Ministerio de Economía y Hacienda.
2. Sus resoluciones y actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuar el procedi-

miento o produzcan indefensión, podrán ser impugnadas por los interesados ante la Comisión Nacio-
nal de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, creada por 
el artículo 11 de esta Ley.

Este procedimiento de impugnación tendrá carácter sustitutivo del recurso ordinario, en los tér-
minos del artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

➤ Artículo 9. Procedimiento.
1. Las solicitudes de las ayudas, dirigidas al Ministerio de Economía y Hacienda, se podrán 

presentar por el interesado o por su representante en cualquiera de las formas previstas por el artículo 
38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, y contendrán los extremos a que se refiere el artículo 70.1 
de dicha Ley.

2. Las solicitudes de ayuda que se formulen deberán contener además, los siguientes datos:
a) �Acreditación documental del fallecimiento, en su caso, y de la condición de beneficiario a 

título de víctima indirecta.
b) �Descripción de las circunstancias en que se hubiera cometido el hecho que presente caracte-

res de delito doloso violento, con indicación de la fecha y el lugar de su comisión.
c) �Acreditación de que los hechos fueron denunciados ante la autoridad pública.
d) �Declaración sobre las indemnizaciones y ayudas percibidas por el interesado o de los medios 

de que dispone para obtener cualquier tipo de indemnización o ayuda por dichos hechos.
e) �Copia de la resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal, ya sea sentencia, auto 

de rebeldía o que declare el archivo por fallecimiento del culpable, o declare el sobreseimien-
to provisional de la causa o el sobreseimiento libre por darse los supuestos previstos por los 
artículos 641.2.º ó 637.3.º de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, respectivamente.

3. El Ministerio de Economía y Hacienda podrá solicitar a las autoridades policiales, al Ministe-
rio Fiscal o a los Juzgados o Tribunales la información que necesite para resolver sobre las solicitudes 
de ayuda. Podrá proceder, u ordenar que se proceda, a cualquier clase de investigación pertinente a 
sus propios fines.
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4. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas podrá también recabar de cualquier 
persona física o jurídica, entidad o Administración pública, la aportación de informes sobre la situa-
ción profesional, financiera, social o fiscal del autor del hecho delictivo y de la víctima, siempre que 
tal información resulte necesaria para la tramitación y resolución de los expedientes de concesión 
de ayudas, o el ejercicio de las acciones de subrogación o repetición. Podrá igualmente ordenar las 
investigaciones periciales precisas con vistas a la determinación de la duración y gravedad de las le-
siones o daños a la salud producidas a la víctima. La información así obtenida no podrá ser utilizada 
para otros fines que los de la instrucción del expediente de solicitud de ayuda, quedando prohibida su 
divulgación.

5. La resolución será adoptada tras oír las alegaciones del interesado en trámite de audiencia y 
conocer el informe del Servicio Jurídico del Estado, que intervendrá siempre en la tramitación de los 
expedientes.

➤ Artículo 10. Concesión de ayudas provisionales.
1. Podrán concederse ayudas provisionales con anterioridad a que recaiga resolución judicial 

firme que ponga fin al proceso penal, siempre que quede acreditada la precaria situación económica 
en que hubiese quedado la víctima o sus beneficiarios.

Reglamentariamente se determinarán los criterios en virtud de los cuales se considerará precaria 
la situación económica de la víctima del delito, a los efectos de poder acceder a la concesión de ayudas 
provisionales.

En los supuestos en que la víctima del delito tenga la consideración de víctima de violencia de 
género, en los términos previstos en el artículo 2.1 de esta Ley, podrán concederse las ayudas provisio-
nales cualquiera que sea la situación económica de la víctima o de sus beneficiarios.

2. Podrá solicitarse la ayuda provisional una vez que la víctima haya denunciado los hechos ante 
las autoridades competentes o cuando se siga de oficio proceso penal por los mismos.

3. La solicitud de ayuda provisional deberá contener, además de los extremos a que se refiere el 
artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los siguientes datos:

a) �La calificación de las lesiones o daños a la salud, realizada por el órgano y mediante el pro-
cedimiento que se determine reglamentariamente.

b) �Acreditación documental del fallecimiento en su caso y de la condición de beneficiario a 
título de víctima indirecta.

c) �Informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios razonables para suponer 
que el fallecimiento, las lesiones o los daños se han producido por un hecho con caracteres 
de delito violento y doloso.

4. La ayuda provisional no podrá ser superior al 80 por 100 del importe máximo de ayuda es-
tablecido por esta Ley para los supuestos de muerte, lesiones corporales graves o daños graves en la 
salud, según corresponda.

Su cuantía se establecerá mediante la aplicación de los coeficientes correctores a los que se refiere 
el artículo 6.2.

5. La ayuda provisional podrá ser satisfecha de una sola vez o mediante abonos periódicos, que 
se suspenderán de producirse alguno de los supuestos previstos por el artículo 14 de esta Ley.

➤ Artículo 11. Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra 
la Libertad Sexual.

1. Se crea la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y con-
tra la Libertad Sexual, que será competente para resolver los procedimientos de impugnación de las 
resoluciones del Ministerio de Economía y Hacienda en materia de las ayudas reguladas por esta Ley.

La Comisión Nacional no estará sometida a instrucciones jerárquicas y resolverá los procedi-
mientos de impugnación de las resoluciones del Ministerio de Economía y Hacienda, así como los 
recursos extraordinarios de revisión contra sus propios acuerdos con respeto a los principios, garantías 
y plazos que las leyes reconocen a los ciudadanos y a los interesados en todo procedimiento adminis-
trativo.

2. El Gobierno, a propuesta de los Ministros de Justicia, de Economía y Hacienda y del Interior, 
establecerá la composición y el régimen de funcionamiento de la Comisión Nacional. Estará presidida 
por un Magistrado nombrado a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, e integrada por re-
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presentantes de la Administración General del Estado y, en su caso, de las organizaciones vinculadas 
a la asistencia y defensa de las víctimas. En cualquier caso, corresponderá una de sus vocalías a un 
representante del Ministerio Fiscal, nombrado a propuesta del Fiscal General del Estado.

3. Los acuerdos de la Comisión Nacional, al resolver los procedimientos de impugnación previs-
tos por la presente Ley, pondrán fin a la vía administrativa.

Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Ley 38/1998, de 27 de noviembre.
➤ Artículo 12. Procedimiento de impugnación.
1. Los interesados podrán impugnar las resoluciones del Ministerio de Economía y Hacienda en 

materia de las ayudas reguladas por esta Ley ante la Comisión Nacional en el plazo de un mes desde 
su notificación personal a los interesados.

Transcurrido dicho plazo sin haberse impugnado la resolución, ésta será firme a todos los efec-
tos, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión ante el Ministe-
rio de Economía y Hacienda.

2. La impugnación podrá fundarse en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad pre-
vistos en los artículos 62 y 63 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Los vicios y defectos que 
hagan anulable el acto no podrán ser alegados por los causantes de los mismos.

3. La impugnación podrá formularse ante el Ministerio de Economía y Hacienda o ante la Co-
misión Nacional.

De formularse ante el Ministerio de Economía y Hacienda, éste deberá remitirla a la Comisión 
Nacional en el plazo de diez días, con su informe y una copia completa y ordenada del expediente.

4. Transcurridos tres meses desde la formulación de la impugnación sin que se adopte acuerdo 
por la Comisión Nacional, se podrá entender desestimada la impugnación, salvo en el supuesto pre-
visto por el artículo 43.3.b) de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y quedará expedita la vía del recurso contencioso-administrativo.

➤ Artículo 13. Acción de subrogación del Estado.
El Estado se subrogará de pleno derecho, hasta el total importe de la ayuda provisional o defini-

tiva satisfecha a la víctima o beneficiarios en los derechos que asistan a los mismos contra el obligado 
civilmente por el hecho delictivo. La repetición del importe de la ayuda contra el obligado civilmente 
por el hecho delictivo se realizará, en su caso, mediante el procedimiento administrativo de apremio 
previsto en el Reglamento General de Recaudación.

El Estado podrá mostrarse parte en el proceso penal o civil que se siga, sin perjuicio de la acción 
civil que ejercite el Ministerio Fiscal.

➤ Artículo 14. Acción de repetición del Estado.
El Estado podrá exigir el reembolso total o parcial de la ayuda concedida, por el procedimiento 

previsto en el Reglamento General de Recaudación, en los siguientes casos:
a) �Cuando por resolución judicial firme se declare la inexistencia de delito a que se refiere la 

presente Ley.
b) �Cuando con posterioridad a su abono, la víctima o sus beneficiarios obtuvieran por cualquier 

concepto la reparación total o parcial del perjuicio sufrido en los tres años siguientes a la con-
cesión de la ayuda, en los términos establecidos en el artículo 5 de esta Ley.

c) �Cuando la ayuda se hubiera obtenido en base a la aportación de datos falsos o deliberadamente 
incompletos o a través de cualquier otra forma fraudulenta, así como la omisión deliberada de 
circunstancias que determinaran la denegación o reducción de la ayuda solicitada.

d) �Cuando la indemnización reconocida en la sentencia sea inferior a la ayuda provisional.
e) �Cuando con posterioridad a su abono hubiera de efectuarse un nuevo reparto de la ayuda, por 

la concurrencia de nuevos beneficiarios.
f) �Cuando de las circunstancias declaradas en sentencia se deduzca la concurrencia de alguna de 

las causas de denegación o reducción previstas en el artículo 3 de esta Ley.

CAPITULO II Asistencia a las víctimas
➤ Artículo 15. Deberes de información.
1. Los Jueces y Magistrados, miembros de la Carrera Fiscal, autoridades y funcionarios públi-

cos que intervengan por razón de su cargo en la investigación de hechos que presenten caracteres 



72

de delitos dolosos violentos y contra la libertad sexual, informarán a las presuntas víctimas sobre la 
posibilidad y procedimiento para solicitar las ayudas reguladas en esta Ley.

2. Las autoridades policiales encargadas de la investigación de hechos que presenten caracteres 
de delito recogerán en los atestados que instruyan todos los datos precisos de identificación de las 
víctimas y de las lesiones que se les aprecien. Asimismo, tienen la obligación de informar a la víctima 
sobre el curso de sus investigaciones, salvo que con ello se ponga en peligro su resultado.

3. En todas las fases del procedimiento de investigación el interrogatorio de la víctima deberá 
hacerse con respeto a su situación personal, a sus derechos y a su dignidad.

4. El Secretario judicial cuidará de que la víctima de un hecho que presente caracteres de delito, 
en el mismo momento de realizar la denuncia o, en todo caso, en su primera comparecencia ante el 
órgano competente, sea informada en términos claros de las posibilidades de obtener en el proceso 
penal la restitución y reparación del daño sufrido y de las posibilidades de lograr el beneficio de la 
justicia gratuita. Igualmente cuidará de que la víctima sea informada de la fecha y lugar de celebración 
del juicio correspondiente y de que le sea notificada personalmente la resolución que recaiga, aunque 
no sea parte en el proceso.

5. El Ministerio Fiscal cuidará de proteger a la víctima de toda publicidad no deseada que revele 
datos sobre su vida privada o su dignidad, pudiendo solicitar la celebración del proceso penal a puerta 
cerrada, de conformidad con lo previsto por la legislación procesal.

➤ Artículo 16. Oficinas de asistencia a las víctimas.
1. El Ministerio de Justicia e Interior procederá, de conformidad con las previsiones presupues-

tarias, a la implantación de Oficinas de asistencia a las víctimas en todas aquellas sedes de Juzgados y 
Tribunales o en todas aquellas Fiscalías en las que las necesidades lo exijan.

2. En relación con las actividades desarrolladas por estas Oficinas, el Ministerio de Justicia e 
Interior podrá establecer convenios para la encomienda de gestión con las Comunidades Autónomas 
y con las Corporaciones locales.

Disposición adicional primera.
El Gobierno, a propuesta de los Ministros de Justicia e Interior y de Economía y Hacienda, po-

drá revisar las cuantías contempladas en la presente Ley.
Disposición adicional segunda.
1. La percepción de las ayudas contempladas en esta Ley no será compatible en ningún caso con 

los resarcimientos por daños a las víctimas de bandas armadas y elementos terroristas.
Disposición adicional tercera.
Quedan excluidos del ámbito de aplicación de la presente Ley los daños y perjuicios contem-

plados por la Ley 52/1984, de 26 de diciembre, de protección de medios de transporte por carretera 
que se hallen en territorio español realizando viajes de carácter internacional, cuya indemnización se 
resolverá mediante la aplicación de su legislación especial.

Disposición transitoria única.
El Gobierno depositará el instrumento de ratificación del Convenio 116 del Consejo de Europa 

de 1983 en el plazo de seis meses, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.
Disposición final primera.
El Gobierno, a propuesta de los Ministros de Justicia e Interior y de Economía y Hacienda, 

aprobará en el plazo máximo de seis meses las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución 
de esta Ley.

Disposición final segunda.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades que guarden y hagan guardar esta Ley.
Madrid, 11 de diciembre de 1995.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,

FELIPE GONZALEZ MARQUEZ
Entrada en vigor: 13/12/1995
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